
LEY DE ASISTENCIA SOCIAL

El Secretario diputado Mariano Quihuis Fragoso:
«Dictamen de la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, con proyecto de decreto que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley de Asistencia Social.

Honorable Asamblea:

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables de la LXI
Legislatura, con fundamento en los artículos 39, 45 nume-
ral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos
80, numeral 1, fracción II; 157, numeral 1, fracción I, 158,
numeral 1, fracción IV, y demás aplicables del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someten a su consideración el
presente dictamen, al tenor de los siguientes

Antecedentes

1. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión de fecha 4 de enero de 2012,
las diputadas Yolanda de la Torre Valdez, Diva Hadamira
Gastelum Bajo; del Grupo Parlamentario del PRI y la dipu-
tada Joann Novoa Mossberger del Grupo Parlamentario del
PAN, presentaron la Iniciativa con Proyecto de Decreto por
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley de Asistencia Social

2. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
de esta Cámara de Diputados, turnó la iniciativa a la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables para su análisis y
elaboración del dictamen correspondiente, con opinión de
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

Contenido de la iniciativa

1. Las legisladoras señalan que el poder revisor de la Cons-
titución ha incorporado diversas reformas y adiciones a la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de derechos humanos, en general, y de derechos de
las niñas y niños, en específico, reformando y adicionando
un número importante de dispositivos constitucionales, to-
dos relacionados con los derechos humanos.

2. La iniciativa refiere que la política de defensa y protec-
ción de los derechos de los niños ha seguido una trayecto-
ria constante de evolución y perfeccionamiento, práctica-
mente desde la época post revolucionaria, con la aparición
del muy importante programa gubernamental llamado “La
Gota de Leche”, con el que se inició el compromiso del go-
bierno federal por impulsar programas públicos de atención
a los derechos de los niños más necesitados del país.

3. Asimismo señalan que el DIF es una de las instituciones
públicas que han cumplido una labor de manera eficiente y
que ha logrado la mayor aceptación de la población, consi-
deran que es una de las instituciones gubernamentales que
mejor acogida ha tenido entre las comunidades que atiende.

4. Consideran que en este entorno de renovado compromi-
so por la defensa y protección  integral de los derechos de
la infancia, se hace necesario revisar el respaldo normativo
de la política gubernamental de atención a la infancia, a fin
de fortalecerlo y habilitarlo.

5. Señalan que el DIF deberá ir evolucionando hacia la es-
pecialización en la atención y tutela de los derechos de ni-
ñas, niños y adolescentes, distinguiéndose paulatinamente
de actividades relacionadas propiamente con el Sector Sa-
lud, por lo que consideran que se hace necesario ampliar y
fortalecer la estructura y campo de actividades de la institu-
ción, a fin de que continúe respondiendo eficazmente a las
nuevas expectativas que se han generado en este renovado
ambiente de avance normativo a través de la revisión de la
Ley de Asistencia Social, principal sustento legal de las ac-
tividades a cargo del Sistema Nacional para el Desarrollo
Integral de la Familia.

6. La iniciativa propone fortalecer la estructura administra-
tiva y funcional del Sistema Nacional para el Desarrollo In-
tegral de la Familia, incorporándole expresamente, desde su
nombre su compromiso a favor de la infancia, por lo que se
propone cambiar su denominación a la de Sistema Nacional
para el Desarrollo de la Infancia y de la Familia , con lo que
podrá conservar su imagen distintiva de DIF, pero con un
ámbito más amplio para fortalecer las funciones que ya vie-
ne desempeñando, a favor de la infancia, ahora a la luz del
principio constitucional del interés superior de la infancia.
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Señalan que con el mismo propósito de fortalecimiento ins-
titucional del organismo, se dispone que dejará de ser una
entidad paraestatal sectorizada, con lo que se espera ensan-
char su movilidad y capacidad de gestión e interlocución,
con todo tipo de autoridades, así como de los beneficiarios
de sus servicios, sin alterar su estructura interna, ni provo-
car fracturas, ni rupturas institucionales, legales, o adminis-
trativas.

7. Por otra parte se propone crear, al interior del organismo,
una Procuraduría para la Defensa de la Infancia y la Fami-
lia, como instancia encargada de vigilar el respeto y obser-
vancia a los derechos de la niñez y la adolescencia, así co-
mo de fomentar la cultura del respeto a sus derechos.

8. Las legisladoras proponen la integración de un apartado
especial que establezca nuevas funciones del organismo, en
materia de asistencia social a las familias en situación vul-
nerable, que deberán considerarse como sujetos privilegia-
dos los programas y acciones del organismo en materia de
asistencia social, a través de la prestación de servicios
orientados a superar los obstáculos económicos, sociales, de
salud o de cualquier otro tipo que les impidan cumplir su
responsabilidad de proveer a sus miembros de los satisfac-
tores básicos en materia de alimentación, salud y vivienda,
y especialmente la educación de los hijos menores, lo que
en realidad se traduce en la incapacidad de las familias pa-
ra ser el espacio en el que los niños gocen de los mayores
espacios para el ejercicio y observancia de sus derechos.

9. Finalmente, destacan que la iniciativa parte del hecho de
haber elevado a rango constitucional el principio del Interés
Superior de la Infancia, impone la necesidad de ajustar las
estructuras administrativas, programáticas y funcionales de
la principal institución, a través de la cual, el Estado asume
el compromiso de garantizar la promoción y defensa de los
derechos de la infancia.

Consideraciones

1. Esta comisión dictaminadora se solidariza con las pro-
puestas de las diputadas, al buscar ampliar las funciones, es-
tructura, campo de competencias y atribuciones de la Insti-
tución encargada del desarrollo de la familia y en específico
de la protección de los infantes y demás grupos vulnerables.

2. Este órgano parlamentario no pasa por alto, las disposi-
ciones que sobre el particular establece la Convención So-
bre los Derechos del Niño, adoptada y ratificada por la
Asamblea General de las Organización de las Naciones

Unidas el 20 de Noviembre de 1989 y de la cual el Estado
Mexicano forma parte, que de manera específica señala en
sus artículos 3 numeral 2, y 4 lo siguiente:

“Artículo 3.

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño
la protección y el cuidado que sean necesarios para su
bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de
sus padres, tutores u otras personas responsables de él
ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas le-
gislativas y administrativas adecuadas.”

“Artículo 4.

Los Estados parte adoptarán todas las medidas adminis-
trativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad
a los derechos reconocidos en la presente Convención.
En lo que respecta a los derechos económicos, sociales y
culturales, los Estados Partes adoptarán esas medidas
hasta el máximo de los recursos de que dispongan y,
cuando sea necesario, dentro del marco de la coopera-
ción internacional.”

3. Esta comisión considera que la iniciativa presentada es
acorde con lo dispuesto en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, de manera específica en las si-
guientes disposiciones:

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas
las personas gozarán de los derechos humanos reconoci-
dos en esta Constitución y en los tratados internaciona-
les de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de
las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las
condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se inter-
pretarán de conformidad con esta Constitución y con los
tratados internacionales de la materia favoreciendo en
todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias,
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y ga-
rantizar los derechos humanos de conformidad con los
principios de universalidad, interdependencia, indivisibi-
lidad y progresividad. En consecuencia, el Estado debe-
rá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violacio-
nes a los derechos humanos, en los términos que
establezca la ley.”



“Artículo 4o. (Se deroga el párrafo primero)

… 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y
cumplirá con el principio del interés superior de la niñez,
garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las
niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de
alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para
su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño,
ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públi-
cas dirigidas a la niñez.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación
de preservar y exigir el cumplimiento de estos derechos y
principios.

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que
coadyuven al cumplimiento de los derechos de la niñez.

Esta comisión, considerando la reforma Constitucional del
10 de junio de 2011 que da cuenta del avance del Estado
Mexicano en materia del fortalecimiento a los derechos hu-
manos, establece oportuno referir al art. 1º de la Constitu-
ción por su importancia y relación directa en la protección
de los derechos de los infantes

Asimismo, la iniciativa fortalece las acciones tendientes a
garantizar el cumplimiento del principio del interés superior

de la infancia y el mandato constitucional para que el Esta-
do otorgue facilidades a los particulares para asegurar los
derechos de la niñez, mediante el debido fortalecimiento
institucional.

Es importante señalar que esta comisión dictaminadora pro-
pone el cambio del término integral por el de Infancia a lo
largo de la ley objeto de este dictamen a fin de que la abre-
viatura “DIF” y, por otra parte resaltar la importancia que
tiene para el organismo este sector de la población. 

4. Resulta fundamental para esta materia el análisis del con-
tenido de la Ley para la Protección de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, la cual tiene por objeto garanti-
zar la tutela y el respeto de los derechos fundamentales
reconocidos en la Constitución a favor de la infancia. 

En el ordenamiento legal referido establece que los tres ór-
denes de gobierno podrán expedir las normas legales y to-
marán las medidas administrativas necesarias a efecto de
dar cumplimiento a la Ley, por lo que se considera oportu-
no lo propuesto en la iniciativa referente al fortalecimiento
de las instituciones encargadas de la protección de la infan-
cia y la familia.

5. Con la finalidad de analizar la reforma propuesta, la Co-
misión estableció el siguiente comparativo:
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6. Por lo que respecta a la reforma al artículo 7 de la Ley de
Asistencia Social, esta Dictaminadora la considera perti-
nente, a fin de separar las atribuciones que competen a la
Secretaría de Salud del Organismo que por esta iniciativa se
prevé fortalecer institucionalmente con el propósito de otor-
garle responsabilidades definidas en el ámbito de su com-
petencia.

7. En relación con las modificaciones propuestas a los artí-
culos 9, 15, 22 y 25 de la citada Ley, se consideran perti-
nentes, a fin de adecuar la denominación del Organismo con
las facultades que se prevé tenga encomendadas, puntuali-
zando el énfasis que habrá de dar en sus acciones a favor del
desarrollo de la infancia.

8. En referencia a la reforma al artículo 27 del multicitado
ordenamiento, que de manera particular modifica la deno-
minación del capítulo VI de la Ley de Asistencia Social, se
estima procedente, para dar efectividad a la propuesta de
definir un campo de trabajo con mayor atención a la infan-
cia.

En este orden de ideas, se considera pertinente que el Siste-
ma para el Desarrollo de la Infancia y la Familia se consti-
tuya en un organismo descentralizado de la administración
pública federal no sectorizado, con personalidad jurídica y
patrimonio propios, lo que implica que dejará de estar bajo

la coordinación de sector de la Secretaría de Salud, obte-
niendo mayor autonomía funcional, presupuestal y de ges-
tión, lo que le permitirá mayor interlocución con todo tipo
de autoridades.

9. Por lo que respecta a la reforma al artículo 28 de La Ley
de Asistencia Social, que propone la iniciativa, se estima
pertinente ya que resulta acorde con las disposiciones esta-
blecidas en la Ley Federal de Entidades Paraestatales.

Se considera que las tareas de coordinación que desempe-
ñara el Organismo con las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal, con los gobiernos de las
entidades federativas y municipales así como con los secto-
res social y privado permitirá una mayor cobertura en la
protección de los derechos de la infancia y la familia, dan-
do paso al efectivo uso de recurso públicos, a la identifica-
ción de problemáticas regionales y las acciones para su re-
solución así como el diseño, ejecución y evaluación de
políticas públicas integrales.

10. En lo que respecta a la propuesta de adicionar un capí-
tulo VI bis, para regular la Procuraduría para la Defensa de
la Infancia y la Familia, valora como positiva su inclusión
como un mecanismo viable para vigilar el cumplimiento de
los derechos de los infantes en el territorio nacional.
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Esta adición permite establecer de manera formal una estra-
tegia para regular a las instancias que actualmente se en-
cuentran desarrollando sus actividades tanto en la adminis-
tración pública federal, como en las entidades federativas
principalmente a favor de los infantes y la familia.

Según información que proporciona la Unidad de Enlace
del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, en su
portal de internet, las 32 entidades federativas cuentan con
una instancia de esta naturaleza, observándose la necesidad
de homologar las acciones que tienen a su cargo.

Por último se estima procedente la adición de un “Capítulo
VI Bis 2”, en virtud de que es acorde con la protección que
se da a la familia en todo el ordenamiento de asistencia so-
cial.

Resaltando la importancia de establecer mecanismos para la
implementación de un servicio de facilitadores para la solu-
ción pacífica de conflictos al interior de la familia, lo que de
alguna manera brindará herramientas ágiles y propicias pa-
ra evitar el menoscabo de la economía familiar en la solu-
ción de conflictos.

El impulso de acciones para la investigación a fin de preve-
nir y erradicar la violencia familiar, la inclusión de progra-
mas de apoyo a la procreación, adopción y educación de los
hijos en un ambiente sano y armónico, resultará en un de-
sarrollo integral para la familia y la sociedad.

11. Esta dictaminadora determinó que con el objeto de pre-
sentar un ordenamiento uniforme se revisó en su totalidad
el articulado de la Ley de asistencia Social, modificando los
artículos respectivos para adecuarlos al nuevo nombre del
Organismo.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables somete a consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados el siguiente:

Proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley de Asistencia Social

Artículo Único. Se reforman los artículos 7, segundo pá-
rrafo; 9, primer párrafo; 15; 22; 25; 27; 28; 32, primer pá-
rrafo; 47; 54; 57, y 66; se modifica la denominación del Ca-
pítulo VI, para quedar “Sistema Nacional para el Desarrollo
de la Infancia y la Familia” y se adicionan el Capítulo VI
Bis, “De la Procuraduría para la Defensa de la Infancia y la
Familia”, que comprende los artículos 43 A, 43 B y 43 C y

el Capítulo VI Ter, “De la Asistencia Social de la Familia”,
que comprende los artículos 43 D a 43 J a la Ley de Asis-
tencia Social, para quedar como sigue:

Artículo 7. …

Los que se presten en los estados por los gobiernos locales
y por los sectores social y privado, formarán parte de los
sistemas estatales de salud en lo relativo a su régimen local.
De acuerdo a lo dispuesto en la Ley General de Salud co-
rresponde a los gobiernos de las entidades federativas en
materia de salubridad general, como autoridades locales y
dentro de sus respectivas jurisdicciones territoriales, organi-
zar, operar, supervisar y evaluar la prestación de los servi-
cios de salud en materia de asistencia social, con base en las
Normas Oficiales Mexicanas que al efecto expida la Secre-
taría de Salud.

Artículo 9. La Secretaría de Salud, en su carácter de auto-
ridad sanitaria, y el Sistema Nacional para el Desarrollo de
la Infancia y la Familia, en su carácter de coordinador del
Sistema Nacional de Asistencia Social Pública y Privada,
tendrán respecto de la asistencia social, y como materia de
salubridad general, las siguientes atribuciones:

I. a XV. …

Artículo 15. Cuando, por razón de la materia se requiera de
la intervención de otras dependencias o entidades, el orga-
nismo denominado Sistema Nacional para el Desarrollo de
la Infancia y la Familia, en lo sucesivo “El Organismo”,
ejercerá sus atribuciones en coordinación con ellas.

Artículo 22. Son integrantes del Sistema Nacional de Asis-
tencia Social Pública y Privada:

I. La Secretaría de Salud;

II. La Secretaría de Desarrollo Social;

III. La Secretaría de Educación Pública;

IV. El Sistema Nacional para el Desarrollo de la Infan-
cia y la Familia;

V. Los Sistemas de las entidades federativas para el
Desarrollo de la Infancia y la Familia;

VI. Los Sistemas municipales para el Desarrollo de la
Infancia y la Familia;



VII. Las instituciones privadas de asistencia social legal-
mente constituidas;

VIII. Las Juntas de Asistencia Privada;

IX. El Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayo-
res;

X. La Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas;

XI. El Instituto Mexicano de la Juventud;

XII. El Instituto Nacional de las Mujeres;

XIII. Los Centros de Integración Juvenil;

XIV. El Consejo Nacional Contra las Adicciones;

XV. El Consejo Nacional de Fomento Educativo;

XVI. El Consejo Nacional para la Educación y la Vida;

XVII. La Lotería Nacional para la Asistencia Pública;

XVIII. Pronósticos para la Asistencia Pública;

XIX. La Beneficencia Pública, y

XX. Las demás entidades y dependencias federales, es-
tatales y municipales, así como los órganos desconcen-
trados que realicen actividades vinculadas a la asistencia
social.

Artículo 25. El Sistema contará, para su funcionamiento y
coordinación, con un Consejo Nacional, que emitirá opinio-
nes, recomendaciones y líneas de acción para la prestación
de servicios de asistencia social.

Este Consejo Nacional se integrará por:

I. Una Secretaría Ejecutiva, que será asumida por el Or-
ganismo, el cual deberá, en el marco de sus atribuciones,
elaborar el Reglamento para la operación del Consejo
Nacional;

II. Un representante por cada uno de los Sistemas de las
entidades federativas para el Desarrollo de la Infancia
y la Familia;

III. Un representante por cada una de las Juntas de Asis-
tencia Privada de los estados de la República y del Dis-
trito Federal;

IV. Un representante por cada una de las dependencias
federales integrantes del Sistema, y

V. Cinco representantes de los Sistemas municipales pa-
ra el Desarrollo de la Infancia y la Familia o institucio-
nes equivalentes, que serán electos de acuerdo con el
Reglamento del Sistema Nacional de Asistencia Social.

Capítulo VI
Sistema Nacional para el Desarrollo 

de la Infancia y la Familia

Artículo 27. De conformidad con las disposiciones con-
tenidas en la Ley General de Salud, el Sistema Nacional
para el Desarrollo de la Infancia y la Familia es un Orga-
nismo Descentralizado de la administración pública fede-
ral, no sectorizado, con personalidad jurídica y patri-
monio propios.

Artículo 28. El Organismo es el rector de la política na-
cional a favor del desarrollo de la infancia y la familia y
ejercerá sus funciones en concurrencia con las depen-
dencias y entidades de la administración pública fede-
ral, con los gobiernos de las entidades federativas, los
municipios y las demarcaciones territoriales del Distrito
Federal y con la concertación de actividades con los sec-
tores social y privado, y tendrá las siguientes funciones:

I. Vigilar el estricto cumplimiento de la presente Ley;

II. Elaborar un Programa Nacional de Asistencia Social
conforme a las disposiciones de la Ley de Planeación,
los lineamientos del Plan Nacional de Desarrollo, y de-
más instrumentos de planeación de la Administración
Pública Federal;

III. Con fundamento en lo establecido en los artículos
1o., 4o., 7o. y 8o. de la Ley para la Protección de los De-
rechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, y atendiendo
al interés superior de la infancia, El Organismo tendrá
como responsabilidad coadyuvar en el cumplimiento de
esa Ley;

IV. Prestar servicios de representación y asistencia jurí-
dica y de orientación social a infantes, jóvenes, adultos
mayores, personas con alguna discapacidad, madres ado-
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lescentes y solteras e indígenas migrantes o desplazados
y todas aquellas personas que por distintas circunstan-
cias no puedan ejercer plenamente sus derechos. 

V. Poner a disposición del Ministerio Público, los ele-
mentos a su alcance para la protección de los derechos
familiares;

VI. Proponer para su aprobación a la dependencia co-
rrespondiente, la formulación de las Normas Oficiales
Mexicanas en la materia y apoyarla en la vigilancia de la
aplicación de las mismas;

VII. Proponer a la Secretaría de Salud, en su carácter de
administradora del Patrimonio de la Beneficencia Públi-
ca, programas de asistencia social que contribuyan al uso
eficiente de los bienes que lo componen;

VIII. Proponer a la Lotería Nacional para la Asistencia
Pública y a los Pronósticos Deportivos para la Asistencia
Pública programas de asistencia social que contribuyan
al fortalecimiento de los servicios de asistencia social
que presten los sectores públicos, social y privado;

IX. Promover la elaboración de Normas Oficiales Mexi-
canas en materia de asistencia social, a través de un Co-
mité Técnico de Normalización Nacional de Asistencia
Social, que se regulará con base en lo establecido en la
Ley Federal de Metrología y Normalización;

X. Supervisar y evaluar la actividad y los servicios de
asistencia social que presten las instituciones de asisten-
cia social pública y privada, conforme a lo que establece
la Ley General de Salud y el presente ordenamiento;

XI. Elaborar y actualizar el Directorio Nacional de las
Instituciones Públicas y Privadas de Asistencia Social;

XII. Organizar el Servicio Nacional de Información so-
bre la Asistencia Social;

XIII. Organizar, promover y operar el Centro de Infor-
mación y Documentación sobre Asistencia Social;

XIV. Difundir a través del Sistema la información sobre
el acceso al financiamiento nacional e internacional para
actividades de asistencia social;

XV. Realizar y apoyar estudios e investigaciones en ma-
teria de asistencia social;

XVI. Promover la formación, capacitación y profesiona-
lización del personal encargado de la prestación de los
servicios de asistencia social;

XVII. Operar establecimientos de asistencia social y lle-
var a cabo acciones en materia de prevención;

XVIII. Diseñar modelos de atención para la prestación
de los servicios asistenciales;

XIX. Operar en el marco de sus atribuciones programas
de rehabilitación y educación especial;

XX. Prestar apoyo, colaboración técnica y administrati-
va en materia de asistencia social, a las distintas entida-
des federativas, al Distrito Federal y a los Municipios;

XXI. Promover la integración de fondos mixtos para la
asistencia social;

XII. Asignar, de acuerdo a su disponibilidad, recursos
económicos temporales y otorgar apoyos técnicos a ins-
tituciones privadas y sociales, con base a los criterios
que sean fijados por la Junta de Gobierno;

XXIII. Coadyuvar con la Secretaría de Relaciones Exte-
riores en la representación del Gobierno Federal para la
ejecución y difusión de programas en materia de asisten-
cia social ante organismos internacionales y multilatera-
les;

XXIV. Coordinar los esfuerzos públicos y privados, pa-
ra la integración social de los sujetos de la asistencia, y
la elaboración y seguimiento de los programas respecti-
vos;

XXV. Promover la creación y el desarrollo de institucio-
nes públicas y privadas de asistencia social, y

XXVI. Establecer prioridades en materia de asistencia
social y organizar mecanismos interinstitucionales de
participación en relación con la niñez y la adolescen-
cia en situación de especial vulnerabilidad derivada
de circunstancias tales como la discapacidad, la mi-
gración, la situación del trabajo agrícola, la violencia
y otras similares.

El organismo tendrá su domicilio legal en el Distrito Fe-
deral.



Artículo 32. La Junta de Gobierno estará integrada por el
Secretario de Salud, quien la presidirá; por los representan-
tes que designen los titulares de las Secretarías de Goberna-
ción, de Hacienda y Crédito Público, de Desarrollo Social,
de Educación Pública, del Trabajo y Previsión Social, de
Relaciones Exteriores, de la Procuraduría General de la
República y de los Directores Generales del Instituto Mexi-
cano del Seguro Social, del Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado, de la Lotería
Nacional para la Asistencia Pública, de Pronósticos para la
Asistencia Pública y de la Comisión Nacional para el De-
sarrollo de los Pueblos Indígenas.

…

…

Capítulo VI Bis
De la Procuraduría para la 

Defensa de la Infancia y la Familia

Artículo 43 A. El organismo contará con una Procura-
duría para la Defensa de la Infancia y la Familia. Esta-
rá a cargo de la persona que designe la junta de gobier-
no y tendrá las siguientes facultades:

I. Vigilar el cumplimiento de los derechos de la niñez
en todo el territorio nacional, así como fomentar la
cultura del respeto a los principios establecidos en la
normatividad aplicable.

II. Realizar campañas de divulgación y promoción de
los derechos de la niñez y la adolescencia;

III. Realizar estudios e investigaciones para mejorar
la situación de la niñez y la adolescencia y para el for-
talecimiento familiar;

IV. Proponer a las instancias competentes políticas
públicas y reformas legales para fortalecer los dere-
chos de la niñez y la adolescencia y garantizar su
cumplimiento;

V. Llevar estadísticas actualizadas de los problemas
que aquejan a la niñez y la adolescencia mexicana, así
como los índices de cumplimiento de todos y cada uno
de sus derechos;

VI. Asesorar a instancias públicas y privadas sobre
estrategias y programas encaminados a la protección

de los derechos de la niñez y a adolescencia y al for-
talecimiento familiar;

VII. Denunciar, ante la autoridad competente, todo
acto ilícito de que tenga conocimiento, en contra de
infantes, y presentar la denuncia que corresponda a
la autoridad competente; y

VIII. Las demás que le confieran las leyes relaciona-
das y los reglamentos del organismo.

Artículo 43 B. Las procuradurías para la Defensa de la
Infancia y la Familia de los sistemas de las entidades fe-
derativas tendrán las mismas facultades que establece el
artículo anterior y funcionarán en coordinación con la
procuraduría del “organismo”, en los términos de las
disposiciones locales aplicables.

Artículo 43 C. La estructura y funcionamiento de la
Procuraduría para la Defensa de la Infancia y la Fami-
lia se establecerá en el reglamento interno correspon-
diente, que apruebe la junta de gobierno.

Capítulo VI Ter
De la Asistencia Social a la Familia

Artículo 43 D. Las familias en situación vulnerable se-
rán consideradas sujetos de la asistencia social, para to-
dos los efectos contemplados en esta ley. 

Artículo 43 E. Con el objeto de prevenir y atender la
problemática al interior de la familia y contribuir a su
fortalecimiento, se establecerá en el organismo un servi-
cio de facilitadores para la solución pacífica de conflic-
tos, por medio del cual puedan afrontarse y resolverse
los conflictos entre los diversos integrantes de la familia.

Artículo 43 F. Para prevenir y erradicar la violencia fa-
miliar, el organismo realizará investigaciones para iden-
tificar sus causas y diseñar una política preventiva que
tienda a erradicarlas.

Artículo 43 G. La política de desarrollo social en favor
de la familia se orienta a su desarrollo integral, entendi-
do como el despliegue de su capacidad para cumplir sus
fines y responsabilidades relacionados con la satisfac-
ción de las necesidades cotidianas de todos sus miem-
bros en los campos de la salud, vivienda, vestido, ali-
mentos y recreación. De igual forma, se incluirán
programas de apoyo a la procreación, la adopción, la
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educación de los hijos y la formación de una comunidad
de vida, en un ambiente sano y armónico, que promue-
va el mejoramiento de las capacidades físicas, psicológi-
cas, intelectuales y éticas de sus integrantes, y respeto y
observancia de sus derechos.

Artículo 43 H. Los instrumentos del Sistema Nacional
de Planeación contemplarán a la familia y, a sus inte-
grantes, como sujetos de los derechos y beneficios que
establece la presente Ley.

Artículo 43 I. Se establecerán mecanismos para medir el
impacto en las familias de los planes y programas de de-
sarrollo, en términos de acceso a los servicios públicos
de educación, salud, seguridad social, empleo, consumo,
ahorro, y patrimonio familiar.

Artículo 43 J. El adecuado desarrollo de la familia exige
el cumplimiento permanente y voluntario de las obliga-
ciones que corresponden a cada uno de sus miembros.

Artículo 47. El Organismo promoverá ante las autoridades
estatales y municipales la creación de organismos locales,
para la realización de acciones en materia de prestación de
servicios asistenciales para el desarrollo integral de la in-
fancia y la familia.

Artículo 54. El Organismo, promoverá la organización y
participación de la comunidad para que, con base en el apo-
yo y solidaridad social o los usos y costumbres indígenas,
coadyuve en la prestación de servicios asistenciales para el
desarrollo integral de la infancia y la familia.

Artículo 57. El Directorio Nacional se conformará con las
inscripciones de las instituciones de asistencia social que se
tramiten:

I. A través de los Sistemas para el Desarrollo de la In-
fancia y la Familia estatales o del Distrito Federal;

II. A través de las Juntas de Asistencia Privada u orga-
nismos similares; y

III. Las que directamente presenten las propias institu-
ciones ante este Directorio.

Artículo 66. Serán coadyuvantes del Organismo en la su-
pervisión, los Sistemas de las entidades federativas para el
Desarrollo de la Infancia y la Familia y las Juntas de Asis-
tencia Privada u órganos similares.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones legales que se
opongan al presente Decreto.

Tercero. El Sistema Nacional para el Desarrollo de la In-
fancia y la Familia deberá comenzar a operar como orga-
nismo descentralizado no sectorizado a partir del 01 de sep-
tiembre de 2013. 

Cuarto. La Junta de Gobierno del Sistema Nacional para el
Desarrollo de la Infancia y la Familia expedirá el Estatuto
Orgánico del Sistema en un plazo máximo de noventa días
contados a partir de la entrada en vigor del presente Decre-
to.

Quinto. Los trabajadores del Sistema Nacional para el De-
sarrollo Integral de la Familia continuarán prestando sus
servicios en el Sistema Nacional para el Desarrollo de la In-
fancia y la Familia, conservando los derechos laborales ad-
quiridos a la fecha de la entrada en vigor del presente De-
creto.

Sexto. Toda referencia que otros ordenamientos jurídicos y
administrativos hagan al Sistema Nacional para el Desarro-
llo Integral de la Familia se aplicará al Sistema Nacional pa-
ra el Desarrollo de la Infancia y la Familia.

Séptimo. Los asuntos en trámite en el Sistema Nacional pa-
ra el Desarrollo Integral de la Familia continuarán siendo
atendidos por el Sistema Nacional para el Desarrollo de la
Infancia y la Familia.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 11 días del mes de
abril del 2012.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Yolan-
da de la Torre Valdez (rúbrica), presidenta; Delia Guerrero Coronado
(rúbrica), Susana Hurtado Vallejo, Daniela Nadal Riquelme, Carlos Be-
llo Otero (rúbrica), Yolanda del Carmen Montalvo López, María Joann
Novoa Mossberger (rúbrica), Elvira de Jesús Pola Figueroa (rúbrica),
secretarios; Velia Idalia Aguilar Armendáriz, Claudia Edith Anaya Mo-
ta, Pedro Ávila Nevárez (rúbrica), Bélgica Nabil Carmona Cabrera, Hil-
da Ceballos Llerenas (rúbrica), Martha Elena García Gómez, Laura Fe-
lícitas García Dávila, Luis García Silva, Inocencio Ibarra Piña, Blanca
Estela Jiménez Hernández (rúbrica), Margarita Liborio Arrazola, Rosa-



lina Mazari Espín (rúbrica), Nelly Edith Miranda Herrera (rúbrica), Ana
Elia Paredes Árciga (rúbrica), María Isabel Pérez Santos (rúbrica), Ca-
ritina Sáenz Vargas, Laura Margarita Suárez González (rúbrica), María
Sandra Ugalde Basaldúa (rúbrica), Guadalupe Valenzuela Cabrales (rú-
brica).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL
PARA LAS FUERAS ARMADAS MEXICANAS

El Secretario diputado Mariano Quihuis Fragoso:
«Dictamen de la Comisión de Defensa Nacional, con pro-
yecto de decreto que adiciona las fracciones XXV a XXVII
al artículo 18 y el 138 Bis a la Ley del Instituto de Seguri-
dad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas

A la Comisión de Defensa Nacional de la LXI Legislatura,
le fue turnada para su estudio, análisis y dictamen corres-
pondiente, la minuta con proyecto de decreto que adiciona
las fracciones XXV,XXVI y XXVII al artículo 18 y se adi-
ciona un articulo 138 Bis de la Ley del Instituto de Seguri-
dad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas.

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto en los pá-
rrafos 1, 2, fracción VII, y 3 del artículo 39; párrafo 6, inci-
sos e), f) y g), y párrafo 7, del artículo 45 y demás relativos
y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, así como por los artículos
80; 157, numeral 1, fracción I; 158, numeral 1, fracción IV,
y 167, numeral 4, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a consideración de esta honorable asamblea el
presente dictamen.

Antecedentes

En sesión de fecha 23 de noviembre de 2010, la diputada
Esthela Damián Peralta del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática, presentó ante el Pleno de
la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, la
Iniciativa que reforma el artículo 18 y adiciona un artículo
138 Bis a la Ley del Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas, la cual fue turnada en misma

fecha para su estudio y dictamen a la Comisión de Defensa
Nacional.

El Dictamen en sentido positivo a la Iniciativa de merito,
fue aprobado por el Pleno de la Comisión de Defensa Na-
cional en su 10 Reunión Ordinaria, de fecha 13 de diciem-
bre de 2011.

En Sesión del Pleno de la Cámara de Diputados de fecha 16
de febrero de 2012, fue aprobado el Dictamen de merito en
sentido positivo con modificaciones, por 266 votos en pro,
23 en contra y 15 abstenciones, y remitido al Senado de la
Republica para efectos Constitucionales.

La minuta de referencia, fue aprobada con modificaciones
en sesión de la Cámara de Senadores de fecha 22 de marzo
del presente año, y devuelta a la Cámara de Diputados, pa-
ra efectos de la fracción E del artículo 72 Constitucional.

Con fecha 28 de marzo de 2012, se remite Minuta Proyec-
to de Decreto en sentido positivo con modificaciones, que
adiciona las fracciones XXV, XXVI y XXVII al artículo 18
y adiciona un artículo 138 Bis de la Ley del Instituto de Se-
guridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas.

La Presidencia dictó el siguiente trámite: “Túrnese a la Co-
misión de Defensa Nacional, para dictamen”.

Contenido de la minuta

La minuta en estudio establece que:

• Los miembros de las Fuerzas Armadas desempeñan
una función fundamental del Estado Mexicano, bajo un
estricto régimen de disciplina y espíritu de servicio, por
lo que es necesario otorgar estímulos como el reconoci-
miento, a la valiosa labor que desempeñan cotidiana-
mente al servicio de la Nación.

• El artículo 138, párrafo segundo de la Ley en análisis,
establece que el Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas  estará facultado para otor-
gar becas y créditos de capacitación científica y tecnoló-
gica para hijos de los militares, de acuerdo con sus recur-
sos y el plan de becas y créditos, aprobado anualmente
por el Ejecutivo Federal.

• El Programa Sectorial de Defensa Nacional 2007-2012,
establece entre sus objetivos y estrategias, mejorar el ni-
vel de vida del personal militar y sus derechohabientes,
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para lo cual se podrán llevar a cabo, entre otras acciones,
esquemas de colaboración a fin de contar con mayores
espacios educativos y de aprendizaje de valores y virtu-
des positivas, al alcance del personal militar y sus dere-
chohabientes.

• La Secretaría de la Defensa Nacional opera actualmen-
te “El Programa Integral de Becas para hijos de militares
en activo”

• La Colegisladora, al modificar el dictamen durante su
discusión, considero que el beneficio de las becas “sea
extensivo a todos los militares”, independientemente de
que estén en activo o en retiro, pero no valoró el impac-
to presupuestario al gasto público que representa esta
propuesta.

• Para el personal de retiro, existen programas operados
por la Secretaría de la Defensa, como la “Convocatoria
de selección de BECAS-ISSFAM para el ciclo escolar
2011-2012”, y los diversos convenios que ha suscrito la
Secretaría la Defensa con la asociación “Alianza por la
Educación Superior, SC” (Alpes), la cual se encuentra
afiliada al grupo “Movimiento Blanco”, mediante el cual
se les otorgan becas a los hijos de los militares retirados.

• Las dictaminadoras consideran que debido al impacto
presupuestal y los apoyos que ya reciben los militares en
retiro, es oportuno modificarse lo aprobado por la cole-
gisladora, de tal suerte, que este apoyo solo sea a los hi-
jos de militares “en el activo”.

• En relación al párrafo tercero de la fracción III del artí-
culo 138 Bis propuesto, estas dictaminadoras consideran
necesario sustituir el término “se autoricen” por “se
aprueben”.

• De acuerdo con lo establecido en el “Diccionario Pan-
hispánico de Dudas”, resulta innecesario establecer en el
texto del cuerpo normativo propuesto el término: “las hi-
jas y los hijos”, ya que los apelativos masculinos, desig-
nan por igual a seres de uno u otro sexo.

• Estas Comisiones dictaminadoras, consideran que se
debe perfeccionar la norma jurídica y utilizar únicamen-
te “los hijos” para referirse a ambos sexos, sin que ello
sea discriminatorio, toda vez que no hay sustento legal
que obligue a referirse a cada sexo en forma separada.

Consideraciones

Primera: En relación a las modificaciones en lo general.

La crítica constructiva a todo proyecto de decreto siempre
debe ser bienvenida, si con ello se logra la evolución de la
norma, lo cual debe ser ocupación constante del legislador,
a fin de cuentas, la contraposición responsable de posturas,
es obligada a fin de perfeccionar la Ley.

El texto de una norma debe corresponder a la realidad, pa-
ra que el primero adquiera plena validez, y a su vez, una ley
en su conjunto debe de conservar su unidad y precisión, lo
cual, esta comisión considera se perfecciona con las modi-
ficaciones propuestas por la Cámara revisora.

El proponer modificaciones a un proyecto de decreto, como
es el caso que nos ocupa, debe implicar necesariamente el
haber realizado un ejercicio de alta responsabilidad, donde
los cambios que se sometan a consideración busquen per-
feccionar la norma. Lo anterior, con base en que podemos
entender al derecho como un conjunto de normas que trans-
criben e impulsan un ideal de justicia.

Somos conscientes que las leyes no son definitivas o per-
fectas, por el contrario, siempre podrán ser revisadas y mo-
dificadas a partir de una propuesta formulada sobre una ba-
se razonada de la cual partir, tal y como lo formula el
Senado de la República en el caso que nos ocupa.

Estimamos que para la construcción de una sociedad, es ne-
cesario que toda nación se edifique desde sus cimientos, co-
mo es el caso de la educación, materia del Presente Dicta-
men.

Segunda: En relación a considerar como beneficiarios
del presente proyecto de decreto, a únicamente los hijos
de los militares en activo:

El Estado mexicano, si bien otorga prestaciones sociales al
personal de las Fuerzas Armadas Mexicanas, es una proble-
mática actual la satisfacción de estos beneficios, debido a
los escasos recursos financieros que se destinan para tal ob-
jetivo.

Sin embargo, es un hecho que al interior de las Fuerzas Ar-
madas, se ha generado un ánimo de estimulo importante en-
tre sus miembros, quienes ven reconocidos sus esfuerzos en
el otorgamiento de becas para sus hijos. 



Esta comisión, tiene presente que la seguridad social es un
derecho humano que tiene como uno de sus objetivos la
asistencia a los trabajadores, servidores públicos, así como
a los elementos de las Instituciones Armadas de nuestro pa-
ís, a través de mecanismos garantizados por el Estado para
cubrir los riesgos en su vida diaria, trabajo y cumplimiento
de sus atribuciones, de forma inmediata y esencial.

Los principios de solidaridad, universalidad, igualdad, sufi-
ciencia y obligatoriedad; sostienen y conforman la seguri-
dad social y determinan su regulación. 

En el caso de los miembros de las Fuerzas Armadas, mere-
ce una reflexión especial el principio de universalidad, en su
vertiente objetiva, ya que implica que la seguridad social
debe cubrir todas las contingencias y riesgos a que se en-
cuentre expuesto el asegurado, las cuales en el caso que nos
ocupa, revisten características especiales. 

Es importante destacar, que la minuta enviada al Senado de
la República, establecía un beneficio de becas, a favor de
los hijos de los militares “en el activo y en situación de re-
tiro”, con lo que se afectaría el sentido del programa inte-
gral de becas, y que es lograr la permanencia e identidad del
personal militar con el Instituto Armado, ya que no existiría
la diferencia entre permanecer en el activo o pasar a situa-
ción de retiro, debido a que en ambos casos se tendría el be-
neficio de la beca propuesto.  

Debemos tomar en cuenta que el Programa Integral de Be-
cas vigente, operado por la Secretaría de la Defensa Na-
cional, está dirigido a las hijas e hijos de los militares en
activo.

Lo anterior, se explica si tomamos en cuenta que el perso-
nal militar en activo no cuenta con un lugar de radicación
estable, por la política de rotación de cargos que lleva a ca-
bo la Secretaría de la Defensa Nacional, a partir de la cual
los efectivos y sus familias pueden ser reubicados en cual-
quier momento y en cualquier parte de la República, situa-
ción que no necesariamente coincide con los calendarios es-
colares. 

Ante la situación referida, los militares en activo deben
adoptar diversas medidas para atender sus necesidades per-
sonales y familiares, como son la búsqueda de vivienda,
mudanza y, de manera prioritaria, el cambio de planteles
escolares.

En razón de lo anterior, son las escuelas particulares las que
se ubican como una alternativa, y en ocasiones el único me-
dio para dar continuidad a la educación de las hijas o hijos
de los militares en activo. 

En este orden de ideas, esta comisión dictaminadora consi-
dera que por el contrario, el personal militar retirado, con
una residencia fija y estable, no enfrenta  la situación refe-
rida y con ella las consecuencias en el ámbito educativo en
perjuicio de sus hijos. 

Tercera: En relación al impacto presupuestal.

Esta comisión, se adhiere a la observación de la Colegis-
ladora, en el sentido de la importancia de valorar el im-
pacto presupuestario al gasto público que representa es-
ta propuesta, a fin de hacerla transitable, y dar al texto
de la Ley una interpretación funcional. 

Tomando en cuenta el Presupuesto asignado a la Secretaría
de la Defensa Nacional, y el destinado actualmente al Pro-
grama Integral de Becas, se estima que existiría insuficien-
cia presupuestal, de considerarse también cubrir la presta-
ción de becas propuesta a los militares retirados, lo cual
pudiera devenir en problemas operativos.

Esta comisión coincide plenamente con lo anterior,  debido
a que toda vez que el personal militar que se encuentra ac-
tualmente en situación de retiro es de 61,080 militares, esti-
mándose que 15,000 hijos podrían ser beneficiarios del pro-
grama de becas, adicionalmente se encuentran considerados
44,000 militares en activo y que podrían retirarse con 20
años de servicios o más, por lo que entre ambas situaciones
se estima un incremento de 44,000 becarios, impactando
con ello el gasto público, haciéndose necesario el establecer
una nueva fuente de ingresos, diferente a las señaladas en la
Ley de Ingresos de la Federación y distinta al endeuda-
miento, que permita solventar el nuevo compromiso de gas-
to, lo anterior a efecto de no afectar el presupuesto aproba-
do para otros programas.

El considerar únicamente  a los militares en el activo, para
ser beneficiarios de lo propuesto en la minuta en estudio, es
correcto y acorde con la opinión del Centro de Estudios de
las Finanzas Públicas; el cual señalo mediante oficio núme-
ro CEFP/0130/11, de fecha 2 de mayo de 2011, que la ini-
ciativa original, y que únicamente consideraba a los milita-
res en activo, no tiene impacto presupuestal.
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Las modificaciones propuestas por la Cámara revisora, tie-
nen la finalidad de garantizar la viabilidad financiera de
la reforma, y atender de manera inmediata a los militares en
activo, que en razón de las misiones asignadas, son geográ-
ficamente reubicados continuamente.

Se considera que los militares en situación de retiro, cuen-
tan actualmente con opciones educativas, al amparo de be-
cas, para sus hijos, por lo que también son amparados en los
hechos, en la materia en estudio.

Cuarta: En relación a sustituir el término “se autoricen”
por “se aprueben”, en el párrafo tercero de la fracción
III del artículo 138 Bis.

Esta comisión juzga que la precisión del lenguaje utilizado
en la redacción de una norma, debe de estar por encima de
cualquier otra consideración, lo cual consideramos se cum-
ple con la propuesta de la Colegisladora.

Lo anterior, debido a que la Cámara revisora reflexiono ne-
cesario realizar una precisión jurídica, a fin de no generar
ambigüedad alguna al momento de la interpretación de la
norma, lo cual consideramos adecuado, toda vez que efecti-
vamente, y como lo establece la Carta Magna, la Cámara de
Diputados “aprueba” anualmente el Presupuesto de Egresos
de la Federación. 

Así entonces, por medio de la modificación, y en relación a
técnica jurídica, la Carta Magna, y Ley del Instituto de Se-
guridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, son
eficaces, al existir entre estos ordenamientos coherencia, es
decir, no existen contradicciones entre ellos.

Quinta: En relación a utilizar únicamente la expresión
“los hijos”, en lugar de “las hijas y los hijos”.

Esta comisión juzga que la precisión, y utilización correcta
del lenguaje utilizado en la redacción de una norma, debe
ser una consideración primeria, lo cual se busca cumplir con
la propuesta de la Colegisladora.

Coincidimos con la Cámara revisora, en el entendido que la
propuesta no es discriminatoria, toda vez que no hay sus-
tento legal que obligue a referirse a cada sexo en forma se-
parada.

El propio Capitulo II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos se denomina “De los Mexicanos”,

sin que ello se considere discriminatorio, ya que para
efectos de interpretación, se hace referencia con dicho
término a los hombres y mujeres que cuentan con la na-
cionalidad mexicana.  

Sexta: De la aprobación de las propuestas de modifica-
ción.

Esta comisión valora que las modificaciones aprobadas por
la Colegisladora son técnicamente viables, coincidiendo
con su redacción.

De concretarse las adiciones propuestas en la minuta en es-
tudio, la prestación objeto del presente dictamen se forma-
lizaría e Institucionalizaría para quedar inscrito en las pre-
visiones del Instituto citado.

Por medio de lo propuesto en la minuta en estudio, se reco-
noce el esfuerzo de los miembros de las Fuerzas Armadas
en la observancia de cada una de las actividades y misiones
que les son encomendadas, con beneficios palpables y per-
manentes para sus hijos (independientemente de que sean
éstos mujeres u hombres).

Por lo anteriormente expresado, esta comisión comparte
plenamente y en su totalidad, las modificaciones realizadas
por la Colegisladora a la minuta enviada por esta Soberanía,
por la que se adicionan las fracciones XXV, XXVI y XXVII
al artículo 18 y se adiciona un artículo 138 Bis de la Ley del
Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Me-
xicanas, mejorando con ellas el alcance de la propuesta, y
por lo cual considera procedente su aprobación.

Por las consideraciones expuestas, y para efectos de lo dis-
puesto en el artículo 72 fracción A de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de De-
fensa Nacional somete a consideración de ésta Honorable
Asamblea el siguiente:

Proyecto de decreto por el que se adicionan las fraccio-
nes XXV, XXVI Y XXVII AL artículo 18 y un artículo
138 Bis a la Ley del Instituto de Seguridad Social para
las Fuerzas Armadas Mexicanas

Artículo Único. Se adicionan las fracciones XXV, XXVI y
XXVII al artículo 18 y un artículo 138 Bis a la Ley del Ins-
tituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexi-
canas, para quedar como sigue:



Artículo 18. ... 

I. a XXII. …

XXIII. Farmacias económicas;

XXIV. Vivienda;

XXV. Beca de manutención; 

XXVI. Beca escolar, y 

XXVII. Beca especial. 

Artículo 138 Bis. El Instituto estará facultado para otorgar
a los hijos de los militares en el activo becas educativas,
conforme a lo siguiente: 

I. Beca de manutención. Tiene por objeto la asignación
de una cuota mensual para los hijos de los militares en
el activo que se encuentren cursando estudios a nivel
medio superior y superior, en escuelas del país con re-
gistro en la Secretaría de Educación Pública. 

II. Beca escolar. Tiene por objeto cubrir los gastos inhe-
rentes de la educación para los hijos de los militares en
el activo que se encuentren cursando estudios a nivel
medio superior y superior, en escuelas del país con re-
gistro en la Secretaría de Educación Pública. 

III. Beca especial. Destinada para los hijos que padezcan
un grado de discapacidad física o mental, transitoria o
permanente del personal militar en el activo. Tiene por
objeto cubrir el 100% del costo de la inscripción, cole-
giatura y demás gastos obligatorios inherentes de una
institución de educación inclusiva, o de preferencia en
algún plantel del sistema educativo nacional, en todos
sus niveles. 

Estas becas también serán otorgadas a los hijos de los mili-
tares que hayan fallecido, desaparecido o se hayan incapa-
citado en 1/a. ó 2/a. categorías, con motivo de actos del ser-
vicio o a consecuencia de los mismos. 

Los recursos necesarios para el otorgamiento de las becas
serán proporcionados con cargo a los presupuestos que
anualmente se aprueben en el Presupuesto de Egresos de
la Federación a las Secretarías de la Defensa Nacional y de
Marina. 

El procedimiento y los requisitos para el otorgamiento de
las becas a que se refiere este artículo, serán fijados en el re-
glamento respectivo.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de abril de 2012.

La Comisión de Defensa Nacional, diputados: Rogelio Cerda Pérez
(rúbrica), presidente; Aníbal Peralta Galicia (rúbrica), Miguel Álvarez
Santamaría (rúbrica), Luis Alejandro Guevara Cobos, Bernardo Téllez
Juárez (rúbrica), Pablo Escudero Morales (rúbrica), Armando Meza
Castro (rúbrica), secretarios; Víctor Humberto Benítez Treviño, Luis
Carlos Campos Villegas (rúbrica), Arturo Zamora Jiménez (rúbrica),
Jorge Franco Vargas, Miguel Ángel Terrón Mendoza (rúbrica), Francis-
co Alejandro Moreno Merino, Canek Vázquez Góngora, José Antonio
Yglesias Arreola, Gabriela Cuevas Barron (rúbrica), Sergio Arturo To-
rres Santos (rúbrica), Camilo Ramírez Puente (rúbrica), Adriana Fuen-
tes Cortés, Sergio Gama Dufour (rúbrica), José César Nava Vázquez
(rúbrica), Esthela Damián Peralta (rúbrica), Lorena Corona Valdés (rú-
brica), Juan Enrique Ibarra Pedroza, Pavel Díaz Juárez (rúbrica), Elsa
María Martínez Peña (rúbrica).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY DEL SEGURO SOCIAL - LEY DEL INSTITUTO
DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES 

DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

El Secretario diputado Mariano Quihuis Fragoso:
«Dictamen de la Comisión de Seguridad Social, con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de las Leyes del Seguro Social, y del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado

A las Comisiones Unidas  de Seguridad Social, y de Traba-
jo y Previsión Social de la Cámara de Diputados de la LXI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, les fue tur-
nada, para dictamen, la minuta regresada por la Cámara de
Senadores en relación a la similar enviada por la de Diputa-
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dos, correspondiente a la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma diversas disposiciones de las Leyes del Seguro
Social y del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, presentada por el diputado Al-
berto Emiliano Cinta Martínez, del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México, el 7 de abril de
2011. En fecha 11 de abril de 2012 la Mesa Directiva, a pro-
puesta de la Junta de Coordinación Política, modificó el tur-
no, quedando turnada únicamente a la Comisión de Seguri-
dad Social. 

La Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Diputa-
dos de la LXI Legislatura del Congreso de la Unión, de con-
formidad con las disposiciones constitucionales, legales y
reglamentarias que le otorgan la atribución de dictaminar
nuevamente la minuta procedente del Senado de la Repú-
blica una vez turnada a ella por la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados, es competente para continuar con el
proceso legislativo señalado en el inciso “E” del artículo 92
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, por lo qué una vez analizada, somete a la consideración
del pleno de la Cámara de Diputados el siguiente dictamen
que incluye proyecto de decreto que reforma diversas dis-
posiciones de las leyes del Seguro Social y del Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Es-
tado.

Antecedentes

I. Con fecha siete de abril de dos mil diez, la Presidencia de
la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados remitió a las
Comisiones Unidas de Seguridad Social y de Trabajo y Pre-
visión Social, para su estudio y elaboración de dictamen, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de las leyes del Seguro Social, y del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, suscrita por el diputado Alberto Emiliano
Cinta Martínez (PVEM).

II. Las Comisiones Unidas de Seguridad Social y de Traba-
jo y Previsión Social de la Cámara de Diputados, elabora-
ron y aprobaron un dictamen en sentido positivo, mismo
que, sometido a la consideración del pleno de la Cámara de
Diputados, fue aprobado por 232 votos a favor, 58 en con-
tra y 17 abstenciones, y enviado al Senado de la República
para la continuación del trámite legislativo.

III. Las Comisiones Unidas de Seguridad Social y de Estu-
dios Legislativos primera, del Senado de la República ela-
boraron un dictamen positivo, con modificaciones en el dic-

tamen aprobado por la Cámara de Diputados, y lo regresa-
ron a la Cámara de Diputados para su revisión. 

IV. El pleno de la Cámara de Diputados aprobó el 11 de
abril de 2012, modificar el turno quedando únicamente este
turnado a la Comisión de Seguridad Social. 

Contenido de la minuta

La Minuta de la Cámara de Senadores que se dictamina,
sostiene que de conformidad con lo dispuesto por la Ley pa-
ra la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Finan-
cieros, y la Ley de las Instituciones de Crédito, no es pro-
cedente jurídicamente establecer en los dos ordenamientos
legales que se propone reformar que “los pensionados ten-
drán derecho a obtener préstamos con cargo a su pensión
por parte de las entidades financieras”, toda vez que son
precisamente las entidades financieras  quienes otorgan es-
tos préstamos, previa estimación de la viabilidad de pago
por parte de los solicitantes, por lo que su otorgamiento no
dependería de los institutos de seguridad social, el IMSS y
el ISSSTE, por lo que consideraron pertinente modificar el
texto del dictamen de la Cámara de Diputados.

También consideró la Cámara de Senadores que en el caso
de la Ley del ISSSTE “es necesario establecer que los des-
cuentos a la cuantía de la pensión, considerando otros des-
cuentos que en términos de las disposiciones jurídicas re-
sulten procedentes no podrán exceder del treinta por ciento
de la cuantía de la pensión ni implicar que esta se reduzca a
una cantidad inferior a la pensión garantizada establecida en
dicha ley”.

Por otra parte también señala la minuta aprobada por el Se-
nado de la República que es necesario establecer que si la
Comisión Nacional de los Sistemas de Ahorro para el Reti-
ro y  la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas emiten
normas de carácter general relacionadas con los prestamos
que las entidades financieras otorguen a los pensionados,
las mismas deberán comunicarse al PENSIONISSSTE y al
Consejo Técnico del IMSS para que de forma clara y preci-
sa esas dependencias las hagan del conocimiento de los
pensionados.

Por último, la minuta también considera necesario que se
precise que los gastos que se generen con motivo del con-
trol, descuentos y entrega o transferencia de los importes re-
lativos a los préstamos otorgados por las Entidades Finan-
cieras deberán ser cubiertos por estas al PENSIONISSSTE,
a las aseguradoras o a las AFORE correspondientes.



Consideraciones de la comisión

La Comisión de Seguridad Social, considera que las obser-
vaciones hechas por el Senado de la República a la minuta
enviada por la Cámara de Diputados, que se reflejan como
modificaciones al proyecto de decreto, tienen su fundamen-
to en las disposiciones de la Ley para la Transparencia y Or-
denamiento de los Servicios Financieros, y la Ley de las
Instituciones de Crédito, y precisan a quien corresponde el
pago de los gastos que se generen con motivo de los meca-
nismos administrativos necesarios para otorgar los créditos
y para operar su recuperación.

Conclusiones y acuerdo

Por las razones expuestas la Comisión que suscribe este dic-
tamen, concluye que son de aprobarse las modificaciones
realizadas por el Senado de la República a la Minuta envia-
da por la Cámara de Diputados con proyecto de decreto que
reforma diversas disposiciones de las leyes del Seguro So-
cial y del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, por lo que acuerdan someter a la
consideración del Pleno de la Cámara de Diputados, el si-
guiente: 

Proyecto de decreto por el que se reforman diversas dis-
posiciones de la Ley del Seguro Social y de la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba-
jadores del Estado

Artículo Primero. Se reforma el artículo 118 y se adiciona
un artículo Vigésimo Noveno Transitorio a la Ley del Se-
guro Social, publicada el 12 de diciembre de 1995, para
quedar como sigue:

Ley del Seguro Social

Artículo 118. Los asegurados que obtengan una pensión
definitiva por invalidez y vida o por riesgos de trabajo, así
como aquellos que gocen de una pensión por retiro, cesan-
tía en edad avanzada o vejez, podrán optar por que, con
cargo a su pensión, se cubran los créditos que les hayan
sido otorgados por las Entidades Financieras a que se re-
fiere la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los
Servicios Financieros. 

La Comisión Nacional de los Sistemas de Ahorro para el
Retiro y la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, en
el ámbito de sus respectivas competencias, podrán emi-

tir reglas de carácter general que se requieran para la
aplicación de lo dispuesto en este artículo. Dichas reglas
deberán prever la forma y términos en que las Entida-
des Financieras señaladas en el primer párrafo de este
artículo deberán comunicar al Consejo Técnico del Ins-
tituto y a las aseguradoras y administradoras de fondos
para el retiro con las que celebren los convenios a que se
refiere este precepto, las condiciones generales del cré-
dito, incluyendo el Costo Anual Total aplicable a los
préstamos mencionados, con objeto de que éstos, de for-
ma clara, precisa y trasparente los hagan del conoci-
miento de los pensionados, para fines de comparación
en la elección de la Entidad Financiera a la que solicita-
rán el préstamo. 

Transitorios

Vigésimo Noveno. Los pensionados que para el disfrute de
cualquiera de las pensiones previstas en la Ley que se dero-
ga, opten por acogerse al beneficio de dicha Ley en térmi-
nos del Artículo Tercero Transitorio, sin perjuicio de lo dis-
puesto en la misma con respecto al otorgamiento de
préstamos a cuenta de su pensión, podrán optar por solicitar
préstamos con cualquiera de las Entidades Financieras a
que se refiere la Ley para la Transparencia y Ordenamiento
de los Servicios Financieros, que tengan celebrado, para los
efectos de este artículo, un convenio con el Instituto, de-
biendo el pensionado otorgar su consentimiento expreso pa-
ra que dicho Instituto le descuente de su pensión los impor-
tes relativos al pago del préstamo y los entregue a la Entidad
Financiera que lo otorgó. 

El Instituto únicamente podrá celebrar los convenios a que
se refiere el párrafo anterior, cuando en los mismos se esti-
pule que el descuento mensual derivado de una o más trans-
acciones, considerando otros descuentos que en términos
de las disposiciones jurídicas resulten procedentes, en
ningún caso excederá del treinta por ciento del monto de la
pensión mensual, ni implique que la cuantía de la pensión
se reduzca a una cantidad inferior a la pensión garantizada
establecida en esta Ley, y que el plazo para el pago del prés-
tamo no exceda de sesenta meses. En la aplicación de los
referidos descuentos se aplicará la prelación que corres-
ponda en términos de las disposiciones jurídicas aplica-
bles. 

Las Entidades Financieras deberán comunicar al Instituto
las condiciones generales del préstamo, incluyendo el Cos-
to Anual Total aplicable a los mismos, con objeto de que és-
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te los haga del conocimiento de los pensionados, para fines
de comparación en la elección de la Entidad Financiera a la
que solicitarán el préstamo. 

Los gastos que se generen con motivo del control, descuen-
tos y entrega o transferencia de los importes relativos a los
préstamos otorgados por las Entidades Financieras, serán
cubiertos por éstas al Instituto en los términos que se esti-
pule en los convenios respectivos. 

El Consejo Técnico del Instituto podrá emitir las disposi-
ciones de carácter administrativo necesarias para la debida
observancia de lo dispuesto en este artículo. 

Artículo Segundo. Se adicionan la sección VII Bis “De los
créditos otorgados por entidades financieras con cargo a las
pensiones” al Capítulo VI del Título Segundo, que com-
prende el artículo 102 Bis, y los párrafos segundo a sexto
del artículo Cuadragésimo Primero Transitorio, de la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado, para quedar como sigue: 

Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado

Sección VII Bis
De los Créditos otorgados por entidades 

financieras con cargo a las pensiones

Artículo 102 Bis. Los pensionados por invalidez y vida o
por riesgos de trabajo, así como aquellos que gocen de una
pensión por retiro, cesantía en edad avanzada o vejez, po-
drán optar por que, con cargo a su pensión, se cubran
los créditos, cuyo plazo para el pago no exceda de sesen-
ta meses, que les hayan sido otorgados por las Entidades
Financieras a que se refiere la Ley para la Transparencia y
Ordenamiento de los Servicios Financieros, que tengan ce-
lebrado para los efectos de este artículo un convenio con la
aseguradora que le pague la pensión o con el PENSIO-
NISSSTE o la administradora de fondos para el retiro en el
caso de que la pensión se cubra mediante retiros programa-
dos.

Los descuentos a la pensión que se realicen en los térmi-
nos de este artículo, considerando otros descuentos que
en términos de las disposiciones jurídicas resulten pro-
cedentes, no podrán exceder del treinta por ciento de la
pensión ni implicar que la cuantía de la pensión se re-
duzca a una cantidad inferior a la pensión garantizada
establecida en esta Ley. En la aplicación de los referidos

descuentos se aplicará la prelación que corresponda en
términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

La Comisión Nacional de los Sistemas de Ahorro para el
Retiro y la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, en el
ámbito de sus respectivas competencias, podrán emitir las
reglas de carácter general que se requieran para la apli-
cación de lo dispuesto en este artículo. Dichas reglas de-
berán prever la forma y términos en que las Entidades Fi-
nancieras señaladas en el primer párrafo de este artículo
deberán comunicar al PENSIONISSSTE y a las asegura-
doras y administradoras de fondos para el retiro con las que
celebren los convenios a que se refiere este precepto, las
condiciones generales del crédito, incluyendo el Costo
Anual Total aplicable a los préstamos mencionados, con
objeto de que éstos, de forma clara, precisa y transparente
los hagan del conocimiento de los pensionados, para fines
de comparación en la elección de la Entidad Financiera a la
que solicitarán el préstamo. 

Los gastos que se generen con motivo del control, des-
cuentos y entrega o transferencia de los importes relati-
vos a los préstamos otorgados por las Entidades Finan-
cieras serán cubiertos por éstas al PENSIONISSSTE o
la aseguradora o administradora de fondos para el reti-
ro de que se trate, en los términos que se estipule en los
convenios respectivos.

Transitorios

Cuadragésimo Primero. … 

Los pensionados que opten por el régimen establecido en el
Artículo Décimo Transitorio de este ordenamiento, podrán
optar por solicitar préstamos a las Entidades Financieras a
que se refiere la Ley para la Transparencia y Ordenamiento
de los Servicios Financieros, dando su consentimiento ex-
preso para que el Instituto les descuente de su pensión los
importes relativos al pago del préstamo y los entregue a la
institución financiera que lo otorgó, conforme al convenio
que para tal efecto deberán tener celebrado ésta y el Institu-
to. 

El Instituto únicamente podrá celebrar los convenios a que
se refiere el párrafo anterior, cuando en los mismos se esti-
pule que el descuento mensual derivado de una o más trans-
acciones, considerando otros descuentos que en términos
de las disposiciones jurídicas resulten procedentes, en
ningún caso excederá del treinta por ciento del monto de la
pensión mensual, ni implique que la cuantía de la pensión



se reduzca a una cantidad inferior a la pensión garantizada
establecida en esta Ley, y que el plazo para el pago del prés-
tamo no exceda de sesenta meses. En la aplicación de los
referidos descuentos se aplicará la prelación que corres-
ponda en términos de las disposiciones jurídicas aplica-
bles. 

Las Entidades Financieras deberán comunicar al Instituto el
Costo Anual Total aplicable a los préstamos mencionados, a
fin de que éste los haga del conocimiento de los pensiona-
dos, para fines informativos y de comparación en la elec-
ción de la Entidad Financiera a la que solicitarán el présta-
mo. 

Los gastos que se generen con motivo del control, descuen-
tos y entrega o transferencia de los importes relativos a los
préstamos otorgados por las Entidades Financieras serán
cubiertos por éstas al Instituto, en los términos que se esti-
pule en los convenios respectivos. 

La Junta Directiva del Instituto podrá emitir las disposicio-
nes de carácter administrativo necesarias para la debida ob-
servancia de lo dispuesto en este artículo. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en el salón de sesiones de la Comisión de Seguridad Social, a 11
de abril de 2012.

La Comisión de Seguridad Social, diputados: Martha Angélica Ber-
nardino Rojas (rúbrica), Janet Graciela González Tostado (rúbrica), Ra-
fael Yerena Zambrano (rúbrica), Jorge Hernández Hernández (rúbrica),
Valdemar Gutiérrez Fragoso, Ana Elia Paredes Árciga (rúbrica), Israel
Madrigal Ceja (rúbrica), María de Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica),
Elvia Hernández García, Armando Neyra Chávez (rúbrica), Graciela
Ortiz González, Fernando Espino Arévalo, Gloria Porras Valles (rúbri-
ca), Clara Gómez Caro (rúbrica), Lily Fabiola de la Rosa Cortés (rúbri-
ca), Francisco Alejandro Moreno Merino, Germán Contreras García,
Velia Idalia Aguilar Armendáriz (rúbrica), José Gerardo de los Cobos
Silva, Raúl Gerardo Cuadra García (rúbrica), Bernardo Margarito Té-
llez Juárez, Rubén Arellano Rodríguez, Francisco Hernández Juárez
(rúbrica), Feliciano Rosendo Marín Díaz, Roberto Pérez de Alva Blan-
co, José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, Norma Leticia Orozco
Tores (rúbrica).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-

mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY DE AVIACION CIVIL

El Secretario diputado Mariano Quihuis Fragoso:
«Dictamen de la Comisión de Transportes, con proyecto de
decreto que reforma el último párrafo del artículo 52 de la
Ley de Aviación Civil

Honorable Asamblea:

La Comisión de Transportes, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 80, 81, 82, 84, 85, 87, 157, 158, 167, nu-
meral 4, y demás aplicables del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, presenta a la asamblea el siguiente dictamen:

Antecedentes

1. En sesión ordinaria de fecha 10 de diciembre de 2009,
la diputada Ana Estela Durán Rico, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional, sometió a
consideración de la Cámara de Diputados la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 52 de la
Ley de Aviación Civil.

2. En la misma fecha, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 23, fracción f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, la Me-
sa Directiva acordó turnar la iniciativa mencionada a la
Comisión de Transportes, para estudio y dictamen, me-
diante el oficio número DGPL 61-II-7-179.

3. En sesión ordinaria de fecha 14 de septiembre de
2011, el diputado Marcos Pérez Esquer, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, sometió a con-
sideración de la Cámara de Diputados la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 52 de la Ley
de Aviación Civil.

4. En la misma fecha, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 23, fracción f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, la Me-
sa Directiva acordó turnar la iniciativa mencionada a la
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Comisión de Transportes, para su estudio y dictamen,
mediante el oficio número DGPL 61-II-6-1595.

5. En sesión ordinaria de fecha 6 de octubre de 2011, la
diputada Paula Angélica Hernández Olmos, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
sometió a consideración de la Cámara de Diputados la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 52 y 87 de la Ley de Aviación Civil.

6. En la misma fecha, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 23, fracción f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, la Me-
sa Directiva acordó turnar la iniciativa mencionada a la
Comisión de Transportes, para estudio y dictamen, me-
diante el oficio número DGPL 61-II-4-1777.

Derivado de lo anterior, la comisión que suscribe realizó di-
versos trabajos a efecto de revisar el contenido de las ini-
ciativas citadas, con objeto de expresar sus observaciones y
comentarios respecto a ellas e integrar el presente dictamen.

Descripción de las iniciativas

1. La iniciativa de la diputada Durán Rico manifiesta que la
sobreventa de boletos de avión es una práctica recurrente
que se realiza en nuestro país al amparo de la tolerancia le-
gal, en virtud de que actualmente el artículo 52 de la Ley de
Aviación Civil considera como derechos de los pasajeros
afectados por la sobreventa o cancelación de vuelos por
causas imputables a los concesionarios de los servicios aé-
reos, la elección del pasajero a recibir el reembolso del pre-
cio del boleto; recibir transporte sustituto en el primer vue-
lo disponible, facilitándole, sin costo alguno, el uso de
medios de comunicación, alimentación y hospedaje, o bien,
transportarle hacia su destino en una fecha posterior que
convenga al mismo pasajero.

No obstante, indica la iniciativa, aunque el pasajero cuente
con derechos otorgados por la ley, es sabido que el procedi-
miento para exigir estos derechos es tortuoso y en muchas
ocasiones la principal exigencia del usuario es la de recupe-
rar el tiempo perdido, lo cual constituye un daño imposible
de reparación, de ahí que se imponga el pago de una in-
demnización que en muchos casos no deja satisfecho al pa-
sajero.

Por ello, la iniciativa de la diputada Durán Rico plantea in-
cluir en la Ley de Aviación Civil la prohibición de la sobre-

venta de boletos de avión a pasajeros, salvaguardando los
derechos de las personas que se ven afectadas por la cance-
lación de un vuelo por causas imputables a las aerolíneas,
proponiendo modificar el primer párrafo del artículo 52 de
dicho ordenamiento, a efecto de acotar el supuesto legal a
que las aerolíneas tienen obligación de resarcir los daños
originados por la cancelación ajena a la voluntad de los
usuarios cuando así lo soliciten. Asimismo, propone incluir
la prohibición expresa para la expedición de boletos que im-
pliquen un sobrecupo en la aeronave.

2. El diputado Pérez Esquer indica que es común que, antes
de embarcarse, el pasajero se vea expuesto a la denegación
de embarque en el vuelo contratado como consecuencia de
la sobreventa, que puede motivar el retraso en la salida del
vuelo y la cancelación de éste.

Asimismo, reconoce que la práctica conocida como over-
booking, para referirse al exceso de venta de un servicio so-
bre la capacidad de la empresa, es realizada casi por la tota-
lidad de las compañías aéreas y tiene su origen en las
estadísticas de las propias transportistas sobre los pasajeros
que realizan su reservación para un vuelo pero no la utili-
zan.

En ese sentido, indica el diputado Pérez Esquer que la ad-
quisición de un boleto de avión no asegura un lugar o plaza
en el vuelo, pues lo que da realmente el derecho a un asien-
to es la tarjeta de embarque, de ahí la necesidad y conve-
niencia de acudir a los mostradores de facturación con la
antelación suficiente fijada normalmente por la compañía.

Agrega que la legislación vigente ofrece al pasajero la posi-
bilidad de resarcir el daño mediante tres posibilidades u op-
ciones:

a) Obtener el reintegro del precio del boleto o la propor-
ción que corresponda a la parte no realizada del viaje; y
el pago de una indemnización no inferior al 25 por cien-
to del precio del boleto o de la parte no realizada del via-
je;

b) Viajar en transporte sustituto en el primer vuelo dis-
ponible y recibir como mínimo y sin cargo alguno, los
servicios de comunicación (telefónica o cablegráfica) al
punto de destino; alimentos de conformidad con el tiem-
po de espera; alojamiento en hotel del aeropuerto o de la
ciudad cuando se requiera pernocta y transporte terrestre
desde y hacia el aeropuerto; o bien,



c) Viajar en la fecha posterior que a él convenga hacia el
destino respecto del cual se denegó el embarque; y obte-
ner el pago de una indemnización no inferior a 25 por
ciento del precio del boleto o de la parte no realizada del
viaje.

Con independencia de las posibilidades u opciones que
ofrezca la aerolínea a los pasajeros afectados, el diputado
Pérez Esquer estima que la práctica del overbooking coloca
al usuario en clara situación de indefensión y las indemni-
zaciones que se les conceden son insuficientes, por lo que
propone modificar el numeral 52 de la Ley de Aviación Ci-
vil para establecer la facultad de la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes para fijar un porcentaje máximo de
lugares que las aerolíneas podrán vender en exceso a la ca-
pacidad del vuelo.

Igualmente, plantea establecer la facultad de dicha depen-
dencia para emitir lineamientos que deberán observar los
transportistas para la denegación de embarque de pasajeros
afectados por la sobreventa, así como para determinar las
prioridades en el embarque, privilegiando a las personas
con capacidades diferentes, las personas de edad avanzada
y los menores, a fin de evitar tratos discriminatorios.

Además, establecer que la compañía aérea estará obligada
invariablemente a efectuar el pago automático de una com-
pensación o indemnización al pasajero afectado por la so-
breventa en función de la distancia que habría de recorrer el
vuelo al que se le denegó el embarque; esto con indepen-
dencia de que el pasajero afectado tenga expedita la vía pa-
ra reclamar judicialmente el pago del daño o perjuicio, si
considera que éste fue mayor.

3. La iniciativa de la diputada Hernández Olmos indica que
las líneas aéreas recurren de manera común y en todos sus
vuelos a la sobreventa de boletos para asegurar que los
aviones operen con todas las plazas ocupadas, a fin de pro-
curar garantizar la rentabilidad de los vuelos, lo que de
acuerdo con la Procuraduría Federal del Consumidor gene-
ra más de 2 mil personas afectadas anualmente por la so-
breventa de vuelos.

Indica la diputada Hernández Olmos que las aerolíneas
cuentan con el respaldo legal que les ofrece el artículo 52 de
la Ley de Aviación Civil para realizar esta práctica, con-
templando como derechos de los pasajeros afectados por la
sobreventa o cancelación de vuelos por causas imputables a
los concesionarios de los servicios aéreos, la elección del
pasajero a que se le reembolse el precio del boleto de avión

o de la parte del viaje que haya sido cancelado, que se le
proporcione transporte sustituto en el primer vuelo disponi-
ble, facilitándose, sin costo alguno, el uso de medios de co-
municación, alimentación, hospedaje y transportación aero-
puerto-hotel, o bien, transporte hacia su destino en una
fecha posterior que convenga al mismo pasajero.

Agrega que la sobreventa de boletos resulta incómoda para
el usuario, ya que no puede recuperar el tiempo perdido, pe-
se a cualquier indemnización que se pueda otorgar por las
molestias y deficiencias en la prestación del servicio.

Por ello, la iniciativa de la diputada Hernández Olmos pro-
pone medidas de control que obliguen a las aerolíneas a
cumplir de una manera eficaz el contrato realizado por
quien contrata sus servicios. Para ello se plantea reformar
las fracciones I a III del artículo 52, incluyendo que inde-
pendientemente del mecanismo resarcitorio por el que opte
el pasajero afectado, se pague indistintamente una indemni-
zación que no sería inferior a 100 por ciento del coso del pa-
saje.

Además, adiciona una fracción XIII al artículo 87 de la Ley
de Aviación Civil para establecer una multa a los concesio-
narios del transporte aéreo por expedir boletos en exceso re-
basando la capacidad disponible de la aeronave, cuyo mon-
to estaría entre doscientos y cinco mil salarios mínimos.

Consideraciones de la comisión

Luego de analizar cada una de las iniciativas que se han des-
crito en el apartado anterior, la Comisión de Transportes,
que suscribe, considera necesario desarrollar el presente
dictamen en apego a lo que establece el artículo 81, nume-
ral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, partien-
do de la observación de que las tres propuestas exponen la
necesidad de mejorar el control de la práctica de sobreven-
ta que ejercen las aerolíneas comerciales, mejorando la pro-
tección a los usuarios del transporte aéreo.

Ahora bien, la comisión que dictamina considera importan-
te recordar, en relación con los argumentos de la iniciativa
en el sentido de la sobreventa de boletos de avión como una
práctica que tolera el marco jurídico, que anteriormente las
aerolíneas efectuaban al pasajero diversos cargos de cance-
lación por las reservaciones que se realizaban con anticipa-
ción a la salida del vuelo correspondiente que podían llegar
hasta 50 por ciento del costo del boleto; sin embargo, esto
provocaba que las líneas aéreas estuvieran imposibilitadas
para vender nuevamente los asientos cancelados, generando
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un alto índice de asientos vacíos en los vuelos, aún en tem-
poradas y rutas de alta densidad, afectando los intereses de
otros pasajeros que no habían podido encontrar un asiento.

Para tales efectos, las condiciones de transporte en ese mo-
mento exigían al pasajero que reconfirmara su reservación
con al menos 24 horas de anticipación, ya que de otra ma-
nera, la misma quedaba cancelada.

A finales de los años ochenta y principios de los noventa,
las aerolíneas a nivel mundial decidieron eliminar los car-
gos de cancelación, por lo que se tuvo la necesidad de cre-
ar medidas para sostener las operaciones dentro de paráme-
tros económicamente viables. Una de estas medidas es la
venta en exceso de la capacidad de asientos de una aerona-
ve, ante el problema del incremento en el número de pasa-
jeros que no se presentan a abordar su vuelo reservado.

Es necesario destacar que las líneas aéreas no sobrevenden
sus vuelos como una rutina dolosa o como un vicio de ma-
la fe contractual en perjuicio de sus clientes. Más bien, esta
medida comercial tiene su fundamento en los índices regis-
trados de pasajeros reservados que no se presentan a docu-
mentar y abordar su vuelo en la fecha consignada en la re-
servación. Ello origina una seria afectación, en primer
lugar, a la prestación del servicio público de manera efi-
ciente, ya que las reservaciones existentes de pasajeros que
no se presentan impiden la venta de boletos a otras personas
que sí desean efectuar el vuelo y hacer uso del mismo ser-
vicio, además del asiento vacío que esto representa.

En todo caso, la aerolínea al incurrir en dicha eventualidad
debe reintegrar al pasajero el precio íntegro del boleto, ade-
más de incurrir en otros gastos destinados a apoyarlo para
trasladarlo a su destino y, además pagar una indemnización
de 25 por ciento del precio del boleto, lo cual elimina la po-
sibilidad de lucro por parte de la empresa.

Adicionalmente, ésta es una práctica comercial generaliza-
da en el mundo, por lo que en caso de efectuarse en el país
alguna limitación al respecto, se generaría un conflicto en la
comercialización de la mayoría de las empresas extranjeras
que operan en los aeropuertos nacionales, ya que sus legis-
laciones locales sí lo permitirían.

También es necesario mencionar que el espíritu de la actual
Ley de Aviación Civil, lejos de pretender inhibir la sobre-
venta de boletos, reconoce esta práctica internacional y
adopta en el artículo 52 una serie de medidas que debe to-

mar la aerolínea en caso de que eventualmente no exista la
posibilidad de que algún pasajero pueda abordar, propor-
cionado las opciones que a la letra dispone dicho ordena-
miento:

Artículo 52. Cuando se hayan expedido boletos en ex-
ceso a la capacidad disponible de la aeronave o se can-
cele el vuelo por causas imputables al concesionario o
permisionario, que tengan por consecuencia la denega-
ción del embarque, el propio concesionario o permisio-
nario, a elección del pasajero, deberá?:

I. Reintegrarle el precio del boleto o billete de pasaje o
la proporción que corresponda a la parte no realizada del
viaje;

II. Ofrecerle, con todos los medios a su alcance, trans-
porte sustituto en el primer vuelo disponible y propor-
cionarle, como mínimo y sin cargo, los servicios de co-
municación telefónica o cablegráfica al punto de destino;
alimentos de conformidad con el tiempo de espera que
medie hasta el embarque en otro vuelo; alojamiento en
hotel del aeropuerto o de la ciudad cuando se requiera
pernocta y, en este último caso, transporte terrestre des-
de y hacia el aeropuerto; o

III. Transportarle en la fecha posterior que convenga al
mismo pasajero hacia el destino respecto del cual se de-
negó? el embarque.

En los casos de las fracciones I y III anteriores, el conce-
sionario o permisionario deberá? cubrir, además, una in-
demnización al pasajero afectado que no será? inferior al
veinticinco por ciento del precio del boleto o billete de pa-
saje o de la parte no realizada del viaje.

Asimismo, el Reglamento de la Ley de Aviación Civil de-
termina:

Artículo 38. Todo pasajero de cualquier servicio al pú-
blico de transporte aéreo tiene los siguientes derechos:

I. A ser transportado en el vuelo consignado en el billete
de pasaje, boleto o cupón, conforme a las condiciones de
servicio derivadas de la tarifa aplicada;

II. El pasajero mayor de edad puede, sin pago de ningu-
na tarifa, llevar a un infante menor de dos años a su cui-
dado sin derecho a asiento y sin derecho a franquicia de



equipaje, por lo que el concesionario o permisionario es-
tá obligado a expedir sin costo alguno a favor del infan-
te el boleto y pase de abordar correspondientes;

III. A llevar en cabina hasta dos piezas de equipaje de
mano, siempre que por su naturaleza o dimensiones no
disminuyan la seguridad y la comodidad de los pasaje-
ros, de conformidad con lo establecido en las normas
oficiales mexicanas correspondientes;

IV. A que le sea expedido un talón de equipaje por cada
pieza, maleta o bulto de equipaje que se entregue para su
transporte. El talón debe contener la información indica-
da en las normas oficiales mexicanas correspondientes y
debe constar de dos partes, una para el pasajero y otra
que se adhiere al equipaje;

V. A transportar como mínimo, sin cargo alguno, veinti-
cinco kilogramos de equipaje cuando los vuelos se reali-
cen en aeronaves con capacidad para veinte pasajeros o
más, y quince kilogramos cuando la aeronave sea de me-
nor capacidad, siempre que acate las indicaciones del
concesionario o permisionario en cuanto al número de
piezas y restricciones de volumen.

El exceso de equipaje debe ser transportado de acuerdo
con la capacidad disponible de la aeronave y el conce-
sionario o permisionario, en este caso, tiene derecho a
solicitar al usuario un pago adicional;

VI. A ser transportado por cuenta del concesionario o
permisionario hasta el lugar de destino, por los medios
de transporte más rápidos disponibles en el lugar cuando
la aeronave, por caso fortuito o fuerza mayor, tenga que
aterrizar en un lugar no incluido en el itinerario, sin lle-
gar hasta el lugar de destino. En este caso, el concesio-
nario o permisionario no tiene obligación de hacer el re-
embolso del precio del boleto; y

VII. En los casos a que se refiere el artículo 52 de la ley,
el concesionario o permisionario al momento de la dene-
gación del embarque debe hacer del conocimiento del
pasajero por conducto de su personal, así como a través
de folletos, las opciones con que cuenta y debe inmedia-
tamente proporcionársele la que haya elegido. Tratándo-
se de la indemnización, el pasajero debe manifestar si se
realiza en dinero o en especie.

Por otro lado, el artículo 92 Bis de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, ya se dispone que los consumidores

tendrán derecho a la bonificación o compensación del dine-
ro pagado cuando la prestación de un servicio sea deficien-
te, no se preste o no se proporcione por causas imputables
al proveedor.

Actualmente, las líneas aéreas cuentan con sistemas elec-
trónicos e informáticos muy avanzados para fijar los pará-
metros de sobreventa de manera realista, por lo que la pre-
sencia de pasajeros en exceso a la capacidad de la aeronave
se presenta más por necesidades de cancelación de un vue-
lo saturado que por sobreventa de boletos, pero en cualquier
caso, las líneas aéreas deben hacer frente a su responsabili-
dad en los términos que marca la ley.

Esta situación está ampliamente legislada en prácticamente
todo el mundo, incluyendo Norteamérica, Europa, Sudamé-
rica y Asia, por lo que impedir esta práctica representaría
una situación nociva para el transporte aéreo y sus usuarios,
afectando la eficiencia en la prestación del servicio público,
al restarle competitividad frente a los sectores de otros paí-
ses y al incrementarse consecuentemente los costos de
transporte, que invariablemente se verían reflejados en los
usuarios.

A saber: el 4 de febrero de 1991, el Consejo Europeo im-
pulsó y aprobó el Reglamento número 295/1991, “por el
que se establecen normas comunes relativas a un sistema de
compensación por denegación de embarque en el transpor-
te aéreo regular”, en el que se dispuso un régimen de pro-
tección básica del pasajero con intención de asegurar a los
consumidores una indemnización fija para los supuestos de
denegación de embarque, sin necesidad de demostración
del daño y con independencia del derecho del pasajero a re-
clamar una indemnización adicional por los daños sufridos
a consecuencia de retrasos, cancelaciones o denegaciones
de embarque.

En los años siguientes se constató que el número de pasaje-
ros a los que se denegaba el embarque contra su voluntad
así como los afectados por cancelaciones y largos retrasos
seguía siendo muy alto, lo que llevó al diseño y aprobación
de un nuevo reglamento comunitario que actualizara los cri-
terios establecidos en el anterior y estableciera normas es-
pecíficas de protección de los pasajeros frente a los supues-
tos de cancelación, cambio de clase o retraso de sus vuelos,
no consideradas hasta entonces.

Así, el Parlamento Europeo aprobó el Reglamento número
261/2004, del 11 de febrero de 2004, por el que se estable-
cen normas comunes sobre compensación y asistencia a los
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pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de
cancelación o retraso de los vuelos, que incluyen el derecho
a percibir “indemnizaciones automáticas” en caso de dene-
gación de embarque o cancelación del vuelo, variando la
cuantía en función de la distancia a recorrer. Así, la indem-
nización asciende a 250 euros para viajes de hasta mil 500
kilómetros y a 400 euros para los comprendidos entre mil
500 y 3 mil 500 kilómetros. Para vuelos superiores a 3 mil
500 kilómetros, el importe por pagar por la compañía aérea
es de 600 euros.

Además de la indemnización, la compañía aérea debe ofre-
cer a los pasajeros afectados la posibilidad de elegir entre la
devolución del importe de su boleto o un vuelo alternativo
para seguir con su viaje.

También el reglamento impone a la compañía aérea distin-
tas obligaciones de atención a los pasajeros afectados por la
denegación de embarque, cancelación o retraso considera-
ble del vuelo para el que tienen concertada una reserva, que
consisten, por ejemplo, en proporcionarles gratuitamente
alimentación, en función del tiempo de espera; alojamiento
en un hotel en los casos en que sea necesario pernoctar una
o varias noches; transporte del aeropuerto al hotel y vice-
versa; así como comunicaciones gratuitas.

Cabe precisar que la indemnización prevista en el regla-
mento comunitario y que se obtiene automáticamente no
excluye el resarcimiento del daño moral y el perjuicio eco-
nómico que esta denegación de embarque le hubiere causa-
do al pasajero, pues dichas indemnizaciones no constituyen
límites a la responsabilidad de los transportistas aéreos, si-
no indemnizaciones mínimas que no excluyen el derecho
del pasajero a exigir indemnizaciones complementarias en
función de los daños y perjuicios que haya sufrido a conse-
cuencia de la conducta del transportista aéreo.

En Estados Unidos, por su parte, la legislación no es tan es-
pecífica como en la Unión Europea y la ley solamente pre-
vé una compensación al pasajero afectado cuando se ha so-
brevendido un vuelo y por tal motivo se le niega el
abordaje, dejando a las aerolíneas en libertad de establecer
sus propias políticas para casos como retrasos en los hora-
rios, daños en el equipaje y otras cuestiones que pudieran
afectar a los pasajeros.

El Departamento del Transporte de Estados Unidos de
América, a través de la División para la Protección de los
Consumidores Aéreos, ha emitido una serie de lineamientos

y recomendaciones que los pasajeros deberán seguir y en
los cuales se hace mención a sus derechos.

De lo anterior se advierte que al igual que ocurre en otros
países, en México la sobreventa de boletos para el transpor-
te aéreo es una práctica que busca en todo momento fo-
mentar el desarrollo de los servicios de transporte aéreo y la
competencia efectiva, la permanencia, calidad y eficiencia
del servicio.

Conforme a lo manifestado, cuando el pasajero se ve afec-
tado por esta situación, tanto la Ley de Aviación Civil como
la Ley Federal de Protección al Consumidor disponen me-
didas de protección y resarcimiento al usuario ante la afec-
taciones que se puedan suscitar de una situación como la
que se plantea, por lo que esta comisión no considera ade-
cuada la reforma al artículo 52 de la Ley de Aviación Civil
presentada por la diputada Durán Rico, en el sentido de que
prohibir la práctica de la sobreventa traería consecuencias
nocivas para las aerolíneas nacionales reduciendo su efi-
ciencia en comparación con la industria internacional.

En el mismo sentido, la Comisión de Transportes considera
que no es de aprobarse la propuesta de la diputada Hernán-
dez Olmos por la que se adiciona una fracción XIII al artí-
culo 87 de la Ley de Aviación Civil, ya que establecer una
sanción por la expedición de boletos en exceso a la capaci-
dad de la aeronave de que se trate, sería equivalente a pro-
hibir la práctica de la sobreventa, pues las aerolíneas tendrí-
an aversión a ser sancionadas con una pena de hasta cinco
mil salarios mínimos por cada ocasión que incurrieran en
dicha práctica, medida que resultaría incluso confiscatoria.

De igual manera, la comisión dictaminadora considera que
no es conveniente la propuesta del diputado Pérez Esquer
donde establece facultades específicas para la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes, para que la dependencia
analice los estudios estadísticos sobre reservas anuladas en
años anteriores y las estimaciones del año siguiente, a fin de
que determine los porcentajes de sobreventa autorizados pa-
ra cada mes del año que corresponda.

Lo anterior derivaría en violaciones a la libertad de las em-
presas de aviación comercial para establecer el esquema co-
mercial que mejores resultados les reporten en un marco de
libertad económica, y generaría distorsiones que repercuti-
rían en la atención a los usuarios, pues al determinar la de-
pendencia un límite al porcentaje de sobreventa general, las
empresas que sobrevenden en niveles superiores al determi-



nado, tendrían que ajustar sus operaciones al límite que les
es permitido, mientras que las empresas que tienen un nivel
de sobreventa menor al establecido, tendrían incentivos pa-
ra llevar sus prácticas de comercialización a elevar el por-
centaje de sobreventa, afectando a un mayor número de
usuarios.

En ambos casos, la eficiencia de las empresas y los esque-
mas de comercialización cambiarían en función de las deci-
siones que adopte la secretaría y no atendiendo a los razo-
namientos de mercado, lo que necesariamente influirá en
las operaciones y costos, transfiriéndose siempre en moles-
tias y costos a los pasajeros.

Por lo que corresponde a los lineamientos que la Secretaría
de Comunicaciones y Transportes establecería para la dene-
gación de embarque de pasajeros y la calificación de priori-
dad en el embarque, esta comisión que suscribe, observa
que el planteamiento del diputado Pérez Esquer no es el
adecuado para atender con objetividad las necesidades de
transportación de un grupo de usuarios determinado, pues
lejos de generar equidad y beneficiar a la generalidad de los
pasajeros, propiciaría que la atención a éstos se presente en
condiciones ineficientes, por lo que no es de aprobarse la
propuesta.

Sin embargo, tras analizar las iniciativas materia de dicta-
men, esta comisión recoge la preocupación que existe fren-
te a la vulnerabilidad de los derechos de los usuarios de la
aviación comercial y considera pertinente fortalecer los ins-
trumentos con que cuentan para hacer frente a las malas
prácticas comerciales, por lo que se estima conveniente in-
crementar los costos para las empresas por las ineficiencias
que afectan a los pasajeros de los servicios de transporte aé-
reo, con lo que se busca que los concesionarios tengan in-
centivos para mejorar sus esquemas de comercialización y
sus niveles de operación para prestar un servicio más com-
petitivo y de mejor calidad.

De tal manera, la que dictamina recoge la propuesta de la
diputada Hernández Olmos de incrementar el monto que
debe pagar la aerolínea al pasajero cuando, por consecuen-
cia de la expedición de boletos en exceso a la capacidad dis-
ponible o se cancele el vuelo por causas imputables al con-
cesionario y esto derive en la denegación del embarque, el
monto de la indemnización sea de cien por ciento del costo
del boleto, en lugar del actual monto de 25 por ciento, de
conformidad con lo que establece el último párrafo del artí-
culo 52 de la Ley de Aviación Civil.

En ese sentido, la redacción del artículo 52 quedaría de la
siguiente manera:

Artículo 52. Cuando se hayan expedido boletos en ex-
ceso a la capacidad disponible de la aeronave o se can-
cele el vuelo por causas imputables al concesionario o
permisionario, que tengan por consecuencia la denega-
ción del embarque, el propio concesionario o permisio-
nario, a elección del pasajero, deberá

I. Reintegrarle el precio del boleto o billete de pasaje o
la proporción que corresponda a la parte no realizada del
viaje;

II. Ofrecerle, con todos los medios a su alcance, trans-
porte sustituto en el primer vuelo disponible y propor-
cionarle, como mínimo y sin cargo, los servicios de co-
municación telefónica o cablegráfica al punto de destino;
alimentos de conformidad con el tiempo de espera que
medie hasta el embarque en otro vuelo; alojamiento en
hotel del aeropuerto o de la ciudad cuando se requiera
pernocta y, en este último caso, transporte terrestre des-
de y hacia el aeropuerto; o

III. Transportarle en la fecha posterior que convenga al
mismo pasajero hacia el destino respecto del cual se de-
negó el embarque.

En los casos de las fracciones I y III anteriores, el conce-
sionario o permisionario deberá cubrir, además, una indem-
nización al pasajero afectado que será de cien por ciento del
precio del boleto o billete de pasaje o de la parte no realiza-
da del viaje.

Por las consideraciones expuestas, los integrantes de la Co-
misión de Transportes estiman adecuado aprobar la iniciati-
va materia del dictamen, por lo que someten a la considera-
ción del pleno de esta asamblea, para los efectos de la
fracción a) del artículo 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, el siguiente proyecto de

Decreto que reforma el último párrafo del artículo 52 de
la Ley de Aviación Civil

Artículo Único. Se reforma el último párrafo del artículo
52 de la Ley de Aviación Civil, para quedar como sigue:

Artículo 52. …

I. a III. …
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En los casos de las fracciones I y III anteriores, el con-
cesionario o permisionario deberá cubrir, además, una
indemnización al pasajero afectado que será del cien por
ciento del precio del boleto o billete de pasaje o de la par-
te no realizada del viaje.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados, a 10 de abril de 2012.

La Comisión de Transportes, diputados: Javier Gil Ortiz (rúbrica),
presidente; Cuauhtémoc Salgado Romero (rúbrica), Nicolás Carlos Be-
llizia Aboaf, Benjamín Clariond Reyes Retana (rúbrica), Paula Angéli-
ca Hernández Olmos (rúbrica), Pedro Ávila Nevárez (rúbrica), Francis-
co Lauro Rojas San Román, Silvio Lagos Galindo (rúbrica), José
Antonio Arámbula López, Alfredo Javier Rodríguez Dávila (rúbrica),
Celia García Ayala, Guillermo Cueva Sada (rúbrica), secretarios; Leo-
bardo Soto Martínez (rúbrica), Sergio Lobato García (rúbrica), María
Elena Perla López Loyo (rúbrica), Hugo Héctor Martínez González (rú-
brica), Heliodoro Carlos Díaz Escárraga (rúbrica), Óscar Román Rosas
González, Ricardo Urzúa Rivera (rúbrica), Jesús Gerardo Cortez Men-
doza (rúbrica), Sergio Octavio Germán Olivares (rúbrica), César Man-
cillas Amador (rúbrica), Carlos Martínez Martínez (rúbrica), Adolfo
Rojo Montoya, Ignacio Téllez González (rúbrica), Francisco Arturo Ve-
ga de Lamadrid (rúbrica), Héctor Hugo Hernández Rodríguez (rúbrica),
Samuel Herrera Chávez (rúbrica), Ifigenia Martha Martínez y Hernán-
dez (rúbrica), Rodolfina Gatica Garzón.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY GENERAL DE TURISMO

El Secretario diputado Mariano Quihuis Fragoso:
D«Dictamen de la Comisión de Turismo, con proyecto de
decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral de Turismo

La Comisión de Turismo, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; 80; 157, numeral 1, fracción I; 158, numeral 1,

fracción IV, y 167, numeral 4, del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados presenta a la honorable asamblea, el pre-
sente dictamen a partir de los siguientes:

Antecedentes

En sesión ordinaria de fecha 23 de noviembre de 2010 el
diputado César Daniel González Madruga, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, presentó la inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma diversas disposi-
ciones de la Ley General de Turismo. 

En esa misma fecha la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados turnó a la Comisión de Turismo la iniciativa en co-
mento para su estudio, análisis y dictamen correspondiente. 

Contenido de la iniciativa

El diputado promovente en su iniciativa, expone que el tu-
rismo, en escala mundial, aporta alrededor del 11 por cien-
to de la economía, siendo uno de los sectores más impor-
tantes y dinámicos, generando uno de cada once empleos y
contribuye con una considerable suma de divisas a los paí-
ses con economías emergentes favoreciendo, de manera di-
recta, al desarrollo regional. 

La materia de la iniciativa que da a lugar el presente dicta-
men, es establecer los criterios normativos criterios míni-
mos orientados al desarrollo de un turismo sustentable que
contribuya a la protección y conservación del medio am-
biente. Desde la perspectiva internacional referimos  que el
Panel Intergubernamental de Cambio Climático, señala que
para América Latina y el Caribe se deberá de prestar espe-
cial atención a las actividades turísticas para el diseño de
políticas en materia de adaptación, mitigación y vulnerabi-
lidad al cambio climático ya que se prevén impactos consi-
derables. Se ha declarado al cambio climático como el prin-
cipal desafío del siglo para las generaciones presentes y
futuras. 

Consideraciones

Si bien es innegable que la actividad turística en nuestro pa-
ís es un importante motor del desarrollo en diversas regio-
nes, los ingresos de la actividad turística para México, en el
2007, representaron más de 12 mil millones de dólares;
aportando alrededor del 7 por ciento del producto interno
bruto nacional y generando 14 por ciento de los empleos en
el país. Según el índice de Competitividad de Viajes y Tu-
rismo. 



Dadas las condiciones actuales del desarrollo de la activi-
dad turística, México no figura entre los 20 países más
atractivos del mundo para realizar inversiones o desarrollar
negocios en el sector. Pero entre los países que conforman
América Latina, México se encuentra en la posición núme-
ro seis.

Sin embargo, el turismo ha demostrado ser una industria di-
námica que tiende a integrar las nuevas demandas de la so-
ciedad, por ello la actual administración de la Secretaría de
Turismo, ha decidido integrar a su agenda de prioridades el
Impulsar las zonas turísticas sustentables toda vez que es in-
negable la relación simbiótica que existe y la cual ocupa
tanto al sector privado y social, como al terreno guberna-
mental. En este último ámbito, el Programa Sectorial de Tu-
rismo 2007-2012 incorpora ocho objetivos sectoriales, entre
los cuales se plantea la concurrencia de políticas para la sus-
tentabilidad ambiental, el aprovechamiento sustentable de
los recursos, el fortalecimiento de la regulación ambiental y
el fortalecimiento de los sistemas de calidad.

Entre los retos a enfrentar por el sector turismo, se encuen-
tran las alteraciones a los ecosistemas naturales, las emisio-
nes generadas por los transportes con la finalidad de llevar
a las personas a los destinos turísticos, y el consumo de
energía para llevar a cabo las operaciones y servicios turís-
ticos. 

En cuanto a los impactos del cambio climático, sabemos
que el clima es un recurso esencial para el turismo, y espe-
cialmente para la playa, naturaleza y deportes de invierno
segmentos de turismo. El cambio climático y los patrones
climáticos en los destinos turísticos y los países generado-
res de turismo pueden afectar significativamente la comodi-
dad de los turistas y sus decisiones de viaje. Cambio de pa-
trones de demanda y de los flujos turísticos tendrá un
impacto en los negocios de turismo y en las comunidades de
acogida, así como de desprender los efectos en sectores re-
lacionados, tales como la agricultura, la artesanía o la cons-
trucción. En los pequeños estados insulares y los países en
desarrollo, donde el turismo es una actividad económica
importante, cualquier reducción significativa en las llegadas
de turistas tendrá graves repercusiones en el empleo.

Como un antecedente  referenciado podemos citar que des-
de la primera Conferencia Internacional sobre Cambio Cli-
mático y Turismo, convocada por la OMT en Djerba, Túnez
en 2003, un creciente cuerpo de conocimiento se ha gene-
rado sobre las complejas relaciones entre el sector turismo
y el cambio climático con importantes investigaciones las

actividades sobre este tema. En la actualidad existe un am-
plio reconocimiento de la urgente necesidad de la industria
del turismo, los gobiernos nacionales y organizaciones in-
ternacionales para elaborar y aplicar estrategias para hacer
frente a las condiciones de cambio climático y tomar medi-
das preventivas para efectos futuros, así como para mitigar
los impactos ambientales del turismo contribuye al cambio
climático. Además, estas estrategias deben tener también en
cuenta las necesidades de los países en desarrollo en térmi-
nos de mitigación de la pobreza y otros Objetivos de Desa-
rrollo del Milenio.

Para evitar pérdidas futuras en el sector turismo del país se
requiere tomar medidas de adaptación que incluyan: Mejo-
ras en los reglamentos de construcción de instalaciones tu-
rísticas para soportar los impactos de fenómenos hidrome-
teorológicos extremos.

La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el
Cambio Climático (CMNUCC) reconoce la necesidad de
adaptarse a los impactos previsibles de la variabilidad y el
cambio climático. La capacidad de adaptación, definida co-
mo la habilidad de un sistema para ajustarse al cambio cli-
mático para moderar daños posibles, aprovecharse de opor-
tunidades o enfrentarse a las consecuencias, será el
mecanismo para reducir la vulnerabilidad en México.

La propuesta del diputado promovente busca incorporar el
concepto de cambio climático en las actividades turísticas
que ofrece el país, para desarrollar estrategias de vulnerabi-
lidad, adaptación y mitigación frente al cambio climático. 

A fin de ofrecer una visión clara de la propuesta en consi-
deración, a continuación se presenta un cuadro comparativo
del texto vigente y el texto propuesto. 
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El objetivo de aprobar la propuesta en comento es el de res-
ponder a los retos actuales, tendiente a que el sector públi-
co y privado dedicado al turismo, dediquen sus esfuerzos en
elaborar una estrategia para colaborar con esta situación y
frenar lo máximo posible este impacto negativo y apoyar al
turismo sostenible. 

Que es necesario recordar que el turismo y, así las activida-
des que se desarrollan en épocas invernales, dependen en
gran medida de las condiciones climáticas, por esto resulta
de vital importancia que estas, no se vean afectadas por
cuestiones extremas como el impacto ambiental derivado
entre otras cosas de la contaminación. 

Asimismo por parte del Gobierno federal, se considera ne-
cesaria su aprobación, puesto que permitiría el cumplimien-
to de mandatos constitucionales y/o legales, que no se han
regulado; o bien, mejoraría los mecanismos existentes para
cumplir con dichos mandatos. Estableciendo de manera di-

recta y dentro de las actividades y funciones de la Secreta-
ría de Turismo, su participación en las recomendaciones
que se establezcan, para la mitigación, adaptación y vulne-
rabilidad al cambio climático, es por lo que se considera
viable, en razón de que dicha propuesta se encuentra enca-
minada a cumplir con objetivos nacionales, fortalecer el
marco jurídico que actualmente prevalece y garantizar con
ello un avance hacia la transversalidad y concurrencia de
políticas públicas integradas y de largo plazo para el desa-
rrollo sustentable del país.

En virtud de lo anteriormente expuesto esta Comisión Dic-
taminadora considera de aprobarse las siguientes modifica-
ciones a la Ley General de Turismo a fin de que el sector,
aplique toda aquella medida que resulte en una minimiza-
ción de factores que contribuyen al cambio climático y so-
mete a la consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente:



Dictamen con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 2, 3, 4, 7, 9, 10 y 23 de la Ley General de Turismo

Artículo Único. Se reforman los artículos 2, fracción II; 3,
fracción X; 4, fracción X; 7, fracción V; 9, fracción XIV; 10,
fracción XII; 23; fracción I, Se Adicionan las fracciones
XXII, XXIII, XXIV y XXV al artículo 3 de la Ley General
de Turismo, para quedar como sigue:

Artículo 2. …

I. ...

II. Establecer las bases para la política, planeación y pro-
gramación en todo el territorio nacional de la actividad
turística, bajo criterios de beneficio social, sustentabili-
dad, cambio climático, competitividad y desarrollo
equilibrado de los Estados, Municipios y el Distrito Fe-
deral, a corto, mediano y largo plazo;

III. a XV. ...

Artículo 3. …

I. a IX. ...

X. Ordenamiento Turístico del Territorio: Instru-
mento de la política turística bajo el enfoque social,
ambiental y territorial, cuya finalidad es conocer e in-
ducir el uso de suelo y las actividades productivas con
el propósito de lograr el aprovechamiento ordenado y
sustentable de los recursos turísticos, de conformidad
con las disposiciones jurídicas aplicables en materia
de medio ambiente y asentamientos humanos; así co-
mo las recomendaciones en materia de adaptación,
mitigación y vulnerabilidad en materia de cambio cli-
mático. 

XI. a XIX. …

XX. Turistas: Las personas que viajan temporalmente
fuera de su lugar de residencia habitual y que utilicen al-
guno de los servicios turísticos a que se refiere esta Ley,
sin perjuicio de lo dispuesto para efectos migratorios por
la Ley General de Población;

XXI. Zonas de Desarrollo Turístico Sustentable: Aque-
llas fracciones del territorio nacional, claramente ubica-
das y delimitadas geográficamente, que, por sus caracte-
rísticas naturales o culturales, constituyen un atractivo

turístico. Se establecerán mediante declaratoria específi-
ca que emitirá el Presidente de la República, a solicitud
de la Secretaría;

XXII. Adaptación: Ajuste de los sistemas humanos o
naturales frente a entornos nuevos o cambiantes. La
adaptación al cambio climático se refiere a los ajustes
en sistemas humanos o naturales como respuesta a
estímulos climáticos proyectados o reales, o sus efec-
tos, que pueden moderar el daño o aprovechar sus as-
pectos beneficiosos;

XXIII. Cambio climático: Variación del clima atri-
buido directa o indirectamente a la actividad huma-
na que altera la composición de la atmósfera mundial
y que se suma a la variabilidad natural del clima ob-
servada durante períodos de tiempo comparables;

XIV. Mitigación: Intervención atropogénica para re-
ducir las fuentes o mejorar los sumideros de gases
efecto invernadero, y

XXV. Vulnerabilidad: Nivel al que un sistema es sus-
ceptible, o no es capaz de soportar, los efectos adver-
sos al cambio climático, incluida la variabilidad cli-
mática y los fenómenos externos. La vulnerabilidad
se da en función del carácter, magnitud y velocidad
de la variación climática al que se encuentra expues-
to un sistema, su sensibilidad, y su capacidad de
adaptación. 

Artículo 4. …

I. a IX. ...

X. Participar en programas de prevención y atención de
emergencias y desastres, así como en acciones para la
gestión integral de los riesgos conforme a las políticas y
programas de protección civil y las recomendaciones
para la mitigación, adaptación y vulnerabilidad al
cambio climático que al efecto se establezcan; 

XI a XV. ...

Artículo 7. …

I. a IV. ...

V. Coordinar con la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, en el ámbito de sus respectivas atribu-
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ciones, la instrumentación de los programas y medidas
para la preservación de los recursos naturales, preven-
ción de la contaminación, para la ordenación y limpieza
de las playas, para promover el turismo de naturaleza y
el de bajo impacto, para la mitigación, adaptación y
vulnerabilidad del cambio climático, así como para el
mejoramiento ambiental de las actividades e instalacio-
nes turísticas;

VI. a XVIII. ...

Artículo 9. …

I. a XIII. ...

XIV. Participar en programas de prevención y atención
de emergencias y desastres, así como en acciones para la
gestión integral de los riesgos conforme a las políticas y
programas de protección civil y las recomendaciones
para la mitigación, adaptación y vulnerabilidad al
cambio climático que al efecto se establezcan;

XV. a XXI. ...

Artículo 10. …

I. a XI. ...

XII. Participar en los programas de prevención y aten-
ción de emergencias y desastres, así como en acciones
para la gestión integral de los riesgos, conforme a las po-
líticas y programas de protección civil y las recomenda-
ciones para la mitigación, adaptación y vulnerabili-
dad al cambio climático que al efecto se establezcan;

XIII. a XVII. ...

Artículo 23. …

I. La naturaleza y características de los recursos turísti-
cos existentes en el territorio nacional, así como los ries-
gos de desastre y las recomendaciones para la mitiga-
ción, adaptación y vulnerabilidad al cambio
climático; 

II. a VIII. ...

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

La Comisión de Turismo, diputados: Carlos Manuel Joaquín Gonzá-
lez (rúbrica), Miguel Ángel García Granados (rúbrica), Maurilio Ochoa
Millán (rúbrica), Noé Martín Vázquez Pérez (rúbrica), Héctor Pablo
Ramírez Puga Leyva, Juan Pablo Jiménez Concha (rúbrica), Fermín
Gerardo Alvarado Arroyo, Gustavo Antonio Miguel Ortega Joaquín,
Miguel Martínez Peñaloza (rúbrica), Lizbeth García Coronado (rúbri-
ca), José Alfredo González Díaz, María Guadalupe García Almanza (rú-
brica), secretarios; Rafael Yerena Zambrano (rúbrica), Martín Enrique
Castillo Ruz (rúbrica), Cecilia Soledad Arévalo Sosa (rúbrica), Fidel
Kuri Grajales, Alejandro Carabias Icaza, Silvia Isabel Monge Villalo-
bos, Martha Elena García Gómez, Iridia Salazar Blanco (rúbrica), Víc-
tor Manuel Castro Cosío (rúbrica), Juan José Cuevas García, José Luis
Marcos León Perea, Baltazar Martínez Montemayor (rúbrica), Felipe
Borja Texocotitla, Jaime Sánchez Vélez (rúbrica), Emilio Serrano Ji-
ménez (rúbrica), Luis Alejandro Guevara Cobos, Marta Elena García
Gómez, Iridia Salazar Blanco (rúbrica), Víctor Manuel Castro Cosío
(rúbrica), Juan José Cuevas García, José Luis Marcos León Perea, Bal-
tazar Martínez Montemayor (rúbrica), Felipe Borja Texocotitla, Jaime
Sánchez Vélez (rúbrica), Emilio Serrano Jiménez (rúbrica), Luis Ale-
jandro Guevara Cobos, Mayra Lucila Valdés González.»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY FEDERAL DEL SISTEMA PENITENCIARIO 
Y EJECUCION DE SANCIONES - LEY ORGANICA

DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION

El Secretario diputado Mariano Quihuis Fragoso:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Seguridad Pública
y de Justicia, con proyecto de decreto por el que se expide
la Ley Federal del Sistema Penitenciario y Ejecución de
Sanciones; y se adiciona el artículo 50 Quáter a la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Federación

Honorable Asamblea:

Las Comisiones Unidas de Seguridad Pública y Justicia,
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39



numerales 1 y 3 de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos y 80, 82, 84, 85, 87, 92,
93 y 94 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a la consideración de esta Soberanía, el dictamen por el
que se expide la Ley Federal del Sistema Penitenciario y
Ejecución de Sanciones y se adiciona el artículo 50 Quáter
a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, al te-
nor de los siguientes:

Antecedentes

1. Iniciativas que fueron turnadas a las Comisiones Uni-
das de Seguridad Pública, y de Justicia:

a) Iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley
Federal de Ejecución de Sanciones Penales; se adicionan
la fracción IV al artículo 50 y el artículo 50 Quáter de la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; se re-
forma el artículo 30 Bis, fracción XXIII, de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, y se abro-
ga la Ley que Establece las Normas Mínimas sobre
Readaptación Social de Sentenciados a cargo del dipu-
tado José Luis Ovando Patrón, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, misma que fue turnada a
las Comisiones Unidas de Seguridad Pública y de Justi-
cia

b) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se expi-
de la Ley Federal del Sistema Penitenciario y de Ejecu-
ción de Sanciones, presentada por el Ejecutivo Federal,
misma que fue turnada a las Comisiones Unidas de Se-
guridad Pública y de Justicia.

2. Iniciativas turnadas a la Comisión de Seguridad Pú-
blica:

a) Iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley
sobre Ejecución de Penas y Readaptación Social de Sen-
tenciados a cargo del diputado Alejandro Gertz Manero,
del Grupo Parlamentario de Convergencia. Turnada a la
Comisión de Seguridad Pública, con opinión de la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública.

b) Por su parte, el Proyecto Decreto que expide la Ley
Reglamentaria del artículo 18 Constitucional en Materia
del Sistema Penitenciario; presentado por la diputada
Adriana Sarur Torrre del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México. Turnada a la Comisión
de Seguridad Pública Con Opinión de Presupuesto y
Cuenta Pública.

c) Iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley
Federal de Atención para las mujeres en Reclusión a car-
go de las diputadas Paz Gutiérrez Cortina y Josefina
Vázquez Mota, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. Turnada a la Comisión de Se-
guridad Pública, con opinión de la Comisiones de Equi-
dad y Género y de Presupuesto y Cuenta Pública.

Contenido de las iniciativas

1. Iniciativas turnadas a las Comisiones Unidas de Se-
guridad Pública y de Justicia

a) Iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley
Federal de Ejecución de Sanciones Penales; se adicionan
la fracción IV al artículo 50 y el artículo 50 Quáter de la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; se re-
forma el artículo 30 Bis, fracción XXIII, de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, y se abro-
ga la Ley que Establece las Normas Mínimas sobre
Readaptación Social de Sentenciados a cargo del dipu-
tado José Luis Ovando Patrón, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional.

Señala el iniciante que la reforma constitucional en materia
de seguridad pública y justicia penal, publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, tuvo como
referente la necesidad de formular un cambio al paradigma
de seguridad y justicia que ha imperado en nuestro país. 

Dentro de la mencionada reforma se visualizó la materia pe-
nitenciaria, la cual se fundamenta en el artículo 18 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
planteándose como imperativo el hecho de adoptar nuevos
elementos en la legislación para hacerla más eficaz y facili-
tar que la ejecución de sanciones penales sea congruente
con la realidad social que se vive en México. 

Lo anterior da la pauta para la creación de un marco legal
que regule el citado artículo 18 constitucional a través de
una ley que comprenda un nuevo sistema de ejecución de
penas. En dicho tenor, se debe incorporar la figura jurídica
de un juez que vigile y controle la ejecución de la senten-
cias en las cárceles, atribución que es hoy del Poder Ejecu-
tivo. Dicho órgano jurisdiccional deberá actuar en materia
de ejecución de penas, velando por la observancia en la le-
galidad la ejecución de las sanciones penales, el control y
vigilancia del cumplimiento adecuado del régimen peniten-
ciario, así como en la solución de las controversias suscita-
das entre la autoridad penitenciaria y el sentenciado. 
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Adicionalmente se debe normar lo referente a la ejecución
de las sanciones no privativas de libertad, como lo es la san-
ción pecuniaria; el tratamiento en libertad, semilibertad y
trabajo a favor de la comunidad; las sanciones privativas y
restrictivas de derechos; la suspensión, destitución e inhabi-
litación. Así mismo, lo conducente en materia de sanciones
restrictivas y privativas de libertad, comprendiendo las san-
ciones restrictivas de libertad; la prisión; derechos y obliga-
ciones de los internos en los Centros Federales de Reinser-
ción Social y la personalización de las sanciones privativas
de la libertad en la fase de ejecución. 

Tema de gran importancia para el legislador es el que refie-
re al Sistema Penitenciario y sus establecimientos. El dipu-
tado Ovando propone un modelo para buscar su eficaz fun-
cionamiento, de una manera sistemática y ordenada, sin
dejar de contemplar lo correspondiente a traslados y lo re-
ferente a las autoridades y la administración de los Centros
Federales de Reinserción Social. 

Una exigencia de la sociedad es contar con personal de se-
guridad y custodia profesional desde el ingreso, su perma-
nencia, promoción y terminación del servicio, para ello se
busca que exista un Servicio Civil de Carrera Penitenciaria,
seguido de normas que prevean lo conducente. 

Finalmente, la iniciativa se avoca a garantizar los derechos
humanos de los internos, conocer sobre la modificación de
la sanción de prisión, peticiones de traslado, declaración de
la extinción de las sanciones de prisión y de trabajo a favor
de la comunidad; imposición de medidas de seguridad, in-
cidentes y medios de impugnación que surjan con motivo
de la privación de la libertad por parte de las autoridades
penitenciarias, así como del trabajo a favor de la comuni-
dad. La ley del diputado Ovando abroga la actual Ley que
Establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social
de Sentenciados.

b) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se expi-
de la Ley Federal del Sistema Penitenciario y de Ejecu-
ción de Sanciones, presentada por el Ejecutivo Federal.

El iniciante comenta que durante muchos años la función
penitenciaria y la ejecución de la pena estuvieron aisladas
de los cambios democráticos por los que pasaron nuestras
instituciones públicas. El último cambio profundo y signifi-
cativo se realizó en 1971 con la publicación de la Ley de
Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentencia-
dos, cambio que desafortunadamente nunca pudo concretar
los resultados esperados. 

Antes de la publicación de dicha Ley, en los penales estata-
les convivían los presos sin ninguna clasificación, lo cual,
aunado al crecimiento del crimen organizado, provocó una
crisis en el sistema penitenciario. Así, la creación de los
centros federales de readaptación social pretendió reorgani-
zar la clasificación criminal y mantener a los presos en con-
diciones de estricta seguridad. 

Datos registrados a julio de 2009, proyectan que la pobla-
ción de los 441 centros penitenciarios del país era de 218
mil 865 internos; de los cuales 129 mil 513 (59.17%) con-
taban con sentencia, mientras que el resto, 89 mil 352
(40.83%) se encontraban sujetos a proceso. La capacidad
total instalada en esa fecha era de 167 mil 346 espacios, lo
que implicaba un déficit de alrededor de 30.79% y la impo-
sibilidad de mantener debidamente separados a los internos
procesados de los sentenciados.

En el Cuarto Informe de Labores de la Secretaría de Segu-
ridad Pública, se observa que al mes de julio de 2010, el Sis-
tema Penitenciario Mexicano se integró por 429 centros de
reclusión, con una capacidad de 176,911 espacios. 

Los problemas asociados con la sobrepoblación se ven
agravados por la dispersión de la infraestructura penitencia-
ria, lo que provoca desequilibrios en la distribución de la
población de internos y el uso inadecuado de la infraestruc-
tura existente: 199 (46%) de los centros de reclusión del pa-
ís experimentan sobrepoblación, lo cual limita la capacidad
de impulsar esquemas efectivos de reinserción social; 91
instalaciones penitenciarias del país (21.21% de la infraes-
tructura) concentran el 50% de la población penitenciaria
(Baja California, Distrito Federal, Jalisco, Estado de Méxi-
co, Puebla y Sonora), mientras que el restante 50% se ubi-
ca en 401 centros (93.5%).

Al mes de enero de 2011, la sobrepoblación del Sistema Pe-
nitenciario Mexicano fue de 21.7%, lo que representa un
déficit de 39,501 espacios, por lo que con el programa de
construcción de nuevos espacios penitenciarios implemen-
tados en el país y la reducción de la población penitenciaria
del fuero federal, este déficit es 1.28 puntos porcentuales
menor al existente en diciembre de 2010.

De igual forma y tan sólo en el mes de enero de 2011, se re-
gistraron 64 incidencias en el Sistema Penitenciario del pa-
ís que involucran a 130 personas: 2 auto agresiones, 19 de-
cesos, 2 huelgas de hambre, 4 suicidios, 1 homicidio, 33
riñas y 3 fugas.



La ausencia de adecuaciones a los ordenamientos legales ha
propiciado el abuso de la prisión preventiva y la falta de mé-
todos y procedimientos legales para operar eficazmente un
sistema retributivo de penas. Las consecuencias de este es-
quema se reflejan en la convivencia entre internos de dis-
tintos niveles de peligrosidad, en la corrupción entre reclu-
sos, custodios y autoridades, así como en la ausencia de un
sistema de carrera y profesionalización que permita la for-
mación y dignificación de la fuerza de seguridad peniten-
ciaria.

En este sentido, es fundamental atender el problema y no
obviar el Sistema Penitenciario Federal, a fin de resolver las
demandas sociales y la realidad inefable que hoy vive nues-
tro país en cuestiones de delincuencia. Cabe señalar que el
Sistema Penitenciario Federal no registra sobrepoblación.
Sin embargo, los Ceferesos 1, 2, 3, 4 y 5 se encuentran a su
máxima capacidad. Es así como el N°1 “Altiplano” con ca-
pacidad para 816, alberga 812 internos; N°2 “Occidente”
con capacidad para 836, tiene 834; N°3 “Noreste” con ca-
pacidad para 724, cuenta con 725 reclusos; N°4 “Noroeste”
con capacidad para 1,360, alberga 1,356; N°5 “Oriente” con
capacidad para 2,538, cuenta con 2,468 internos; N°7 “Nor-
Noroeste” con capacidad para 480, alberga 395; Centro Fe-
deral de Rehabilitación Psicosocial con capacidad de 460,
cuenta con 293 internos.

Para ello, es necesario contar con una Ley que norme el di-
seño, organización, operación y funcionamiento de la in-
fraestructura penitenciaría federal, a la par de establecer cri-
terios generales para que las instalaciones y el personal
penitenciario sean los idóneos para aplicar el nuevo mode-
lo de reinserción plasmado por la reforma de junio de 2008
al artículo 18 de nuestra Constitución Federal.

La creación de un marco normativo específico permitirá ga-
rantizar la seguridad y el adecuado funcionamiento de los
centros penitenciarios federales, bajo un régimen de disci-
plina estricto pero respetuoso de los derechos humanos, fa-
cilitando, a la vez, una administración eficiente, transparen-
te y coordinada con todas las autoridades involucradas en el
tema penitenciario.

El proyecto que se presenta busca desarrollar un nuevo es-
quema legal que incluye al Poder Judicial de la Federación
a través de jueces especializados que, en su caso, modifi-
quen y determinen la duración de la pena, esquema que de-
be ser acorde con el nuevo sistema penal acusatorio adver-
sarial previsto en nuestra Constitución Federal, en donde se
privilegian medidas alternas a la reclusión que contribuyen

a la disminución de la población penitenciaria con total res-
peto al Estado de Derecho y privilegiando el fortalecimien-
to de la credibilidad de las instituciones encargadas del Sis-
tema Penitenciario. 

La doctrina ha destacado que resulta benéfico terminar con
la discrecionalidad de la autoridad administrativa en el otor-
gamiento de los beneficios preliberacionales, dejándose tal
responsabilidad al Juez de Ejecución, quien además de ser
un especialista del Derecho Penal y Procesal Penal, deberá
ser un amplio conocedor de los aspectos criminológicos y
penitenciarios, para garantizar que la gran reforma propues-
ta para el Sistema Penitenciario Mexicano cumpla con sus
objetivos. 

Es así que el Juez de Ejecución llevará a cabo la modifica-
ción y duración de las penas, lo que constituye el funda-
mento de su jurisdicción y competencia. Por ello, dentro de
sus principales facultades se encuentra la concesión de la li-
bertad por conversión de penas y concesión de beneficios.

El Juez de Ejecución no sólo tendrá facultades para el otor-
gamiento de beneficios a los sentenciados, sino también pa-
ra procurar la reparación del daño a la víctima del delito
mediante la tramitación del respectivo procedimiento, lo
que constituye uno de los temas principales de la reforma
constitucional. En el Proceso Penal Mexicano actual, la víc-
tima se constituyó en una de la partes más desprotegida le-
galmente en la trilogía procesal, lo que ocasionó en múlti-
ples casos el reclamo de la sociedad, ante la carente
regulación normativa que le garantizara el otorgamiento y
respeto por parte de las autoridades del ámbito penal, de los
derechos públicos subjetivos otorgados a su favor, por la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La propuesta facilitará a la autoridad administrativa respon-
sable de las prisiones el manejo de las mismas, sin quitarle
las obligaciones que son propias del Poder Ejecutivo, fun-
damentalmente la dirección, administración y el desarrollo
de las tareas resocializadoras, teniendo en los grupos técni-
co-interdisciplinarios un instrumento profesional para acre-
ditar la evolución del proceso de reinserción y proporcio-
narle al Juez de Ejecución y al Agente del Ministerio
Público los elementos para su buen proceder. 

Por eso es que la iniciativa que se propone plantea que sea
la administración penitenciaria la responsable material de la
ejecución penal en los términos prescritos por la sentencia
y de conformidad con lo establecido en las disposiciones
normativas aplicables. Por su parte, al Juez de Ejecución le

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 17 de abril de 2012159



Año III, Segundo Periodo, 17 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados160

corresponde, a través de sus resoluciones, que no se modi-
fique el cumplimiento de las penas impuestas en la senten-
cia y en la Ley, debiendo permanecer dicha autoridad juris-
diccional al margen de los aspectos administrativos. 

Otro de los objetos del proyecto de la Ley Federal del Sis-
tema Penitenciario y de Ejecución de Sanciones, es el desa-
rrollo de los parámetros constitucionales del nuevo paradig-
ma penitenciario, en que actuarán de manera conjunta el
Poder Ejecutivo representado por el Órgano Penitenciario y
el Poder Judicial, representado por el Juez de Ejecución.

Así, la Ley Federal del Sistema Penitenciario y de Ejecu-
ción de Sanciones se fundamenta en los principios Demo-
cráticos del Estado de Derecho, en el que la autoridad peni-
tenciaria y judicial intervendrán en el mismo procedimiento
de ejecución, pero respetando su competencia, sin la exis-
tencia de una relación de subordinación, sino por el contra-
rio bajo el esquema de bilateralidad, donde cada una desa-
rrolle sus funciones, con el único propósito del beneficio del
sentenciado, así como de la víctima del delito.

2. Iniciativas turnadas a la Comisión de Seguridad Pú-
blica

a) Iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley
sobre Ejecución de Penas y Readaptación Social de Sen-
tenciados a cargo del diputado Alejandro Gertz Mane-
ro, del Grupo Parlamentario de Convergencia. Turnada
a la Comisión de Seguridad Pública, con opinión de la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

En términos del iniciante, corrige la experiencia negativa de
un sistema que deja muchas lagunas a la discrecionalidad y
a la interpretación, más que al análisis científico y que por
lo tanto, no cumple con su tarea de redimir al sentenciado y
prepararlo para enfrentar la excarcelación. Las libertades
anticipadas en sus diversas modalidades, entre ellas la re-
misión parcial de la pena, la libertad preparatoria y los
tratamientos preliberatorios, deberán otorgarse puntual-
mente. En este aspecto, no debe caber la discrecionalidad
de la autoridad, sino que debe cumplirse con el proceso
de plena readaptación social que los integre a la sociedad
en el aspecto productivo y a su núcleo familiar, evitando
su institucionalización.

Por ello su iniciativa tiene como finalidad crear condiciones
carcelarias más humanas que tengan como base la repara-
ción del daño a través del trabajo comunitario y productivo,

así como la responsabilidad de capacitar y educar al senten-
ciado para incrementar sus conocimientos, generar ingresos
con su trabajo y reintegrarlo a la sociedad, después de cu-
brir a la víctima el monto de los daños causados con su con-
ducta.

De igual forma propone hacer de las cárceles centros de tra-
bajo, educación y auténticas unidades de capacitación y
producción para alcanzar la readaptación social y la repara-
ción del daño. De este modo, las víctimas podrán recibir
una respuesta justa por los agravios recibidos.

También toma en consideración los antecedentes a efecto de
que los primodelincuentes que hayan delinquido ocasional-
mente, tengan beneficios de libertades anticipadas y trabajo
comunitario, siempre y cuando no pertenezcan a la delin-
cuencia organizada. La libertad anticipada es una acción
primaria de readaptación, por la cual los beneficiados tienen
que ser asistidos, supervisados y vigilados con el fin de evi-
tar que vuelvan a delinquir.

A la par de esta acción, las autoridades ejecutoras federales
y locales tendrán que establecer una institución específica
que preste atención a los liberados y externados. Su respon-
sabilidad y misión debe ser ofrecerles asistencia moral y
material, poniendo a su alcance todos los medios necesarios
para facilitar su reinserción social. Este tipo de instituciones
de apoyo tendrán que trabajar muy de cerca con el gobier-
no, así como con los sectores social y privado, convocando
a la comunidad a respaldar, mediante una acción colectiva,
el proceso de readaptación social.

Uno de los beneficios de este proyecto radica en reconocer
la dignidad de la persona, ofrecer condiciones reales de re-
adaptación social y reivindicar los derechos del ofendido;
evitando que el victimario caiga en condiciones de ignomi-
nia que retrasen su readaptación o acelere su proceso de de-
gradación. 

En cuanto a la nueva organización penal, el iniciante
propone que los establecimientos estén organizados y diri-
gidos bajo principios y normas que instituyan con absoluta
transparencia las atribuciones de los órganos de dirección,
técnicos, de administración y seguridad. Además de estar
normada la división técnica del trabajo penitenciario, tanto
la conducta de las autoridades como de los internos, deberá
basarse en el respeto irrestricto a la persona, al desempeño
ético y al acatamiento de las reglas de gobierno de las insti-
tuciones carcelarias.



Quedan proscritas las prácticas de autogobierno, la opera-
ción de actividades ilícitas de los delincuentes desde el in-
terior de las propias cárceles, la introducción de objetos pro-
hibidos y todo lo que signifique abatir el orden penal. De la
misma manera, las autoridades de los centros de readapta-
ción social quedarán sometidas al sistema de control y vigi-
lancia de toda institución pública para abatir la corrupción
y generar, desde las acciones de dichas autoridades, com-
portamientos éticos y profesionales.

En apoyo a la superación profesional y humana, se abre la
posibilidad a todo el personal de participar a nivel federal en
el Servicio Profesional de Carrera y, de manera análoga, el
personal de los estados y el Distrito Federal, de tal forma
que por su reconocido prestigio ético, técnico y profesional,
goce de estabilidad en su empleo y amplíe su campo de su-
peración institucional.

Al personal técnico especializado se le plantea la exigencia
de mayor excelencia y ser altamente calificado para diseñar,
programar, impulsar y ejecutar, proyectos específicos que
permitan a los internos mejorar su condición psicológica y
física, con el fin de que puedan insertarse adecuadamente en
el proceso de readaptación social.

En cuanto a la clasificación de los internos y de las cár-
celes el diputado Gertz plantea que para una mejor ejecu-
ción de las sanciones y una verdadera readaptación social,
se clasifiquen las cárceles en máxima, media y mínima se-
guridad y a los presos en alta, media y baja peligrosidad.

Las cárceles de máxima seguridad serían destinadas a los
reos peligrosos, con posibilidades de readaptación a través
del trabajo industrial carcelario.

Estas cárceles son las que alojarán a personas de alta peli-
grosidad que cumplen por lo regular sentencias de un míni-
mo de 5 años o hasta una acumulación indefinida con un
promedio de 20 años aproximadamente. Para que pueda in-
gresar una persona en un centro de máxima seguridad, se
debe identificar su perfil criminal con el diagnóstico preci-
so del grado de alta peligrosidad social, institucional o am-
bas.

Estos centros no deben considerarse como terminales, aun-
que se den algunos casos por cuantía de pena y característi-
cas del individuo. En estos casos cabe la posibilidad, y de-
be imponerse como una práctica permanente, la de hacer
revisión de los mismos cuando menos cada año. Con este
método se puede determinar si el perfil y la peligrosidad, se

han modificado en beneficio del interno para que pueda ser
devuelto a su lugar de origen, o a una cárcel de media se-
guridad.

Las cárceles de media seguridad están destinadas para aque-
llos individuos que hayan cometido delitos graves. En estas
cárceles con proyección industrial y alternativas de trabajo
comunitario, podrán cubrir la reparación del daño y obtener
su rehabilitación.

Una cárcel de este nivel medio se define en cuanto a sus sis-
temas y población, como aquella que recibe sentenciados
criminológicamente calificados como de media peligrosi-
dad que son reincidentes, pero que aún tienen característi-
cas que los hace susceptibles de una labor efectiva de rea-
daptación.

En la cárcel de media seguridad, el individuo desde el mo-
mento que es internado es candidato potencial a recibir el
beneficio de preliberación, lo cual puede lograr en tiempos
diferentes e individualizados; de la pena total, podrán trans-
currir porcentajes diferentes de cumplimiento en interna-
ción.

Los internos de este tipo de cárcel, aparte de las caracterís-
ticas personales, estarán sujetos primordialmente a rehabili-
tación a través del trabajo con características de industria
penitenciaria. El individuo debe ser productivo económica-
mente para que de sus ingresos devengados se pueda hacer
la siguiente distribución: 60% para reparación del daño,
20% para el mantenimiento de la familia, 10% como cuota
de recuperación de su propio sostenimiento en la prisión y
10% para sus gastos personales o para ahorro.

El individuo albergado en centro de media seguridad en tan-
to lo esté de tiempo completo, estará sujeto a disciplina, tra-
tamientos psicosociales, educación y a un régimen de tra-
bajo. Una vez que reciba el beneficio de preliberación para
el tanto de pena que falta por cumplir, lo hará en la cárcel
abierta.

Para el trabajo a favor de la comunidad, se debe llevar a ca-
bo un programa de convenio con los servicios municipales
correspondientes y fundamentalmente con la Secretaría de
Desarrollo Social, a través de las políticas que esta depen-
dencia tiene para grupos vulnerables.

El interno que al recibir el beneficio de la preliberación, pa-
se de cárcel de mediana seguridad a cárcel abierta, tendrá
que haber garantizado o cubierto el pago de la reparación
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del daño, mismo que continuará cumpliendo con lo que de-
vengue en el trabajo a favor de la comunidad. Los presos
que se encuentren en estas cárceles, deben comprometerse
a reparar el daño y a desempeñar un trabajo dentro de la pri-
sión.

Las industrias penitenciarias deberán competir en igualdad
de circunstancias con proveedores del Gobierno para poder
colocar los productos que generen. Con las industrias peni-
tenciarias en las cárceles de media seguridad se busca la au-
tosuficiencia, a través de proyectos de trabajo industrial pa-
ra que generen los pagos que deben realizar los presos por
su manutención. En una última etapa los presos podrán rea-
lizar trabajo comunitario, mediante un seguimiento estricto.

El régimen carcelario de mínima seguridad se establece pa-
ra quienes hayan sido sentenciados por delitos no conside-
rados como graves por la ley, o a penas que compurguen en
régimen de semilibertad o estén en la fase final de la ejecu-
ción de la pena en internamiento.

Estas cárceles abiertas permitirán a los reos de baja peligro-
sidad desarrollar trabajo en la comunidad o en empresas, sa-
liendo en sus jornadas de trabajo y regresando a la cárcel el
resto del día. Se trata de una variante para la readaptación y
reinserción social de los internos que cumplen sentencias en
el Sistema Penitenciario Nacional, variante que se funda-
menta, principalmente, en el trabajo comunitario de ser ne-
cesario.

La población susceptible para ser atendida en estas cárceles
abiertas, es aquella que se encuentra pagando delitos meno-
res, ya sea que se trate de una cuantía que no exceda apro-
ximadamente de 8 mil pesos; que se haya acogido a un sus-
titutivo penal consistente en trabajar a favor de la
comunidad; por reparación del daño y tramitación de pago
de fianza de interés social.

La población interna con carácter de sentenciado que cum-
pla con el perfil señalado, de mínima peligrosidad, se esta-
blecerá según los siguientes requisitos:

a) Haberse acogido a un sustitutivo penal consistente en
trabajo a favor de la comunidad.

b) Haber cometido un delito de los clasificados como
menores.

c) Ser primodelincuente.

d) Que su estudio de personalidad determinado por el
consejo técnico interdisciplinario, del centro de origen,
muestre un bajo nivel de peligrosidad y una disposición
a ser readaptado.

e) Pagar la reparación del daño.

f) A aquel que se le imponga el pago de la fianza y no
cuente con recursos, se le tramitará una fianza de interés
social siempre y cuando esté dispuesto a realizar trabajo
en favor de la comunidad.

Las autoridades de la cárcel abierta serán responsables de
gestionar y obtener lo necesario para su operación por lo
que, previamente a su apertura deberán asegurar mediante
convenios con instancias educativas, de capacitación para el
trabajo, del sector salud, así como con empresas privadas
para que instalen talleres para el trabajo penitenciario y ga-
ranticen la existencia de fuentes laborales suficientes para la
etapa de tratamiento en externación.

Posteriormente establece una institución de Control y Se-
guimiento de Sanciones, ya que se hace necesaria la evolu-
ción de las prisiones a instituciones de verdadero tratamien-
to social con sistemas de control, donde se tenga pleno
conocimiento de dónde pueda ser localizado el sancionado
y que solamente acuda a la institución para el control y se-
guimiento del cumplimiento de la sanción con trabajo a fa-
vor de la comunidad.

Lo anterior permitirá crear conciencia de que no solamente
existen instituciones como castigo, sino también con el ob-
jeto de dar al transgresor una oportunidad, mediante otros
métodos con los que pueda cumplir con su rehabilitación,
logrando el cambio a persona apta para la libertad con ade-
cuado equilibrio biopsicosocial y consiguiendo su idónea
reinserción al grupo, después de reparar el daño cometido.

Los sentenciados que gocen de sustitutivos penales y con-
dena condicional, deberán asistir obligatoriamente al área
de clínica de conducta de la institución de control, con la fi-
nalidad de que reciban asistencia psicosocial, a fin de refor-
zar todas las acciones tendientes a evitar la ruptura de su
convivencia significativa, fortaleciendo las esferas inte-
grantes de su propio entorno y su asistencia en la reparación
del daño a través del trabajo comunitario.

Los primodelincuentes por delitos no graves que en el caso
de los sentenciados federales se determinan por el tanto de
la pena prevista y en el caso de los del fuero común, por
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causar daños hasta aproximadamente 100 salarios mínimos;
en ambos casos, acogiéndose a un sustitutivo penal y al pa-
go de multa, reparación del daño y trabajo a favor de la co-
munidad, serán atendidos en cárcel abierta.

El programa de libertades anticipadas a presos federales por
posesión o transportación de drogas, siendo primodelin-
cuentes y habiendo cumplido las tres quintas partes de la
pena. También pueden acogerse a las reformas de los artí-
culos correspondientes, los acusados por portación de arma
de fuego cuando éste sea el único delito y así obtener el be-
neficio de libertad preparatoria, una vez reparado el daño,
en caso de que lo hubiera.

La reducción de la pena a los presos que realicen trabajo co-
munitario y paguen la reparación del daño podrá incidir en
dos casos:

a) En el momento en que el preso en cárcel de media segu-
ridad obtenga el beneficio preliberacional y continúe el
cumplimiento de la pena bajo esta modalidad. El resto de la
pena deberá cumplirlo con trabajo a favor de la comunidad
y control de conducta.

b) Aquellos que se acogen desde un principio a un sustituti-
vo penal de trabajo a favor de la comunidad, pagan la repa-
ración del daño y multa si les fue impuesta, serán controla-
dos en cárcel abierta.

A los individuos presos en cárceles de media seguridad que
durante su estancia en ésta trabajaron y posteriormente son
preliberados, los días de trabajo intramuros se les tomarán
en cuenta como suma del beneficio de remisión parcial de
la pena.

Finalmente el iniciante argumenta a favor de esta iniciativa
las siguientes consideraciones: 

1. La evolución democrática de México ha sido portado-
ra de cambios incuestionables en el método de gobierno.
Los avances en la lucha contra la corrupción, el desarro-
llo de prácticas de transparencia, la participación activa
de la sociedad en los procesos de gobierno y su influen-
cia en la toma de decisiones, son ahora componentes de
un estilo más cercano a las necesidades sociales y sensi-
bles para cumplir con sus demandas.

2. Una de las mayores expresiones de protesta social es
la restauración plena del Estado de derecho. La sociedad
exige que su gobierno le ofrezca seguridad, sin conce-

siones a la delincuencia, por eso no tolera la corrupción
y la impunidad. Su idea del fracaso de las políticas pú-
blicas en materia de seguridad pública y justicia, no es
artificial. Ella ha experimentado y sigue experimentando
ineficacia e incapacidad de las autoridades para enfren-
tar el fenómeno de la delincuencia y todas las demás
conductas atípicas que concurren a fomentarlo.

3. La reforma penal integral que se propone mediante la
aprobación de diversas iniciativas, tiene como objetivo re-
cuperar el prestigio del Estado y la confianza de la sociedad,
siempre que éste cumpla con integridad y eficiencia las fun-
ciones básicas de prevención, procuración y administración
de justicia. Sin embargo, también demanda que la fase rela-
tiva a la ejecución de penas cumpla con su objetivo de rea-
daptación social para que el delincuente no retorne a las ca-
lles a seguir cometiendo sus delitos.

4. En función de lo anterior, esa misma sociedad siente
que hay un descuido imperdonable para con la adminis-
tración carcelaria, ya que ésta debe inducir a la repara-
ción del daño y rehabilitar conductas para que las perso-
nas que por diversas circunstancias caen en esta
adversidad, no se pierdan como un pasivo social cada
vez más oneroso, sino que se reintegren y cumpla con
sus deberes de ciudadano y de persona humana.

5. La iniciativa de Ley sobre Ejecución de Penas y Rea-
daptación Social de Sentenciados tiene estos alcances. El
planteamiento central es la dignidad humana y sólo en
torno a ella caben las reformas legales e institucionales.
Es seguro que con las innovaciones que se proponen, las
entidades federativas y la Federación podrán adoptar po-
líticas del orden criminal, más acordes con la realidad
nacional con el fin de que las cárceles realmente se con-
viertan en centros de redención y no en escuelas del de-
lito.

b) Iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley
Reglamentaria del Artículo 18 Constitucional en mate-
ria del Sistema Penitenciario a cargo de la diputada
Adriana Sarur Torre, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México. Turnada a la Comisión
de Seguridad Pública, con opinión de la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública.

Considera necesaria la participación del sector privado en el
Sistema Penitenciario, ya que puede ser benéfica al interve-
nir en la construcción, operación y administración de las
cárceles en México. También se le encomendará la custodia
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de los reos en el interior del centro de reclusión y tendrá a
su cargo el control de acceso de personal y productos en el
exterior. Al mismo tiempo contará con áreas de producción
comercial, como parte de la pena y el tratamiento de rea-
daptación, recibiendo esta empresa privada encargada de la
administración penitenciaria, el correspondiente pago por la
prestación de sus servicios, que deberán ser mucho menores
a lo que actualmente eroga en la manutención del sistema
penitenciario.

La sociedad mercantil o cliente de la empresa encargada del
Sistema Privado de Administración Penitenciaria, pagará a
ésta por los servicios prestados y ésta a su vez, realizará por
los medios idóneos su pago a los reos que con su trabajo se
estén rehabilitando.

El trabajo que desarrolle el interno dentro del centro de re-
clusión será, conforme a lo previsto en el artículo 5º de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pa-
ra que en el tiempo restante del día pueda acudir a su tera-
pia psicológica, educarse y ejercitarse con regularidad.

En lo relativo al servicio médico, este será proporcionado
por la empresa prestadora del Servicio Privado de Adminis-
tración Penitenciaria, quién contará con los médicos nece-
sarios para conservar en optimo estado de salud al reo.

Todo lo referente a los procesos de licitación para elegir a
los particulares que construirán, operarán y administrarán
centros penitenciarios quedará sujeto a las leyes que actual-
mente rigen esta materia.

Por los argumentos anteriormente vertidos, es importante
resaltar los siguientes elementos de la propuesta normativa
consistentes en: 

Es una norma reglamentaria del artículo 18 constitucional.
Por tanto pretende dar cumplimiento a los cinco elementos
de la reinserción social: trabajo, capacitación para el traba-
jo, educación, salud y deporte. A excepción de este último,
el cual se maneja como estímulo, los demás elementos son
considerados como obligatorios en el proceso de reinser-
ción.

Por lo que refiere al trabajo se prevé que sea remunerado,
con estricto respeto a los derechos humanos y laborales del
interno y que sirva además, como un medio para el sosteni-
miento del reo durante su estancia en el Centro Penitencia-
rio. En cuanto al producto del trabajo se señala la prohibi-
ción de pago en efectivo, por lo que se establece la

obligación para los Oficiales del Caso como del Director
del Centro, para coadyuvar en la apertura de una cuenta en
alguna Institución Bancaria. Por ningún motivo se deberá
pagar un sueldo menor al trabajador penitenciario que por
la misma actividad trabajadores en libertad percibieran.

Se establece la obligación del Estado para crear y fomentar
mecanismos para la participación en este aspecto con cá-
maras de empresas y la sociedad en general. Se busca que
la producción de los Centros Penitenciarios pueda cubrir
necesidades en primera instancia, del abastecimiento de
bienes para los municipios, los Estados y la Federación.

Por otra parte, se prevé que las Secretarías del Trabajo y
Previsión Social, la de Salud, así como la de Educación
conjuntamente con la Secretaría de Seguridad Pública lle-
ven a cabo el diseño y elaboración de programas de trabajo,
de capacitación para el trabajo, de salud y educación para
los internos.

La participación en todas y cada una de las actividades que
conforman los medios del tratamiento de reinserción servi-
rán además, para establecer incentivos para la conmutación
de días de presión.

En cuanto a la participación ciudadana, la proponente con-
sidera necesaria la participación más activa de la sociedad.
Dicha participación es considerada en todos los aspectos, es
decir, no solo en la construcción de Centros Penitenciarios,
sino también la participación en los ámbitos administrativos
(dirección y seguridad del centro) y operativos (diseño,
aplicación y seguimiento del tratamiento de reinserción).

Por tanto, los lineamientos de construcción y de participa-
ción de los ciudadanos en la actividad penitenciaria deberán
ser determinados por la autoridad correspondiente (Secreta-
ría de Seguridad Pública), a fin de que los centros que se
pretendan construir cumplan, desde el punto de vista arqui-
tectónico, con los elementos necesarios para los fines de la
reinserción.

Más allá de los espacios con que debe contar cada Centro
Penitenciario la propuesta establece las bases mínimas del
proceso de reinserción.

Partiendo del Proceso de Recepción y Clasificación de ma-
nera clara, se trata de homologar los criterios que, diferen-
tes en cada centro, se establecen. Dicho proceso se llevará a
cabo a través de una Unidad Especial de Recepción y Cla-
sificación del Centro Penitenciario, dependiente de la Sub-
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secretaría de Sistema Penitenciario, y se regirá y agrupará a
través de una Unidad Central Especializada. 

Se busca que el Director del Centro Penitenciario tenga so-
lo funciones administrativas básicas y de seguridad y no
tenga injerencia alguna sobre el tratamiento de los internos;
lo anterior para evitar la disparidad de criterios en los trata-
mientos y actuaciones que pudieran repercutir de forma ne-
gativa en la reinserción del sentenciado.

Por lo que se refiere al tratamiento de reinserción este inicia
a partir de la recepción del procesado.

Esta función quedará a cargo en primera instancia de una
Unidad Especializada de Recepción y Clasificación del
Centro Penitenciario la cual, reportará y se coordinará con
una Unidad Central Especializada dependiente de la Subse-
cretaría del Sistema Penitenciario. Con ello se pretende te-
ner un control eficiente y homogéneo del proceso de rein-
serción social.

La etapa de Recepción tiene como fin la evaluación del in-
terno, con ello se pretende llevar a cabo la identificación de
las capacidades y necesidades del reo, determinar su nivel
de riesgo y el tipo de programa de reinserción que requiera.

La información que se obtenga será centralizada a través de
un Sistema de Administración Penitenciaria manteniéndose
informado tanto a las Unidades Especializadas y Central,
como al propio interno y al Juez de Ejecución.

En cuanto al tipo de programa de reinserción le será infor-
mado al interno y a todas las autoridades involucradas a fin
de que se encuentren en conocimiento del mismo facilitan-
do su seguimiento y constante evaluación.

Otra novedad incluida en la propuesta es la referente a la
creación del Oficial del Caso. Dicho funcionario peniten-
ciario dependerá de la Subsecretaría del Sistema Peniten-
ciario de forma directa y no tendrá relación de subordina-
ción con el Director del Centro. Entre sus funciones
encontramos la de seguimiento de las actividades diarias del
interno, la concentración de información relacionada con
las áreas en las que conviva el interno, registro de informa-
ción referente a incentivos y sanciones para el interno, tra-
bajo de colaboración el interno en el cumplimiento del pro-
grama de reinserción, así como la integración del
expediente de evaluación semestral del interno, entre otras.

También tiene injerencia en la determinación e imposición
de sanciones y de estímulos. Asimismo será quien deberá
mantener informado al Juez de Ejecución de Sentencia de
los avances y demás circunstancias relacionadas con el pro-
ceso de reinserción social.

El tratamiento deberá adecuarse al perfil del individuo y,
siempre velando por el respeto a sus derechos humanos.

Por lo que hace a la preliberación se establecen reglas que
permiten llevar a cabo acciones tendientes a la reinserción
social y vigilancia del interno.

Se crea la figura del Oficial de Vigilancia el cual tendrá a su
cargo el seguimiento puntual de la vida del interno durante
la etapa de preliberación. Este funcionario penitenciario de-
penderá la Unidad de Oficiales de Vigilancia de la Secreta-
ría de Seguridad Pública.

c) Iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley
Federal de Atención para las mujeres en Reclusión a
cargo de las diputadas Paz Gutiérrez Cortina y Josefina
Vázquez Mota, integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. Turnada a la Comisión de
Seguridad Pública, con opinión de la Comisiones de
Equidad y Género y de Presupuesto y Cuenta Pública.

En términos de las iniciantes, ante la grave situación que vi-
ven las mujeres recluidas, ya que son víctimas de constan-
tes violaciones a sus garantías individuales, lo cual se refle-
ja mediante actos de violencia físicos, mentales,
psicológicos, morales y sexuales, que se originan desde el
momento de su detención, la inequidad en la imposición de
las sentencias con respecto a los hombres, hasta su interna-
miento en los centros de readaptación social. 

Generalmente, las mujeres que viven en reclusión, han vi-
vido situaciones de pobreza, en muchos casos extrema, ig-
norancia, violencia, en otros casos viven en zonas rurales o
marginadas; donde el control social por parte de la religión,
los usos y costumbres, la familia y pareja imponen la idea
de que cuando una mujer comete un delito, es visto como
un pecado y por consiguiente debe compurgar su sentencia,
penitencia. En estas condiciones, es el mismo entorno social
el que las destierra de su mundo, situación que se recrude-
ce aún más cuando se encuentran en centros de readapta-
ción que se localizan fuera de su estado, contraviniendo el
artículo 18 constitucional, párrafo 6, ya que el olvido y el
abandono se vuelven una práctica cotidiana.
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Conforme a las estadísticas penitenciarias, generalmente
ocupan los porcentajes más bajos, actualmente conforman
el 5.12 % del total de la población en la República Mexi-
cana. De los 455 centros de readaptación social, 236 son
mixtos, es decir hay internas e internos, lo que provoca que
tengan que vivir su proceso o compurgar su sentencia en
pequeños lugares improvisados, como bodegas o galero-
nes, que pertenecen al área asignada a los hombres, lo que
da pie a múltiples abusos de los propios internos hacia las
mujeres, ya que al cohabitar en el mismo espacio físico, in-
dependientemente de estar separados por rejas o paredes,
se reproducen los estereotipos de género repitiendo los ro-
les sociales impuestos a la mujer (lavar ropa, cocinar, co-
ser, bordar), los cuales acepta y realiza ya sea por necesi-
dad económica, soledad o temor al maltrato. Asimismo, se
ven obligadas a compartir las áreas de servicio, como son
los sanitarios, regaderas, servicios médicos, áreas escola-
res, patios y cocinas, contraviniendo el artículo 18 cons-
titucional. En cuanto a la separación de hombres y muje-
res para compurgar su pena. Únicamente 13 centros son
exclusivos para internas, sin embargo estos centros ex-
clusivos para mujeres tampoco son óptimos, ya que los
centros son espacios pensados para hombres, por lo que
no atienden los requerimientos de la interna ni las de sus
hijos, esto en el caso de que le sea permitido mantenerlos
con ellas.

Respecto a los servicios médicos, la situación es muy gra-
ve, ya que los centros, no cuenta con un servicio especiali-
zado para las internas, en la mayoría no hay ginecólogos, ni
pediatras, ni instrumental médico básico, medicamentos ni
personal capacitado, y la información que se brinda a las in-
ternas sobre enfermedades cervicouterinas, menopausia,
cáncer de mama, etcétera dependerá más de la buena vo-
luntad del personal operativo que de una obligación reali-
zar, ya que en las Secretarías de Salud, los médicos no acep-
tan laborar en los centros.

En cuanto al tratamiento para su reinserción social, existen
también diversas discriminaciones algunas de ellas carentes
de perspectiva de género que no han sido atendidas.

Un factor importante que ha menguado el desarrollo educa-
tivo de las internas, se relaciona con su baja calidad y nula
eficiencia en los programas educativos, ya que no se han
implementado los mecanismos necesarios para sensibilizar
y motivar la participación de las internas en las actividades
académicas, ni adecuar los planes de estudio a las condicio-
nes de la población, por lo cual se puede observar que la in-
terna que accede a los estudios, lo hace más bien para obte-

ner algunos beneficios, (reducción de su condena). Además
de estas circunstancias, otro obstáculo que ha impedido el
desarrollo académico de las internas, tiene que ver con el
beneficio que les representa el realizar algún tipo de activi-
dad laboral ya que al desempeñar actividades de este tipo,
las autoridades computan el tiempo trabajado para una dis-
minución de la pena, además, por escasos que sean, obtie-
nen algunos recursos económicos por la prestación de sus
servicios. Esta situación es de clara discriminación ya que
además de la situación de abandono que viven, y por la cual
dependen de lo que puedan obtener ellas mismas, en la ma-
yoría de los casos las internas son el principal sustento de la
familia, lo que implica una doble carga para ellas.

En lo que respecta a los centros de readaptación social don-
de existe algún tipo de industria penitenciaria, se presentan
todo tipo de violaciones a las internas trabajadoras, ya que
al no estar incorporadas en la Ley Federal del Trabajo, no se
les concede ningún tipo de derecho como trabajadoras. Au-
nado a lo anterior los salarios que reciben, al no estar regu-
lados continuamente se viola su derecho de obtener un sa-
lario digno y por supuesto son insuficientes lo que
representa un problema social, ya que un alto porcentaje de
las mujeres privadas de su libertad son el sostén económico
de su familia (generalmente se encargan de la manutención
de sus hijos, ya sea que éstos se encuentren con ellas, si el
centro lo permite, o de los que se encuentren fuera). Asi-
mismo, las contadas empresas maquiladoras que se encuen-
tran en los centros de reclusión generalmente se instalan en
centros varoniles.

En cuanto al comportamiento que la interna muestra al in-
terior de los centros femeniles, es importante resaltar que si
bien es más demandante que el hombre en la exigencia de
prestación de servicios, principalmente médicos, también lo
es que es mucho más fácil de controlar, por lo que la go-
bernabilidad de los centros no se ve afectada, y en caso de
amotinamiento, lo que ha sucedido en contadas ocasiones
en décadas, este será para mostrar su inconformidad sobre
la atención que recibe y no para fugarse.

La situación de los hijos, es sin duda el aspecto que genera
mayor preocupación ya que en el caso de la mujer privada
de su libertad, se refleja inmediatamente en la disolución
del núcleo familiar (lo que no sucede con los hombres en la
misma situación). En estudios realizados en México se ha
comprobado que cuando un hombre va a prisión, los hijos
quedan al cuidado de la madre, frecuentemente compartien-
do el mismo techo con los hermanos. Cuando la madre va a
prisión, en cambio, los niños no quedan normalmente bajo
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el cuidado del padre, por lo que pierden tanto al padre co-
mo a la madre, y a menudo también a los hermanos, pues
estos suelen repartirse entre los familiares o enviarse a al-
guna institución.

Por lo anterior, existe una disparidad absoluta en cuanto a
las edades en que pueden permanecer con sus madres, ya
que mientras en una entidad sólo pueden permanecer los
primeros meses de vida, en otros como el Distrito Federal la
edad máxima en la que se les permite tenerlos es hasta los
5 años, esto por citar sólo ejemplos que permiten observar
la disparidad en los criterios, en otras entidades simplemen-
te no se permite que los menores permanezcan con sus ma-
dres, bajo el argumento de que los centros de readaptación
social no son lugares adecuados para la niñez debido a las
condiciones en que se vive, es pues un reconocimiento táci-
to de las autoridades de la vulnerabilidad que se vive. 

Cabe señalar que en el caso de que sí se les permita perma-
necer a su lado, no cuentan con recursos especiales para
ellos, duermen en las camas asignadas a sus madres, comen
de la comida dispuesta para ellas, no cuentan con servicio
médico pediátrico ya que dependen del servicio médico del
centro que no cuentan ni con el personal calificado, instru-
mental ni medicamento pediátrico, por otra parte, en cuan-
to al aspecto escolar sólo en algunos casos se cuenta con los
Centros de Desarrollo Infantil (Cendi), donde las carencias
de materiales didácticos, juegos y personal calificado son
absolutas.

Reconociendo que una de las principales causas de la gene-
ración de discriminación acumulada que enfrentan las mu-
jeres privadas de su libertad es la invisibilización desde el
contexto legal, pese a la existencia de la Ley que Establece
las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Senten-
ciados, siendo este el principal ordenamiento jurídico en
que se fundamenta la readaptación social en México, toda
vez que éste documento no responde a las necesidades rea-
les de las personas que se encuentran en situación de reclu-
sión y las mujeres no son consideradas como sujetas de de-
rechos en este ordenamiento. Aunado a lo anterior, esta ley,
únicamente toma en consideración, por su propia naturale-
za a las personas sentenciadas, dejando fuera de su ámbito
a las personas procesadas, quienes en la realidad conforman
aproximadamente 40 % de la población penitenciaria en la
República Mexicana, conforme a los datos del órgano ad-
ministrativo desconcentrado de prevención y readaptación
social de la Secretaría de Seguridad Pública. 

Por lo anterior, las iniciantes señalan que la falta de un or-
denamiento legal en el cual se contemple a las mujeres in-
ternas en los centros de readaptación social, es un requisito
sine qua non para que las diversas instituciones tanto a ni-
vel Federal como Estatal, involucradas en la atención que
como principio se les debe brindar, conforme al marco in-
ternacional, no se vean obligadas a cumplir cabalmente con
las atribuciones que les competen.

Por ello como parte de la armonización legislativa que re-
conoce los derechos de las mujeres de iure y de facto, la Ley
para la Protección de las Mujeres y sus hijas e hijos priva-
das de su libertad, obedece al reconocimiento de facto con
perspectiva de género y para garantizar el interés superior
de la infancia, que establezca las condiciones mínimas que
se deberán observar durante la estancia de las mujeres y sus
hijas e hijos en los centros femeniles de readaptación social
en el país.

En consecuencia las iniciantes señalan que con la expedi-
ción de esta Ley sería factible: 

* Crear un ordenamiento jurídico con el objeto de esta-
blecer la organización, operación y administración del
sistema penitenciario, respecto de las mujeres en reclu-
sión, para garantizar sus derechos humanos en condicio-
nes de igualdad y no discriminación, seguridad, discipli-
na, y orden. 

* Establecer que las medidas como la capacitación para
el trabajo, la educación, salud y deporte, procurarán el
tratamiento, la reinserción social y la prevención de la
comisión de delitos de las mujeres en reclusión. 

* Todos los centros femeniles de reinserción social de-
berán contemplar en su espacio arquitectónico, estable-
cimientos adecuados para el desarrollo laboral, de capa-
citación y de educación; así como los espacios
recreativos, deportivos y de salud idóneos para las muje-
res en reclusión, sus hijas e hijos. 

* La estancia de la mujer en reclusión en el centro de
observación y clasificación será por tiempo determina-
do, durante el cual se someterá a estudios médicos, si-
cológicos y sociales los cuales permitirán a las autori-
dades realizar un diagnóstico para clasificar y en su caso
implementar el tratamiento individualizado, realizado el
diagnóstico integral, se ubicará a la mujer en reclusión
en la estancia que corresponda, procurando integrarla a
un grupo cuyas características sean similares.
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Cabe señalar que adicionalmente fue estudiada y considera-
da la iniciativa con proyecto de Decreto que a continuación
se menciona:

a) Iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley
Federal de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad,
y se reforma y adiciona la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial de la Federación y la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal a cargo de la diputada Dolores
de los Ángeles Nazares Jerónimo, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. Turnada a las Comisiones Unidas de Justicia y Go-
bernación.

La diputada proponente explica que el sistema penitenciario
actual representa un gran costo económico y social, que no
readapta, no capacita para el trabajo, no educa, no dignifica
a la persona y lo más grave: no propicia la reparación del
daño causado a las víctimas, ni a la sociedad. Por ello, se
afirma con facilidad que las cárceles y reclusorios del país,
son verdaderas “universidades del crimen”.

Lo anterior es alarmante, y es prueba de que el sistema fe-
deral penitenciario lleva tiempo de ser cuestionado, pues se
han escuchado numerosas opiniones de destacados juristas,
académicos, funcionarios y políticos que afirman que es ne-
cesario impulsar las reformas a nuestro sistema de justicia
penal para que se establezca un nuevo sistema penitencia-
rio.

La preocupación por el problema penitenciario ha llevado a
legislar a nivel constitucional, ordenando un trato humano y
tomando la corriente de la resocialización, denominándola
reinserción social del delincuente, lo que se registró como
un avance fundamental en el sistema de justicia penal en
nuestro país.

Así la reforma y adición de diversas disposiciones a la
Constitución General de la República, publicadas en el Dia-
rio Oficial de la Federación, el 18 de junio del año 2008, tu-
vo como finalidad el mejorar el funcionamiento de las dife-
rentes instituciones que integran el Sistema de Justicia
Penal en México, encargadas de la seguridad pública, la
procuración e impartición de justicia, así como la ejecución
de las penas y medidas de seguridad.

El artículo quinto transitorio de la reforma de junio de 2008,
estableció un plazo de tres años, como máximo, para que
los sistemas penitenciarios, a nivel federal y local, puedan
hacer los cambios en su normatividad y en su implementa-

ción a fin de que los reclusos puedan gozar de los nuevos
derechos que les otorga la Constitución, derecho a la salud
y al deporte, así como el cambio del sistema de readapta-
ción por el sistema de reinserción.

Es por ello, que en nuestro carácter de legisladoras y legis-
ladores del Congreso de la Unión tenemos el firme com-
promiso de impulsar un marco jurídico que conlleve a la
creación de una Ley que comprenda un nuevo sistema de
ejecución de penas y medidas de seguridad, que incluya no
sólo el régimen individualizado, progresivo y técnico como
parte del sistema penitenciario, sino que también se redis-
tribuyan las atribuciones entre autoridades judiciales y ad-
ministrativas en materia de ejecución de penas y medidas de
seguridad.

La iniciativa de Ley Federal de Ejecución de Penas y Me-
didas de Seguridad que se propone a esta Soberanía, viene
a sustituir a la primera Ley que se promulgó a nivel federal
que fue la Ley de Normas Mínimas para la Readaptación
Social de Sentenciados del año de 1971. Es necesario que el
legislador atienda a la realidad social que viven los estable-
cimientos penitenciarios del país y dote al Estado de instru-
mentos jurídicos que contribuyan a garantizar la reinserción
social de los sentenciados, a efecto de que los estableci-
mientos ya no sean escuelas del crimen, y, en cambio lograr
la función rehabilitadora que se le asigna en la Constitución,
han de ser lugares donde concurran la salvaguarda de la se-
guridad, el orden y el respeto a la dignidad de los internos.

El objeto de esta iniciativa de Ley es que los internos ocu-
pen su tiempo productivamente y que contribuyan a los gas-
tos que genera su estancia en prisión; participen en activi-
dades educativas, culturales, recreativas y deportivas lo que
contribuirá a su reinserción social. Para ello, la propuesta
regula las autoridades en Materia de Ejecución de Sancio-
nes Penales, sus funciones y atribuciones así como el per-
sonal penitenciario que participe en la custodia de los inter-
nos, quienes deberán estar debidamente capacitados y
certificados, pues su trabajo es de alta responsabilidad y
eventualmente de alto riesgo.

Adicionalmente, desarrolla las bases sobre las cuales debe-
rá partir y sustentarse el tratamiento de reinserción social
del sentenciado y los beneficios penitenciarios como son: el
tratamiento en libertad, el trabajo en favor de la comunidad,
semilibertad, la multa, libertad condicional y sanciones res-
trictivas de derechos, atribuyéndole al Juez de Ejecución la
vigilancia y control de la legalidad en la ejecución de las pe-
nas y medidas de seguridad impuestas.
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Establecidos los antecedentes y el contenido de las iniciati-
vas citadas, los miembros de las Comisiones Unidas de Se-
guridad Pública y Justicia es pertinente señalar que para la
emisión del presente dictamen se consideran todos y cada
una de las iniciativas referidas anteriormente, pero sólo se
dictaminan las iniciativas señaladas en los antecedentes que
fueron turnadas en comisiones Unidas de Seguridad Públi-
ca y de Justicia.

Análisis y consideraciones

Primera. Los integrantes de las Comisiones Unidas de Se-
guridad Pública y Justicia entendemos que en nuestro país
se deben realizar una serie de cambios en sus instituciones
y en sus normas que son indispensables para el desarrollo
de un Estado Democrático y de Derecho garante de la lega-
lidad y respetuoso de los derechos humanos.

Segunda. En materia de justicia y seguridad pública, la lla-
mada Reforma Constitucional de Justicia de 2008 se con-
vierte en un instrumento guía para el desarrollo de los de-
más cambios normativos que se quieran realizar. 

Tercera. Las diputadas y diputados integrantes de la LXI
Legislatura del H. Congreso de la Unión hemos venido tra-
bajando con el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial y la so-
ciedad civil organizada para cumplir con los compromisos
que derivan de la mencionada Reforma, siendo el tema del
desarrollo de un nuevo sistema de reinserción social, regu-
lado en el artículo 18 de la Constitución y la generación de
la figura procesal que atienda el mandato contenido en el
tercer párrafo del artículo 21 constitucional el compromiso
más inmediato que debemos atender para cumplir con el
tiempo fijado en el “ artículo quinto transitorio” del decreto
de Reforma publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 18 de junio de 2008.

Cuarta. Conscientes de la urgencia, diversos legisladores
se han dado a la tarea de presentar una serie de iniciativas
para expedir la legislación secundaria que dé soporte a es-
tos temas y permita al H. Congreso de la Unión cumplir con
el compromiso dentro del plazo conferido para ello.

Quinta. La Presidencia de las Comisiones de Seguridad Pú-
blica y Justicia, respectivamente, instruyó a su cuerpo de
asesores realizar un estudio pormenorizado de todas las ini-
ciativas con proyecto de decreto que tuvieran relación, di-
recta o indirectamente, con el tema carcelario, la ejecución
y aplicación de penas y la reinserción social, para conocer
el sentir de otros legisladores y los diferentes enfoques con-

ceptuales y metodológicos que emplean para su desarrollo.
Asimismo, se les instruyó recabar datos sobre la problemá-
tica carcelaria que actualmente existe en nuestro país y ce-
lebrar reuniones de trabajo con servidores públicos del Go-
bierno Federal para conocer las acciones implementadas y
los cambios que se vienen efectuando para atender la pro-
blemática carcelaria nacional.

Sexta. En esta lógica, se concluye que las iniciativas que
fueron descritas en el apartado de antecedentes del cuerpo
del presente dictamen, aunque varían en su estructura y en
el uso de algunos términos, permiten dar cumplimiento al
artículo quinto transitorio del decreto que reforma diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos de 18 de junio de 2008, al atender bajo
fines y objetivos análogos el problema de la reinserción so-
cial y la ejecución de las penas. Por tanto, estas Comisiones
Unidas de Seguridad Pública y Justicia consideran proce-
dente emitir un dictamen en sentido positivo que fusione, a
través de la técnica legislativa y las aportaciones de las cien-
cias penitenciarias, las principales aportaciones operativas,
administrativas, de organización, de seguridad y de infraes-
tructura con mira a la elaboración de un proyecto de ley que
modernice el funcionamiento y la operatividad de los cen-
tros federales de reinserción social. }

Séptima. Para ello, se efectuó un análisis sistemático de las
iniciativas en su conjunto, ubicando las atribuciones confe-
ridas a las autoridades penitenciarias y a los denominados
“jueces de ejecución”. Posteriormente, se detectaron las si-
militudes y divergencias en aquellos temas que tienen que
ver con el ámbito de aplicación, definiciones, autoridades
responsables, profesionalización del personal, mujeres en
reclusión, procedimientos, medios de impugnación de actos
de autoridad, estructura jerárquica, así como lo relativo a la
seguridad y la compurgación de las penas, siendo estos dos
temas el eje clave para el buen funcionamiento de todo cen-
tro penitenciario. Como complemento, se hizo una serie de
consultas a las autoridades responsables de administrar los
centros penitenciarios federales para conocer un diagnósti-
co sobre estado actual de las cárceles en el país.

Octava. Es oportuno señalar que se hizo una revisión his-
tórica de las reformas hechas a la legislación penitenciaria,
detectándose que salvo algunas pequeñas actualizaciones,
la Ley que establece las Normas Mínimas sobre Rea-
daptación Social de Sentenciados (1971) no ha sufrido
ningún cambio de fondo desde la entrada en vigor de. Si
bien es cierto que en su momento esta Ley sentó las bases
de un conjunto de cambios que beneficiaron a la población
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penitenciaria, también lo es que han pasado más de 40 años
sin que se haya contemplado ningún otro instrumento nor-
mativo adicional para darle efectividad a la operación y la
administración penitenciaria.

Novena. Este olvido ha producido un gran número de pro-
blemas, particularmente a nivel estatal, siendo la principal
exigencia ciudadana el transformar las cárceles de “univer-
sidades del crimen” a centros de reinserción social. Para
ello, requerimos no sólo de una moderna política criminal,
sino también de la aprobación inmediata de normas que res-
pondan a las necesidades operativas y de administración de
un centro penitenciario. A contrario sensu no tendremos
verdaderos centros de reinserción social si no construimos
primero una organización basada en principios, normas e
instrumentos para la ejecución de las penas privativas de la
libertad, las medidas especiales de seguridad y vigilancia,
así como del seguimiento y control de quienes obtuvieron
algún beneficio o preliberación. Es decir, debemos contar
con una nueva Ley Federal que establezca y formalice en su
articulado la existencia de un “Sistema Penitenciario Fede-
ral” y sus dos vértices: la reinserción social y la ejecución
de pena. Todas estas figuras son parte de la reforma de ju-
nio de 2008. 

Décima. Aunque existen varios caminos para atender este
anacronismo legal, las Comisiones Unidas de Seguridad
Pública y Justicia consideraron viable presentar al Pleno de
la Cámara de Diputados una nueva ley que incorpore la Ley
que establece las Normas Mínimas sobre Readaptación So-
cial de Sentenciados, las diversas propuestas hechas por los
diputados y diputadas de esta LXI Legislatura y las pers-
pectivas del Poder Ejecutivo bajo un diagnóstico de la si-
tuación penitenciaria actual, cuya denominación es: Ley
Federal del Sistema Penitenciario y Ejecución de San-
ciones.

Décima Primera. El ámbito de validez se enfoca al Fede-
ral para aprovechar las ventajas operativas que ofrecen los
Centros Federales, los cuales, en comparación con lo que
ocurre a nivel estatal, han venido funcionando prácticamen-
te sin incidentes. Basarnos en la estructura federal no sólo
permite utilizar lo que funciona bien, sino potenciarlo para
que su modernización le de mayor crecimiento y fortaleza
en infraestructura, capacidades y atribuciones. Todo, bajo el
principio de que la norma debe garantizar la seguridad y el
respeto a los derechos humanos de los internos. En un futu-
ro mediato, esta Ley Federal del Sistema Penitenciario y
Ejecución de Sanciones, deberá ser replicada a nivel esta-
tal, pero tomando en cuenta las particularidades que existen

en cada una de las Entidades Federativas. La Conferencia
Nacional del Sistema Penitenciario es la vía idónea para su
réplica. Trabajar a la inversa, implica un gasto de recursos
y tiempo innecesarios, además de que no permitiría el desa-
rrollo de un modelo penitenciario –el federal- que ha dado
buenos resultados.

Décima Segunda. Al analizar la iniciativa con proyecto de
decreto que expide la Ley Federal de Ejecución de San-
ciones Penales a cargo del diputado José Luis Ovando
Patrón, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, las Comisión dictaminadora considera importan-
te hacer suyas diversas propuestas para el desarrollo del
nuevo sistema de reinserción social, el tratamiento de las
adicciones, la recepción y clasificación de los internos, de-
terminadas propuestas para el desarrollo del trabajo, la ca-
pacitación, la salud, la educación y el deporte; así como al-
gunos supuestos relativos a las faltas cometidas por el
personal penitenciario en el ejercicio de su encargo.

Décima Tercera. La iniciativa con proyecto de decreto
que expide a cargo del Ejecutivo Federal, es necesario con-
tar con una Ley que norme el diseño, organización, opera-
ción y funcionamiento de la infraestructura penitenciaría fe-
deral, a la par de establecer criterios generales para que las
instalaciones y el personal penitenciario sean los idóneos
para aplicar el nuevo modelo de reinserción plasmado por
la reforma de junio de 2008 al artículo 18 de nuestra Cons-
titución Federal. La creación de un marco normativo espe-
cífico permitirá garantizar la seguridad y el adecuado fun-
cionamiento de los centros penitenciarios federales, bajo un
régimen de disciplina estricto pero respetuoso de los dere-
chos humanos, facilitando, a la vez, una administración efi-
ciente, transparente y coordinada con todas las autoridades
involucradas en el tema penitenciario. El proyecto que se
presenta busca desarrollar un nuevo esquema legal que in-
cluye al Poder Judicial de la Federación a través de jueces
especializados que, en su caso, modifiquen y determinen la
duración de la pena, esquema que debe ser acorde con el
nuevo sistema penal acusatorio adversarial previsto en
nuestra Constitución Federal, en donde se privilegian medi-
das alternas a la reclusión que contribuyen a la disminución
de la población penitenciaria con total respeto al Estado de
Derecho y privilegiando el fortalecimiento de la credibili-
dad de las instituciones encargadas del Sistema Penitencia-
rio.

Décima Cuarta. En conjunto, el Sistema Penitenciario Fe-
deral, al interior de los Centros Federales de Reinserción
Social, no registra sobrepoblación, empero, está llegando a
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una fase en la que no será posible el ingreso de más inter-
nos sin la ampliación y construcción de más instalaciones
penitenciarias, por ello la propuesta que se dictamina en es-
te documento desarrolla un modelo que tiende al creci-
miento y la sustentabilidad. La siguiente tabla muestra la
población actual:

Décima Quinta. El objeto de Ley Federal del Sistema Pe-
nitenciario y Ejecución de Sanciones fue pensado para
atender de los parámetros constitucionales contenidos en
los artículos 18 segundo párrafo y 21 tercer párrafo. Para tal
fin se faculta al Poder Ejecutivo para atender la ejecución
de las penas privativas y restrictivas de la libertad; y, al Po-
der Judicial, para atender la modificación y duración de las
penas. Esta división se puede apreciar con mayor precisión
al hacer el desglose de facultades. Por ejemplo, al Juez le
corresponde: Realizar el cómputo de la duración de las pe-
nas o medidas de seguridad tomando en consideración la in-
formación técnico-jurídica que le proporcione el Órgano;
Modificar las penas; Aplicar la ley más favorable a los sen-
tenciados, modificando la pena, cuando les resulte benéfica;
Tramitar y resolver los incidentes promovidos en materia de
modificación y duración de las penas así como el procedi-
miento jurisdiccional de ejecución; A su vez, a la autoridad
penitenciaria le compete: Aplicar el procedimiento de clasi-
ficación y reclasificación; entregar al Juez la información
técnico-jurídica para la realización del cómputo de la dura-
ción de las penas; Autorizar el acceso a particulares y auto-
ridades a los Complejos, Centros e Instalaciones Peniten-
ciarias; imponer las sanciones a los Internos por violación
al régimen de disciplina; Ejecutar, controlar y vigilar las
sanciones privativas de la libertad que imponga la autoridad
jurisdiccional competente; entre otras.

Décima Sexta. La ley define lo que es el Sistema Peniten-
ciario Federal, su administración y la forma de operación de
los complejos, Centros e Instalaciones Penitenciarios, mis-
mos que tendrán nuevos niveles de seguridad y custodia,
destacando los niveles 5, máxima y 6 súper máxima, en los
que se internarán a secuestradores y otros miembros de la
delincuencia organizada así como a internos del fuero co-
mún a quienes se les apliquen medidas de vigilancia espe-
cial y especiales de seguridad.

Décima Séptima. La homologación de los niveles de segu-
ridad surge de la necesidad de incluirlas para su regulación
jurídica en este Proyecto de Ley, por constituirse en una de
las bases fundamentales de la infraestructura penitenciaria
nacional, que permitirá su adecuada construcción y funcio-
namiento. Esto permitirá aplicar la Atención Técnica Inter-
disciplinaria que requiera, de conformidad con los niveles
de intervención, basados en los Programas de Reinserción y
Tratamiento, sobre la base de los ejes de la reinserción, el
trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la sa-
lud y el deporte.

Decima Octava. Otro de los problemas recurrentes en tor-
no de los Centros Penitenciarios de nuestro país, lo consti-
tuye el establecimiento irregular de comercio y construc-
ción alrededor de los centros. La Ley prevé esta
problemática, regulando las zonas territoriales de los com-
plejos y centros penitenciarios federales, que comprenden
áreas de seguridad y protección que no podrán ser ocupadas
por particulares.

Décima Novena. En cuanto a la reinserción social la pro-
puesta se basa en un el nuevo Sistema de Reinserción a tra-
vés de un método de clasificación objetiva, para determinar
los Niveles de Atención Técnica Interdisciplinaria, aplicada
mediante Programas de Reinserción y Tratamientos, con
base en el trabajo, la capacitación para el mismo, la educa-
ción, la salud y el deporte, lo que se realizará de la forma si-
guiente:

a) Evaluación de los internos de manera objetiva, me-
diante la utilización de valoraciones técnicas por los es-
pecialistas de las áreas de salud mental, médica, educati-
va y laboral.

b) Análisis del historial delictivo del interno, para deter-
minar el nivel de custodia al que será asignado en el
complejo o centro penitenciario federal.
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c) Obtención de los niveles de custodia y de atención a
la población penitenciaria en los cinco ejes de reinser-
ción (niveles de intervención), para proceder a la clasifi-
cación del interno.

d) Asignación del complejo o centro penitenciario fede-
ral al que habrá de enviarse al interno, para aplicársele la
Atención Técnica Interdisciplinaria que requiera, me-
diante su clasificación objetiva.

e) Aplicación a los internos de la Atención Técnica In-
terdisciplinaria (programas de reinserción y tratamien-
tos) la cual determinará su evolución o involución, lo
que permitirá hacer la propuesta de permanencia, au-
mento o disminución en el nivel de custodia y seguridad
que deberá aplicársele.

f) Implementación a los sentenciados próximos a obtener
su libertad de los Programas de Preliberación, para
orientarlos en su transición a la sociedad.

g) Diseño del Programa de Reincorporación aplicado a
liberados por un sustitutivo o beneficio, mediante la asis-
tencia social que se les brinde.

h) Establecimiento de libertad vigilada a través del Plan
de Supervisión, de conformidad con el nivel de riesgo
determinado al sentenciado federal en libertad.

Vigésima. Una de las demandas más recurrentes de la so-
ciedad tiene que ver no solo con la reparación del daño a las
victimas sino también con la exigencia de hacer que los in-
ternos adquieran las habilidades y destrezas necesarias para
realizar actividades productivas e industriales. El proyecto
de ley contiene el desarrollo de un programa de industria
penitenciaria que permita reparar el daño causado a la so-
ciedad, contribuyan a la manutención de sus familias, gene-
ren un ahorro personal y faciliten para la reinserción a la co-
munidad.

Vigésima Primera. Por primera una ley federal elabora un
catálogo de obligaciones y derechos de los internos proce-
sados y sentenciados, pero también de manera particular re-
gula el tema de las mujeres en reclusión. Adicionalmente, el
proyecto enuncia las correctivos disciplinarios y el procedi-
miento legal para su imposición, terminando esto con el
abuso y las arbitrariedades que por mucho tiempo han sido
un elemento violatorio de los derechos humanos de los in-
ternos, garantizando con ello el orden, control y la discipli-

na al interior de los complejos y centros penitenciarios fe-
derales.

Vigésima Segunda. El establecimiento del procedimiento
jurisdiccional de ejecución en el cual estará representado el
sentenciado por un defensor público o privado, para el ofre-
cimiento y desahogo de pruebas que sirvan de fundamento
al juez de ejecución para dictar las resoluciones respectivas
para la negativa o concesión de sustitutivos o beneficios así
como el derecho de interponer recurso de alzada.

Vigésima Tercera. La sociedad exige servidores públicos
capacitados y profesionales que salvaguarden su seguridad,
por ello el proyecto contempla la carrera penitenciaria, es
decir, un sistema obligatorio y permanente conforme al cual
el personal penitenciario será sujeto a procedimientos de re-
clutamiento, selección, ingreso, formación, certificación,
permanencia, evaluación, promoción y conocimiento; así
mismo contempla el régimen disciplinario que aplicará las
sanciones en el caso de incumplimiento al catalogo de de-
beres del personal penitenciario que será sustanciado por un
Consejo de Desarrollo Penitenciario.

Vigésima Cuarta. Por lo que hace al impacto presupuesta-
rio, cabe mencionar que respecto de las iniciativas presen-
tadas por el diputado José Luis Ovando Patrón y del Ejecu-
tivo Federal estas Comisiones Unidas retoma la valoración
del impacto presupuestal hecha a ambas y considera proce-
dente la incorporación de un artículo quinto transitorio que
delimite el uso de los recursos públicos. Por tanto, a la en-
trada en vigor de esta Ley, no se requerirán recursos adicio-
nales para tales efectos, razón por la cual las dependencias
involucradas deberán realizar las adecuaciones en su presu-
puesto actual.

Por lo anteriormente expuesto, considera procedente reali-
zar las modificaciones aludidas en párrafos precedentes y
en términos de lo antes expuesto, someter a la consideración
de esta Asamblea, el siguiente:

Proyecto de decreto por el que se expide la Ley Federal
del Sistema Penitenciario y Ejecución de Sanciones; y se
adiciona el artículo 50 Quáter a la Ley Orgánica del Po-
der Judicial de la Federación.

ARTÍCULO PRIMERO. Se expide la Ley Federal del
Sistema Penitenciario y de Ejecución de Sanciones.
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Ley Federal del Sistema Penitenciario y Ejecución de
Sanciones

Título Primero
Del Objeto y Ámbito de Validez

Capítulo Único
De Las Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de apli-
cación en todo el territorio nacional, y tiene por objeto esta-
blecer las bases legales del Sistema Penitenciario Federal, la
administración de la prisión preventiva, punitiva, así como
las medidas de vigilancia especial. 

La ejecución de las penas privativas y restrictivas de la li-
bertad corresponde al Poder Ejecutivo. La modificación y
duración de las penas corresponde al Poder Judicial en tér-
minos de la presente Ley.

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Atención Técnica Interdisciplinaria, a la aplicación de
programas de reinserción y tratamientos;

II. Comisionado, al Titular del Órgano de Administra-
ción y Seguridad Penitenciaria Federal;

III. Constitución, a la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos;

IV. Interno, el varón o la mujer en prisión;

V. Juez, al Juez de Ejecución;

VI. Ley, a la presente Ley Federal del Sistema Peniten-
ciario y Ejecución de Sanciones;

VII. Ley General, a la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública;

CIII. Nivel de Intervención, a los niveles de necesidad de
atención al Interno en los cinco ejes de reinserción;

IX. Órgano, al Órgano de Administración y Seguridad
Penitenciaria Federal y las áreas que lo integran;

X. Personal Penitenciario, al personal de las áreas de se-
guridad, técnico, jurídico, administrativo y demás que

requiera para su operación el Sistema Penitenciario Fe-
deral;

XI. Programa de Reinserción, al conjunto de estrategias
y acciones diseñadas con base en el trabajo, la capacita-
ción para el mismo, la educación, la salud y el deporte
como medios para procurar la reinserción de sentencia-
dos y preliberados a la sociedad;

XII. Reglamento, al Reglamento de la presente Ley;

XIII. Secretaría, a la Secretaría de Seguridad Pública del
Gobierno Federal;

XIV. Sistema Penitenciario, al Sistema Penitenciario Fe-
deral, y

XV. Tratamiento, a los medios utilizados con la finalidad
de curación de enfermedades en la población interna.

Artículo 3. La aplicación de las disposiciones de la presen-
te Ley es competencia del Poder Judicial de la Federación y
de la Secretaría, a través del Órgano, en los siguientes tér-
minos:

A. Corresponde al Juez:

I. Realizar el cómputo de la duración de las penas o me-
didas de seguridad tomando en consideración la infor-
mación técnico-jurídica que le proporcione el Órgano;

II.  Modificar las penas, basándose en el dictamen emiti-
do por el Órgano, que contendrá al menos los niveles de
intervención aplicados a los sentenciados en los cinco
ejes de la reinserción, así como el resultado de la Aten-
ción Técnica Interdisciplinaria, y en su caso, con las
pruebas que ofrezca el interno;

III. Solicitar al Órgano cualquier información relativa al
Programa de Reinserción aplicado a los Internos;

IV. Aplicar la ley más favorable a los sentenciados, mo-
dificando la pena, cuando les resulte benéfica;

V. Tramitar y resolver los incidentes promovidos en ma-
teria de modificación y duración de las penas, en el pro-
cedimiento jurisdiccional de ejecución;
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VI. Conocer y resolver sobre las propuestas de solicitu-
des de reconocimiento de beneficios que supongan una
modificación en las condiciones de cumplimiento de la
condena;

VII. Ordenar la detención del sentenciado en libertad
que, en los términos de la presente Ley, no cumpla con
las condiciones impuestas para gozar del beneficio preli-
beracional;

VIII. Garantizar a los sentenciados su defensa en el pro-
cedimiento de ejecución, informándoles su derecho a de-
signar un defensor; en caso de no hacerlo, se le nombra-
rá un defensor público;

IX. Decretar como medida de seguridad, a petición del
Órgano, la custodia del Interno que padezca enfermedad
mental de tipo crónico, continuo e irreversible a cargo de
una institución del sector salud, representante legal o tu-
tor debidamente acreditado, para que se le brinde aten-
ción, trato y tratamiento de tipo asilar;

X. Otorgar el sustitutivo penal, siempre que se reúnan los
requisitos establecidos en esta Ley y demás ordenamien-
tos aplicables, y

XI. Aquéllas que determine la presente Ley y demás dis-
posiciones legales aplicables.

B. Corresponde al Órgano:

I. Aplicar el procedimiento de clasificación y reclasifica-
ción a fin de determinar la Atención Técnica Interdisci-
plinaria y el nivel de seguridad, custodia e intervención
más apropiado para los Internos;

II. Entregar al Juez la información técnico-jurídica para
la realización del cómputo de la duración de las penas;

III. Emitir el dictamen que contenga al menos los nive-
les de intervención aplicados a los sentenciados en los
cinco ejes de la reinserción, así como del resultado de la
Atención Técnica Interdisciplinaria;

IV. Enviar a la autoridad jurisdiccional la información
requerida respecto de la Atención Técnica Interdiscipli-
naria que se aplique a los sentenciados;

V. Enviar a la autoridad jurisdiccional la información
que le sea requerida respecto del sistema de reinserción
que se aplique a los Internos;

VI. Autorizar el acceso a particulares y autoridades a los
Complejos, Centros e Instalaciones Penitenciarias, quie-
nes deberán acatar sin excepción en todo momento las
disposiciones reglamentarias y de seguridad aplicables;

VII. Imponer las sanciones a los Internos por violación
al régimen de disciplina;

VIII. Realizar las propuestas o hacer llegar las solicitu-
des de reconocimiento de beneficios que supongan una
modificación a las condiciones de cumplimiento de la
pena o una reducción de la misma a favor de los Inter-
nos;

IX. Presentar a la autoridad jurisdiccional, el diagnóstico
en que se determine el padecimiento físico mental cróni-
co, continuo, irreversible y con tratamiento asilar que
presente un Interno;

X. Solicitar a la autoridad jurisdiccional el externamien-
to del Interno que padezca enfermedad mental de tipo
crónico, continuo e irreversible; se entenderá por exter-
namiento, al acto a través del cual se autoriza la salida
del Interno del Complejo Centro, o Instalación Peniten-
ciaria;

XI. Ejecutar, controlar y vigilar las sanciones privativas
de la libertad que imponga la autoridad jurisdiccional
competente;

XII. Verificar y controlar el cumplimiento de la vigilan-
cia personal y monitoreada a los procesados en libertad
y preliberados;

XIII. Proponer, en el ámbito de su competencia, la cele-
bración de convenios con sus homólogas de las entida-
des federativas;

XIV. Aplicar las sanciones penales impuestas por órga-
nos jurisdiccionales del fuero común y que se cumplan
en establecimientos federales en virtud de los convenios
establecidos para ello;

XV. Determinar la Atención Técnica Interdisciplinaria
aplicable para la ejecución de la sanción penal impuesta

Año III, Segundo Periodo, 17 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados174



por la autoridad jurisdiccional competente y que sea
aplicada por la autoridad penitenciario de las entidades
federativas, sobre la base de los convenios respectivos;

XVI. Dirigir, organizar, supervisar y controlar el funcio-
namiento y operación de los Complejos, Centros e Insta-
laciones Penitenciarias;

XVII. Atender la petición de la autoridad jurisdiccional
o ministerial competente para reubicar a Internos a quie-
nes deban aplicarse medidas especiales de protección pa-
ra garantizar su integridad, con motivo de la investiga-
ción o proceso correspondiente, y

XVIII. Aquéllas que determine la presente Ley y demás
disposiciones legales aplicables.

Artículo 4. El Sistema Penitenciario Federal es el conjunto
de principios, normas e instrumentos para la organización y
ejecución de la prisión preventiva y de otras medidas caute-
lares personales vinculadas a la vigilancia, de las sanciones
penales que importan privación o restricción de la libertad
individual, de las medidas especiales de seguridad y vigi-
lancia, así como del seguimiento, control y vigilancia de los
preliberados, integrada por órganos y autoridades encarga-
das de la reinserción. 

Artículo 5. Los servicios de seguridad, administración, di-
rección, y demás que corresponda prestar a la Secretaría en
los complejos, centros e instalaciones penitenciarias, no po-
drán ser subrogados de forma alguna. 

Artículo 6. Los servicios de alimentación y vestimenta que
de manera indirecta contribuyan al funcionamiento y opera-
ción de los complejos, centros e instalaciones penitenciarias
destinadas a la función penitenciaria podrán ser contratados
en términos de las disposiciones aplicables.

Ningún otro servicio será materia de contratación privada.

Artículo 7. El Sistema Penitenciario comprende los si-
guientes elementos:

a) Internos;

b) Personal penitenciario;

c) Organización y funcionamiento de complejos, Centros
e instalaciones penitenciarias federales;

d) Infraestructura penitenciaria;

e) Atención Técnica Interdisciplinaria, y

f) Los demás que determine la presente Ley y otras dis-
posiciones legales aplicables.

Título segundo
Del Sistema Penitenciario

Capítulo I
Del Servicio Federal de Seguridad Penitenciaria

Artículo 8. La Secretaría contará con un servicio federal de
seguridad penitenciaria a efecto de:

I. Planear, ejecutar, supervisar y evaluar las funciones,
procesos y actividades necesarias para operar y mantener
las condiciones de seguridad interna, perimetral y exte-
rior de toda la infraestructura penitenciaria federal;

II. Diseñar y ejecutar en términos de la presente Ley,
operaciones de traslados de procesados y sentenciados,
así como las operaciones especiales que demande la se-
guridad penitenciaria en los procesos cotidianos de ope-
ración o en situación de contención;

III. Recopilar, almacenar, procesar y analizar informa-
ción que permita prevenir y combatir la comisión de de-
litos dentro y desde los complejos y centros penitencia-
rios federales;

IV. Organizar al personal que preste servicios de seguri-
dad y custodia en los complejos, centros e instalaciones
penitenciarias, y

V. Realizar todas aquellas funciones inherentes a la se-
guridad penitenciaria que determinen otras disposiciones
legales aplicables y el Secretario.

Capítulo II
De la Administración Penitenciaria

Artículo 9. La administración penitenciaria tiene como
función la clasificación y orden de los complejos, centros
e instalaciones penitenciarias federales, la distribución de
los Internos acorde a su nivel de seguridad, custodia e in-
tervención; la operación de la prisión preventiva, punitiva
y el seguimiento, control y vigilancia personal y monito-
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reada de los sujetos con medidas cautelares personales y
preliberados.

Artículo 10. La Secretaría garantizará una estancia digna y
segura a los internos dentro de los complejos o centros pe-
nitenciarios federales, de conformidad al nivel de seguri-
dad, custodia e intervención manteniendo el orden, control
y disciplina, por tal razón se deberá:

I. Prohibir que el personal de seguridad ejerza funciones
que son propias del personal técnico y jurídico;

II. Limitar el contacto entre el personal de seguridad y
los Internos a los fines exclusivos de la vigilancia del or-
den y del apoyo al personal técnico y jurídico;

III. Concretar las funciones del personal técnico a la
Atención Técnica Interdisciplinaria;

IV. Observar que el personal administrativo realice sólo
funciones que le son propias a su cargo o comisión, y

V. Las demás que determine el reglamento y demás dis-
posiciones aplicables.

El personal penitenciario mantendrá trato con los Internos,
familiares, visitas y defensores, única y exclusivamente en
el ámbito de sus funciones.

Artículo 11. La administración penitenciaria comprende el
cumplimiento de la prisión preventiva y punitiva, así como
el seguimiento, control y vigilancia personal o monitoreada
de los procesados en libertad y preliberados. 

Artículo 12. La prisión preventiva es una medida cautelar
personal restrictiva de la libertad decretada por la autoridad
judicial, la cual se cumplirá en un complejo o centro peni-
tenciario federal.

Artículo 13. La ejecución de la pena privativa de libertad
decretada por la autoridad jurisdiccional en sentencia defi-
nitiva estará a cargo de las autoridades penitenciarias, y de-
berá cumplirse en los complejos y centros penitenciarios fe-
derales, o lugares previamente establecidos para esos fines.

Artículo 14. El Órgano con sus recursos humanos, tecnoló-
gicos, materiales y financieros dará seguimiento, controlará
y vigilará las obligaciones impuestas a los procesados en li-
bertad por la aplicación de una medida cautelar personal,

distinta a la prisión preventiva, y a los preliberados al ha-
bérseles concedido un sustitutivo o beneficio.

Capítulo III
De la Operación Penitenciaria

Artículo 15. La operación penitenciaria es el conjunto de
estrategias, programas, procesos, procedimientos y accio-
nes, que a través de su infraestructura, tecnología y perso-
nal penitenciario cumple con el fin del Sistema Penitencia-
rio. 

Artículo 16. En los complejos, centros e instalaciones pe-
nitenciarias federales queda prohibida la introducción, uso,
consumo, fabricación, cultivo, posesión o comercio de es-
tupefacientes, psicotrópicos, sustancias tóxicas, bebidas
embriagantes y drogas de diseño; así como la introducción,
uso, posesión y fabricación ilegal de armas, explosivos y en
general, todo artefacto que esté contenido en los manuales
correspondientes y que se considere que ponga en riesgo la
integridad física de cualquier persona que se encuentre en el
interior o vulnere la seguridad de los mismos, así como la
infraestructura penitenciaria.

Sección Primera
De la Infraestructura Penitenciaria

Artículo 17. La infraestructura penitenciaria es el conjunto
de edificios y áreas que conforman la organización, el dise-
ño, las instalaciones, el equipamiento y la construcción de
espacios para los procesados, sentenciados y preliberados.
La infraestructura debe permitir la realización de activida-
des con seguridad y dignidad, permaneciendo en tiempo y
espacio con criterios de sustentabilidad.

Artículo 18. La infraestructura penitenciaria se diseñará o
adaptará conforme a los niveles de seguridad, custodia e in-
tervención. El equipamiento de las instalaciones deberá ser
acorde con la clasificación de los Internos.

Artículo 19. La infraestructura penitenciaria está compues-
ta por:

I. Complejo penitenciario federal, concebido como el es-
pacio arquitectónico en el cual confluyen en la misma
área, dos o más centros o instalaciones penitenciarias fe-
derales con distintos niveles de seguridad y custodia.
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II. Centro penitenciario federal, entendido como el espa-
cio arquitectónico en el cual se podrá contar con módu-
los de uno o más niveles de seguridad y custodia. 

III. Instalaciones penitenciarias federales, son todos
aquellos espacios físicos que tienen como finalidad lle-
var a cabo la operación y administración penitenciaria. 

Artículo 20. La infraestructura penitenciaria femenil se di-
señará de acuerdo al nivel de seguridad, custodia e inter-
vención de las internas, y contará con instalaciones propias
de su género.

Artículo 21. Dentro de la infraestructura penitenciaria fe-
menil deberán existir módulos con estancias unitarias, es-
peciales para mujeres embarazadas, así como área médica
materno-infantil y, siempre que el nivel de seguridad, cus-
todia e intervención lo permita, con áreas de visita y convi-
vencia para sus hijos menores.

Artículo 22. En los complejos y centros penitenciarios fe-
derales existirán módulos en los que se apliquen medidas
especiales de protección para garantizar la integridad física
de los internos que las requieran con motivo de la investi-
gación o de los juicios, de conformidad con el nivel de se-
guridad y custodia asignado. 

Artículo 23. En la infraestructura penitenciaria las caracte-
rísticas de los niveles de seguridad de la institución permi-
tirán resguardar, proteger y asistir al individuo privado de su
libertad, de acuerdo a la observación y supervisión requeri-
da para su nivel de custodia. 

Artículo 24. Los complejos o centros penitenciarios fede-
rales tendrán para la seguridad exterior: torres de vigilancia,
rondín interior y exterior, controles de acceso y perímetro
de seguridad, entre otros.

Artículo 25. El complejo o centro penitenciario federal
contará con los siguientes tipos de seguridad: 

a) Seguridad instrumental, es la incorporación de ele-
mentos que provean auxilio importante para el fortaleci-
miento de la infraestructura y optimicen la capacidad de
respuesta ante situaciones anómalas;

b) Seguridad sistémica, radica en la concepción de espa-
cios y el flujo de circulaciones para apoyar el sistema de
operación que se implemente;

c) Seguridad funcional, deriva del eficaz diseño de la
instalación penitenciaria en cuanto a su seguridad. Se re-
fiere a la distribución estratégica racional de las diferen-
tes áreas del centro penitenciario, de acuerdo con las fun-
ciones de cada una de ellas, así como un criterio
estratégico para ordenar y controlar los movimientos en
el interior del mismo, y

d) Seguridad operativa, resulta del uso adecuado y la co-
rrecta disposición de todos los espacios, con el fin de que
el personal responsable del funcionamiento de comple-
jos, centros e instalaciones penitenciarias federales cuen-
te con los elementos para el desempeño eficaz y ordena-
do dentro del mismo.

Artículo 26. La operación de complejos, centros e instala-
ciones penitenciarias federales se basará en la sustentabili-
dad, mediante la utilización de tecnologías alternativas y
materiales adecuados.

Artículo 27. Los complejos o centros penitenciarios fede-
rales para procesados tendrán juzgados contiguos.

Artículo 28. Según su nivel de seguridad, los complejos,
centros e instalaciones penitenciarias federales se diseña-
rán, construirán y operarán de acuerdo con su funciona-
miento, dimensiones, especificaciones, instalaciones, equi-
pamiento y sistemas de seguridad.

Artículo 29. Los sistemas de internamiento en los comple-
jos y centros penitenciarios federales, atendiendo al nivel de
seguridad, tendrán como mínimo las siguientes característi-
cas:

I. Niveles I, mínima y II, mínima restrictiva:

a) Puertas con bisagra y celdas sin seguridad y sin
control de apertura.

b) Módulos comunitarios o estancias unitarias.

II. Niveles III, media y IV, alta:

a) Puertas con bisagra y celdas y cerraduras de alta
seguridad.

b) Módulos y estancias unitarias o compartidas, con
llaves de alta seguridad.

III. Nivel V, máxima y VI súper máxima:
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a) Puertas y celdas con sistema electrónico y centro
de control.

b) Módulos y estancias unitarias, no comparten con
población, puertas dobles, se abren una a la vez y por
control remoto.

c) La seguridad externa incluye esclusas controladas
con control remoto, dispositivos con sensores y de-
tectores. 

Adicional a lo anterior, se observarán las disposiciones de
seguridad previstas en el Reglamento.

Artículo 30. Los complejos y centros penitenciarios fede-
rales contarán con las siguientes zonas territoriales:

I. Áreas de Seguridad y Protección, son aquellas zonas
que por su situación de seguridad pública o de protec-
ción, requieren una regulación especial en torno a los
complejos o centros penitenciarios y está comprendida
por tres perímetros de protección y amortiguamiento de
seguridad con uso de suelo controlado a partir de la po-
ligonal externa.

II. La poligonal externa está integrada por las medidas y
colindancias de los límites perimetrales de los predios
donde se ubican los complejos o centros penitenciarios
federales.

III. El perímetro de protección y amortiguamiento de se-
guridad está integrado por los predios que se ubican en
el contorno de la poligonal externa donde se localizan los
complejos y centros penitenciarios.

Artículo 31. Los bienes muebles, inmuebles y espacio aé-
reo que se ubican en los complejos, centros e instalaciones
penitenciarias federales, son instalaciones de seguridad pú-
blica y seguridad nacional, por lo que se consideran de ca-
rácter estratégico.

Artículo 32. A los servidores públicos que autoricen o per-
mitan la explotación o utilización de las zonas territoriales
en torno a los complejos o centros penitenciarios federales,
en contravención a las disposiciones aplicables, se les im-
pondrán las sanciones administrativas y penales correspon-
dientes.

Sección Segunda
De la Plataforma Tecnológica 
de Información y Seguridad

Artículo 33. El Sistema Penitenciario contará con una pla-
taforma tecnológica de información y seguridad, como ins-
trumento para el registro y procesamiento de datos que ge-
nere, así como para la ejecución de los mecanismos de
control, a efecto de lograr los fines del propio. 

Para su funcionamiento, el Sistema Penitenciario se podrá
apoyar de tecnología aplicada a:

a) La supervisión interior;

b) La supervisión exterior;

c) Las tecnologías de la información, y

d) Las demás necesarias para su funcionamiento.

Artículo 34. La supervisión interior comprende la aplica-
ción de los sistemas en el perímetro de protección y amor-
tiguamiento de seguridad de los complejos y centros peni-
tenciarios federales, para confinar a la población
penitenciaria dentro de los linderos y evitar el acceso del ex-
terior al entorno asegurado, permitiendo alertar al personal
de seguridad sobre posibles intromisiones al perímetro ase-
gurado.

Artículo 35. Los sistemas en el perímetro de seguridad
comprenderán al menos:

a) Muros;

b) Dispositivos electrónicos de vigilancia;

c) Iluminación;

d) Puntos de acceso controlados y supervisados;

e) Estaciones de control, y

f) Inhibidores de señal.

Artículo 36. La supervisión exterior comprende los dispo-
sitivos de supervisión, control y seguimiento de los proce-
sados que obtuvieron una medida cautelar personal a quie-
nes se les impuso la aplicación de esta tecnología, o los
sentenciados que obtuvieron un beneficio preliberacional.
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Artículo 37. Los sistemas de supervisión exterior son:

a) Contacto programado y de radiofrecuencia; 

b) Supervisión a través del sistema de posicionamiento
global, y

c) Aquellas herramientas que la evolución tecnológica
permita aplicar. 

Artículo 38. Las tecnologías de la información aplicadas al
Sistema Penitenciario, agrupan los elementos y técnicas uti-
lizadas en el tratamiento y la transmisión de la información,
principalmente de informática, internet y telecomunicacio-
nes que coadyuven a resolver el conjunto de necesidades de
la operación.

Artículo 39. El Sistema de Información Penitenciaria es la
base de datos que dentro del Sistema Único de Información
Criminal, contiene, administra y controla los registros de la
población penitenciaria de la Federación, en los Estados y
el Distrito Federal, utilizando las tecnologías de la informa-
ción para unificar y estandarizar los datos generados.

Artículo 40. El Órgano controlará los siguientes módulos
de información:

I. Registro de procesados y sentenciados, que es el mó-
dulo principal, ya que permite llevar el control de la in-
formación específica de la población interna en cada uno
de los complejos, centros e instalaciones penitenciarias
federales;

II. Control de beneficios, que documenta y registra la in-
formación referente a los beneficios que correspondan a
los sentenciados, con base en la información generada de
los procesos legales correspondientes;

III. Control y vigilancia de población sentenciada y pro-
cesada en libertad, que registra el cumplimiento de las
obligaciones que se imponen a los sentenciados, prelibe-
rados y procesados en libertad por la concesión de una
medida cautelar personal;

IV. Control de servicios de atención a Internos y familia-
res, que pone a disposición de los Internos y de sus fa-
miliares información relativa al proceso penal, sentencia
o trámites realizados ante dicho Órgano;

V. Archivo federal de sentenciados y procesados, que tie-
ne como objetivo resguardar el acervo documental gene-
rado en el transcurso de los procesos penales y de ejecu-
ción de sanciones de los mismos;

VI. Traslados nacionales e internacionales, que propor-
ciona a las áreas responsables la información necesaria y
de referencia de los Internos trasladados;

VII. Centros Federales, que registra la información de las
características operativas del Sistema Penitenciario;

VIII. Infraestructura de los complejos, centros e instala-
ciones penitenciarias federales, que registra la informa-
ción referente a la infraestructura penitenciaria, caracte-
rísticas físicas, legales y arquitectónicas de los
complejos, centros e instalaciones penitenciarias federa-
les, equipamiento vigencia, historial, plan de manteni-
miento, remodelación y el control de las adquisiciones
que garanticen la operatividad de las instalaciones;

IX. Intercambio de información penitenciaria, que es el
desarrollo de herramientas que permitan recuperar, pro-
cesar, analizar e intercambiar información penitenciaria;

X. Recepción, observación, clasificación y reclasifica-
ción, que registra la información que permite retroali-
mentar a todas las etapas del proceso de recepción, ob-
servación, clasificación y reclasificación, y emite los
informes necesarios para determinar objetivamente el
nivel de seguridad, custodia e intervención de los In-
ternos, y

XI. Aquellos que, en el marco del Sistema Nacional, se
consideren necesarios para los fines del Sistema Peni-
tenciario.

Sección Tercera
De los Traslados Nacionales E Internacionales

Artículo 41. Es facultad exclusiva de la Secretaría determi-
nar y efectuar los traslados de Internos dentro del territorio
nacional, atendiendo a los niveles de seguridad y custodia,
acorde a la evolución o involución del Interno en la Aten-
ción Técnica Interdisciplinaria, informando al Juez a la bre-
vedad.

El traslado de Internos del fuero federal será procedente de
un Complejo o Centro Penitenciario Federal a otro, o de un
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centro penitenciario local a un Complejo o Centro Peniten-
ciario Federal, pero queda estrictamente prohibido autorizar
traslado alguno de los internos de este último a un Centro o
Penitenciaría local.

Artículo 42. Los traslados de internos del fuero común se
realizarán atendiendo a los convenios que para tal efecto se
celebren entre la Federación y las entidades federativas. 

Artículo 43. Los sentenciados cuyo nivel de seguridad y
custodia corresponda a los niveles I, II y III podrán ser tras-
ladados a un complejo, centro o instalación penitenciaría fe-
deral cercano al domicilio familiar con la finalidad de favo-
recer el proceso de reinserción, siempre y cuando se cuente
con disponibilidad de cupo. 

Artículo 44. Los sentenciados de nacionalidad mexicana
que se encuentren compurgando condenas en otros países,
podrán ser repatriados para que cumplan la pena impuesta
con base en el Sistema Penitenciario; y los internos senten-
ciados ejecutoriados de nacionalidad extranjera condenados
por delitos del orden común y federal en toda la República
Mexicana, podrán ser trasladados a su país de origen, con
arreglo a los tratados internacionales que se hayan celebra-
do para ese efecto. El traslado sólo podrá efectuarse con
consentimiento expreso del interno.

En caso de incompatibilidad entre la pena impuesta a los
mexicanos sentenciados en el extranjero con la modalidad o
condiciones de ejecución en el Sistema Penitenciario, el
Juez determinará la homologación de su cumplimiento.

Artículo 45. La realización de los traslados internacionales
se llevará a cabo con los recursos humanos, materiales y
tecnológicos con que dispongan las autoridades competen-
tes, dando aviso a la autoridad jurisdiccional del ingreso de
los repatriados al Sistema Penitenciario. 

Sección Cuarta
De los Servicios Coordinados de Salud

Artículo 46. Los servicios de salud y medicina penitencia-
ria que se brinden a los Internos en los complejos y centros
penitenciarios federales tienen por objeto garantizar el de-
recho a la protección de la salud, así como procurar su bien-
estar físico y mental, para contribuir al ejercicio pleno de
sus capacidades y a la prolongación y mejoramiento de su
calidad de vida. 

Los servicios de salud y medicina penitenciaria se brinda-
rán en los términos de la Ley General de Salud, en materia
de salubridad general; involucrando actividades de preven-
ción, tratamiento, curación y rehabilitación, con la finalidad
de proteger, promover y restaurar la salud. 

Artículo 47. Los servicios de medicina penitenciaria, bri-
gadas de salud y unidades móviles médicas y herramientas
tecnológicas de punta aplicadas a los servicios de salud, se-
rán coordinados por un centro federal de salud penitencia-
ria, el cual fungirá como unidad rectora de la organización,
administración, supervisión, evaluación y seguimiento de
los servicios integrales y especialidades médicas.

El titular del centro federal de salud penitenciaria propondrá
a sus superiores la celebración de convenios y la concerta-
ción de apoyos o alianzas con el sector salud, para llevar a
cabo acciones inmediatas en materia de salubridad general
e intercambio en la investigación y enseñanza en medicina
penitenciaria, así como programas y campañas temporales
o permanentes para el control o erradicación de aquellas en-
fermedades transmisibles que constituyan un problema real
o potencial para la salubridad regional o nacional. 

Artículo 48. Los complejos y centros penitenciarios fede-
rales proporcionarán a los Internos servicios de salud que
serán coordinados por el centro federal de salud penitencia-
ria, mismo que se encargará de la supervisión de la actua-
ción médica, distribución de medicamentos, programación
de brigadas médicas y operación de las herramientas tecno-
lógicas de punta aplicadas los servicios de salud. 

Cuando de la aplicación del tratamiento médico se determi-
ne que un Interno se encuentra en fase terminal de la enfer-
medad que padece, el Órgano procederá a informar a la au-
toridad jurisdiccional dicho diagnóstico, a fin de solicitar la
remisión del Interno al sector salud, o en su caso con su re-
presentante legal, para que se le brinde el tratamiento co-
rrespondiente. La autoridad jurisdiccional sustanciará de in-
mediato el Procedimiento Jurisdiccional de Ejecución, para
resolver de la propuesta de externamiento del Interno. Este
supuesto no es aplicable a los Internos de los niveles de se-
guridad V y VI.

Artículo 49. Los complejos y centros penitenciarios fede-
rales proporcionarán a los Internos servicios de salud, aten-
diendo a los problemas sanitarios y a los factores que re-
presenten un riesgo para la salud pública, con especial
interés en las acciones preventivas.
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Artículo 50. En la aplicación de todo tratamiento médico,
en los complejos y centros penitenciarios federales se pro-
curará la participación activa de la familia del Interno en las
actividades preventivas, curativas y de rehabilitación inte-
gral, y se requerirá del consentimiento expreso del Interno,
de sus familiares o de quien legalmente lo represente, a ex-
cepción de los casos en que por requerimiento de la autori-
dad judicial sea necesario examinar la calidad de inimputa-
ble del Interno, por incapacidad mental u otra circunstancia
relevante en su proceso penal.

Título Tercero
Del Régimen Penitenciario

Capítulo I
De las Obligaciones y Derechos de los Internos Proce-

sados, Sentenciados y Preliberados

Sección Primera
De los Procesados y Sentenciados

Artículo 51. El régimen penitenciario es el conjunto de nor-
mas que regulan el internamiento de los procesados en pri-
sión preventiva, de los sentenciados a penas privativas de li-
bertad en los establecimientos penitenciarios, y el
seguimiento, control y vigilancia de los sujetos procesados
y preliberados. 

Artículo 52. Son obligaciones de los Internos procesados y
sentenciados: 

I. Conocer y acatar la normatividad vigente del comple-
jo o centro penitenciario federal; 

II. Acatar el régimen de disciplina establecido en la pre-
sente Ley, los reglamentos, manuales y protocolos de los
complejos y centros penitenciarios federales;

III. Respetar a sus compañeros de internamiento, perso-
nal penitenciario y demás autoridades;

IV. Conservar el orden y aseo de su estancia así como las
áreas donde desarrolla sus actividades;

V. Dar buen uso y cuidado adecuado al vestuario, equipo
y demás objetos asignados;

VI. Conservar en buen estado los complejos, centros e
instalaciones penitenciarias federales;

VII. Acudir a los comedores para tomar sus alimentos en
los horarios y tiempos programados, siempre que su ni-
vel de seguridad y custodia se lo permita;

VIII. Cumplir con la Atención Técnica Interdisciplinaria; 

IX. Acatar de manera inmediata las medidas disciplina-
rias que le imponga el Órgano;

X. Acudir a las revisiones médicas y de salud mental pe-
riódicas determinadas por el área técnica, y recibir los
tratamientos prescritos por el médico tratante;

XI. Pagar la reparación del daño a la víctima u ofendido
y contribuir al sustento de su familia y el propio, siempre
que el nivel de seguridad, custodia e intervención se lo
permita;

XII. Cumplir dentro de los Programas de Reinserción
con el trabajo penitenciario, con las excepciones previs-
tas en esta Ley y en el Reglamento, siempre que el nivel
de seguridad, custodia e intervención se los permita, y

XIII. Las demás que determine la presente Ley, el regla-
mento respectivo y otras disposiciones aplicables.

Todas las obligaciones que deben cumplir los procesados y
sentenciados serán con estricto apego y respeto a su digni-
dad humana.

Por lo que hace a las fracciones VIII, XI y XII del presente
artículo, su cumplimiento es obligatorio para los sentencia-
dos.

Artículo 53. Los Internos procesados y sentenciados ten-
drán derecho a:

I. Recibir a su ingreso información escrita sobre el régi-
men de disciplina al que estarán sujetos;

II. La aplicación de un proceso de clasificación que iden-
tifique el nivel de seguridad, custodia e intervención más
apropiado para su reinserción;

III. Ser informado de manera escrita por la autoridad ju-
risdiccional, de la situación técnico-jurídica a la que se
encuentra sujeto para gozar del respectivo beneficio pre-
liberacional, una vez que se cumplan los requisitos que
la Ley señale para ese efecto;
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IV. Tener acceso a los servicios de salud;

V. Recibir un trato digno del personal penitenciario sin
diferencias fundadas en prejuicios de raza, color, sexo,
lengua, religión, o cualquier otra situación;

VI. Ser alojados en secciones o módulos dentro del mis-
mo complejo o centro penitenciario federal de conformi-
dad con el nivel de seguridad y custodia asignado;

VII. Solicitar que le sea autorizada la visita íntima con su
cónyuge o concubina siempre que su nivel de seguridad,
custodia e intervención lo permita;

VIII. Recibir visita familiar en las modalidades que su
nivel de seguridad, custodia e intervención lo permita;

IX. Permanecer en estancias adecuadas a los niveles de
seguridad, custodia e intervención; 

I. Recibir alimentación cuyo valor nutritivo sea conve-
niente para el mantenimiento de su salud;

XI. Mantener comunicación con terceros, la cual podrá
ser restringida de conformidad con lo dispuesto por la
Constitución;

XII. Tener una defensa por un licenciado en derecho con
cédula profesional durante el procedimiento de ejecu-
ción de la sanción penal. Si no quiere o no puede nom-
brar un defensor después de haber sido requerido para
hacerlo, el Juez le nombrará uno público;

XIII. Participar en el uso de herramientas tecnológicas
de punta aplicadas a los programas de visita y salud; 

XIV. Realizar actividades productivas remuneradas y
útiles que faciliten su reinserción en el mercado laboral
del país de conformidad con el nivel de seguridad, cus-
todia e intervención asignado;

XV. Efectuar peticiones respetuosas o quejas por escrito
y de manera individual a las autoridades penitenciarias;

XVI. Participar en las actividades que se programen con
base en los ejes rectores del sistema de reinserción de
conformidad con el nivel de seguridad, custodia e inter-
vención asignado, y 

XVII. Los demás que establezca la presente Ley, el Re-
glamento y otras disposiciones aplicables.

El ejercicio de los derechos mencionados en el presente ar-
tículo será acorde a los niveles de seguridad, custodia e in-
tervención, en términos de la presente Ley.

Artículo 54. Además de los derechos señalados en el artí-
culo que antecede, las internas tendrán derecho a:

I. Recibir asistencia médica especializada preventiva y
de tratamiento para el cuidado de la salud, atendiendo a
las necesidades propias de su edad y género;

II. La salud materno-infantil, especialmente durante el
embarazo, parto, postparto y puerperio.

III. Recibir trato de personal penitenciario femenino, es-
pecíficamente en las áreas de dirección, custodia, regis-
tro y salud.

IV. Contar con la infraestructura, información y personal
capacitado para el cuidado de sus hijas e hijos que per-
manezcan con ellas, así como para el desarrollo pleno de
sus actividades.

La mujer en reclusión deberá ser trasladada a un centro es-
pecializado de atención cuando el personal médico de la
institución lo determine necesario o en caso de emergencia.

Artículo 55. En los casos de nacimientos de hijos de inter-
nas dentro del complejo o centro penitenciario femenil fe-
deral queda prohibida toda alusión a esa circunstancia en el
acta de nacimiento correspondiente.

Artículo 56. Las mujeres en reclusión podrán conservar la
custodia de sus hijas e hijos en el interior de la institución,
hasta los seis años.

En caso de que la madre no deseara conservar a sus hijas e
hijos, estos serán entregados a quien ejerza la patria potes-
tad y a falta de este, a los familiares que previamente hayan
sido designados por la interna de forma escrita, en un tér-
mino no mayor a setenta y dos horas a partir del nacimien-
to. En caso de no designar o no acudir el familiar designa-
do, el menor será entregado a las instituciones de asistencia
social competentes. Esta disposición no será aplicable para
los hijos de internas que se encuentren en el Complejo Pe-
nitenciario Islas Marías con el nivel de custodia I y II.
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Fuera de los supuestos contemplados en la presente ley, en
ningún otro complejo, centro o instalación penitenciaria se
permitirá la estancia de menores de edad distinta a lo su-
puesto en el régimen de visitas y de conformidad al nivel de
seguridad, custodia e intervención del Interno.

Artículo 57. Las mujeres procesadas y sentenciadas por de-
litos de delincuencia organizada serán internadas en com-
plejos o centros penitenciarios federales de nivel V y VI, en
un módulo separado de la población varonil, el cual será
operado exclusivamente por personal femenino. Lo anterior
podrá aplicarse a otras internas que requieran medidas es-
peciales de seguridad, en términos de la presente Ley.

Sección Segunda
De los Preliberados

Artículo 58. Los candidatos a obtener algún beneficio de li-
bertad anticipada deberán cumplir con las siguientes condi-
ciones:

I. Señalar domicilio cierto, habitable y comprobable en
zona urbana que cuente con la infraestructura adecuada
para la instalación y funcionamiento de los medios tec-
nológicos necesarios que permita el cumplimiento del
sustitutivo penal;

II. Otorgar fianza en caso de recibir algún equipo tecno-
lógico, y

III. Las demás que establezcan otras disposiciones lega-
les aplicables.

Artículo 59. Los sentenciados que hayan obtenido algún
beneficio de libertad anticipada, sustitutivo penal o conde-
na condicional concedido por las autoridades jurisdicciona-
les, tienen las siguientes obligaciones: 

I. Solicitar autorización al Juez en caso de necesitar cam-
bio de residencia, quien resolverá lo conducente, con ba-
se en la información que le proporcione el Órgano; 

II. Abstenerse de usar y consumir estupefacientes o be-
bidas alcohólicas; 

III. Cumplir con las obligaciones impuestas por la auto-
ridad jurisdiccional;

IV. Cumplir con las medidas de seguimiento impuestas
para su preliberación;

V. Usar, conservar y mantener en óptimas condiciones
todas las herramientas tecnológicas y recursos materiales
que se le proporcionen para el control y seguimiento de
su preliberación;

VI. Permitir en todo momento las visitas del personal de
las unidades de supervisión, a fin de identificar su entor-
no social y conocer el proceso de integración a la socie-
dad;

VII. Exhibir la documentación que le sea requerida por
las autoridades jurisdiccional y penitenciaria que resulte
necesaria para el cumplimiento de los beneficios penales
mencionados;

VIII. No cometer faltas administrativas o delito alguno y
conducirse con pleno respeto a las autoridades y a la so-
ciedad, y

IX. Las demás que establezca el Reglamento u otras dis-
posiciones legales aplicables.

Artículo 60. Los sentenciados que puedan llegar a obtener
algún o beneficio preliberacional, gozarán de los siguientes
derechos: 

I. Ser informado oportunamente y de manera escrita por
la autoridad jurisdiccional de la situación técnico-jurídi-
ca a la que se encuentra sujeto para gozar del respectivo
beneficio preliberacional;

II. A que las normas se apliquen sin discriminación. Las
únicas diferencias obedecerán al seguimiento del trata-
miento individualizado y a las excepciones previstas en
la Constitución;

III. A que se les otorguen los beneficios preliberaciona-
les de conformidad con su situación jurídica, y

IV. Los demás derechos que establezca el Reglamento u
otras disposiciones legales aplicables.
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Capítulo II
Del Orden y la Disciplina en los Complejos, 

Centros e Instalaciones Penitenciarias

Sección Primera
Del Régimen Interior

Artículo 61. El orden y la disciplina se mantendrán con res-
peto a los derechos humanos dentro del complejo o centro
penitenciario federal de conformidad con las disposiciones
legales aplicables, para lograr el adecuado tratamiento de
los Internos, así como la preservación del control y la segu-
ridad de las instalaciones y su eficaz funcionamiento.

Artículo 62. El régimen interior tiene como objeto garanti-
zar la aplicación y observancia obligatoria de las normas de
conducta por parte de los Internos y de la población en ge-
neral, tendiente a mantener el orden, el control y la discipli-
na en los complejos o centros penitenciarios federales, pro-
curando una convivencia armónica y respetuosa, conforme
a la normatividad aplicable. 

Sección Segunda
De la Disciplina

Artículo 63. El Órgano establecerá el comité de disciplina
que se encargarán de sustanciar los procedimientos previs-
tos en sus regímenes de disciplina.

Artículo 64. Las autoridades del complejo o centro peni-
tenciario federal podrán ejercer las acciones conducentes en
caso de resistencia individual o colectiva, intento de eva-
sión, conato de motín o resistencia a entregar armas, artícu-
los o sustancias prohibidas, agresión al personal, a Internos
o a sus visitas y en cualquier otro disturbio que ponga en
riesgo la seguridad.

Se hará constar en las actas correspondientes las acciones
realizadas y se pondrá en conocimiento de las autoridades
competentes que deban intervenir o tomar conocimiento de
los hechos.

Artículo 65. Los actos de autoridad que determinen sancio-
nes por violación al régimen de disciplina deben de estar
debidamente fundados y motivados. Los actos que violen
las disposiciones normativas o abusos deben ser denuncia-
dos ante las autoridades competentes.

Artículo 66. Los datos, constancias y documentos en gene-
ral de cualquier naturaleza, que obren en los expedientes de

los Internos tienen carácter confidencial, por lo que sólo po-
drán ser proporcionados a las autoridades o personas legal-
mente facultadas para solicitarlos. Los responsables del ar-
chivo del complejo o centro penitenciario federal tienen
prohibido otorgar cualquier constancia, por cualquier me-
dio, que contengan los expedientes.

Artículo 67. Toda persona, sin distinción, a su ingreso o
egreso de los complejos, centros e instalaciones penitencia-
rias federales deberá someterse a la correspondiente revi-
sión por parte del personal de seguridad, en el área de adua-
nas, así como en los operativos o acciones de seguridad en
que se lo soliciten, conforme a las disposiciones aplicables.

Artículo 68. Toda persona que ingrese a los complejos o
centros penitenciarios federales debe cumplir con las obli-
gaciones que establecen el presente ordenamiento, regla-
mentos, manuales, instructivos y demás disposiciones apli-
cables.

Artículo 69. El Órgano aplicará a los Internos el régimen de
disciplina de conformidad con la normatividad aplicable,
modificando o eliminando los estímulos concedidos. 

El reglamento respectivo establecerá los recursos para im-
pugnar las determinaciones de dicha instancia. 

Sección Tercera
De las Sanciones

Artículo 70. Las medidas disciplinarias aplicables a los In-
ternos serán de conformidad al nivel de seguridad, custodia
e intervención, y tendrán como fin el mantener la discipli-
na, la convivencia ordenada, pacífica y respetuosa. Las me-
didas disciplinarias pueden ser:

I. Amonestación verbal o escrita;

II. Suspensión parcial o total de estímulos;

III. Restricción de tránsito a los límites de su estancia o
confinamiento;

IV. Cambio de nivel de custodia;

V. Reubicación dentro del mismo complejo o centro pe-
nitenciario federal, y

VI. Traslado a un centro penitenciario federal con mayor
nivel de seguridad.

Año III, Segundo Periodo, 17 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados184



La imposición de dichas medidas disciplinarias no será con-
secutiva, sino selectiva de acuerdo a la gravedad de la con-
ducta y a la reincidencia, pudiendo aplicarse más de una.

Artículo 71. El comité de disciplina es el órgano compe-
tente para revisar y analizar los casos en que las conductas
de los Internos transgredan la normatividad y, en su caso,
resolver sobre la sanción correspondiente, siendo facultad
exclusiva de esta instancia penitenciaria la imposición de
las sanciones disciplinarias, cuya integración estará con-
templada en el Reglamento.

Artículo 72. El catálogo de conductas sancionables será el
siguiente:

I. Utilizar prendas y accesorios que no pertenezcan al
uniforme; 

II. Utilizar gafas obscuras sin prescripción médica;

III. Participar en actividades no autorizadas dentro de los
programas productivos y de capacitación;

IV. Omitir las medidas de protección civil; 

V. Incurrir en faltas de respeto y probidad hacia el per-
sonal de los complejos, centros e instalaciones peniten-
ciarias; 

VI. Contravenir las disposiciones de higiene y aseo, o
negarse a realizar la limpieza de su estancia; 

VII. Negarse a participar en las actividades programa-
das, abandonarlas o acudir a ellas con retraso; 

VIII. Usar medicamentos con fines distintos para los que
se hayan prescrito; 

IX. Negarse a ser revisado o pasar lista; 

X. Introducir o poseer artículos no autorizados; 

XI. Realizar apuestas; 

XII. Efectuar llamadas telefónicas no autorizadas; 

XIII. Efectuar actos que impliquen sometimiento o sub-
ordinación a otros Internos; 

XIV. Alterar el orden y la disciplina de lo complejos,
centros e instalaciones penitenciarias; 

XV. Entrar, permanecer o circular en áreas de acceso res-
tringido; 

XVI. Dañar o modificar el uniforme o la ropería autori-
zada; 

XVII. Estropear bienes u objetos de otro Interno; 

XVIII. Deteriorar o afectar las instalaciones o el equipo
de los complejos, centros e instalaciones penitenciarias; 

XIX. Participar en riñas, autoagresiones o agresión a un
tercero; 

XX. Robar objetos propiedad de otro Interno, de los
complejos, centros e instalaciones penitenciarias o de
cualquier otra persona, así como sustraer material o he-
rramientas de los talleres; 

XXI. Agredir o amenazar física o verbalmente a un In-
terno o a cualquier otra persona; 

XXII. Participar en planes de evasión o intentar evadir-
se; 

XXIII. Consumir, poseer, traficar o comercializar bebi-
das alcohólicas, psicotrópicos, estupefacientes, medica-
mentos controlados o sustancias tóxicas;

XXIV. Interferir o bloquear las instalaciones estratégi-
cas, los sistemas y equipos electrónicos de seguridad u
obstruir las funciones del personal de seguridad; 

XXV. Promover o participar en motines o en actos de re-
sistencia organizada; 

XXVI. Poner en peligro de cualquier forma la seguridad
de los complejos, centros e instalaciones penitenciarias,
su vida o integridad física, así como la de otros Internos
o cualquier otra persona; 

XXVII. Introducir, poseer, portar, fabricar o traficar
cualquier tipo de arma u objeto prohibido; 

XXVIII. Sobornar al personal de los complejos, centros
e instalaciones penitenciarias o hacerlo incurrir en actos
indebidos e irregulares; 
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XXIX. Cometer, auxiliar o provocar agresiones sexua-
les; y,

XXX. Las demás que se determinen en el Reglamento y
las disposiciones legales aplicables.

Artículo 73. El procedimiento de disciplina de un Interno
se iniciará:

I. A petición del área de seguridad penitenciaria, con mo-
tivo de un reporte o del parte de novedades diarias;

II. A propuesta del área técnica, por contar con elemen-
tos suficientes para considerar que la conducta del Inter-
no amerita la aplicación de las sanciones previstas en el
reglamento respectivo, y

III. Por queja o denuncia de cualquier persona, que acre-
dite la transgresión a la normatividad por parte de un In-
terno.

Artículo 74. Para la imposición de los correctivos discipli-
narios se otorgará al probable infractor la garantía de au-
diencia, ante el comité de disciplina, a fin de que ofrezca
pruebas y manifieste por escrito o verbalmente lo que a su
derecho convenga.

Previo análisis y valoración de los argumentos y pruebas
que haga valer el probable infractor se resolverá lo condu-
cente. En todo caso, la resolución que determine el correc-
tivo disciplinario deberá estar fundada y motivada, descri-
birá en forma sucinta las causas por las que se impute la
falta de que se trate al Interno, contener las manifestaciones
que en su defensa haya hecho y el correctivo disciplinario
impuesto, en los términos del reglamento y del manual co-
rrespondiente.

Con independencia de lo anterior, los titulares de los com-
plejos y centros penitenciarios federales deberán adoptar las
medidas inmediatas, urgentes y necesarias para garantizar la
seguridad del complejo o centro penitenciario federal. 

Artículo 75. El Interno, sus familiares, defensor o cualquier
otra persona al efecto designada podrán inconformarse en
contra de la resolución emitida por el comité de disciplina,
interponiendo por escrito el recurso de reconsideración an-
te la autoridad emisora dentro del término de cinco días há-
biles.

El recurso de reconsideración confirma, modifica o revoca
un correctivo disciplinario. 

Para el caso de los Internos por delincuencia organizada, la
interposición del recurso únicamente podrá realizarse por
conducto del defensor designado en los términos estableci-
dos en la Constitución. 

Capítulo III
De la Integración del Expediente Único

Artículo 76. Para que se autorice el ingreso al complejo o
centro penitenciario federal del imputado, acusado o sen-
tenciado, se deberá contar con la correspondiente documen-
tación jurídica expedida por la autoridad ministerial, peni-
tenciaria o jurisdiccional correspondiente.

Artículo 77. A su ingreso, a cada Interno se le abrirá un ex-
pediente único que contenga los elementos jurídicos, técni-
cos, médicos y de seguridad, de conformidad al Manual res-
pectivo.

Tratándose de internos de nacionalidad extranjera, se debe-
rá dar aviso a las autoridades migratorias y consulares co-
rrespondientes.

Capítulo IV
De la Reinserción

Artículo 78. El sistema de reinserción comprende el Pro-
grama de Reinserción y tratamientos a través de la clasifi-
cación objetiva para determinar la Atención Técnica Inter-
disciplinaria por lo que se aplicarán los siguientes
procedimientos:

a) Evaluación inicial;

b) Clasificación;

c) Atención Técnica Interdisciplinaria;

d) Seguimiento y Reclasificación;

e) Programas de preliberación y reincorporación, y

f) Libertad vigilada

Artículo 79. A los Internos en calidad de procesados se les
aplicarán los criterios de clasificación y, a quienes mani-
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fiesten por escrito la voluntad de incorporarse al sistema de
reinserción, se les sujetará a lo establecido en el presente ca-
pítulo.

Artículo 80. El proceso de clasificación de los Internos se
realizará bajo métodos teórico-conceptuales para obtener
los niveles de seguridad, custodia y de intervención. 

Artículo 81. El nivel de seguridad y custodia se determina-
rá mediante el instrumento de clasificación, el cual permiti-
rá que el Interno evaluado sea ubicado dentro de los com-
plejos o centros penitenciarios federales de acuerdo al nivel
de observación y supervisión que requiera. 

Artículo 82. Los niveles de intervención son los parámetros
de necesidad de Atención Técnica Interdisciplinaria en cada
uno de los ejes de reinserción, de conformidad con la clasi-
ficación correspondiente.

Artículo 83. La Atención Técnica Interdisciplinaria respe-
tará en todo momento los derechos humanos de los Inter-
nos, así como su ideología política o religiosa, cuidando la
no aplicación de medidas discriminatorias. Dicha atención,
no deberá utilizarse como argumento para establecer más
diferencias de las que se atiendan por razones médicas, psi-
cológicas, psiquiátricas, educativas o aptitudes y capacita-
ción laboral.

Artículo 84. La Atención Técnica Interdisciplinaria será de
carácter progresivo, técnico e individualizado y tendrá co-
mo objetivo procurar que el sentenciado no vuelva a delin-
quir. 

Artículo 85. La reclasificación consiste en el resultado de
la evaluación periódica que se realiza a los Internos, en
cumplimiento de la Atención Técnica Interdisciplinaria, a
fin de proponer, de acuerdo a la evolución e involución, la
reubicación a otro nivel de seguridad y custodia de mayor o
menor nivel, según corresponda, dentro del complejo o en
otro centro penitenciario federal. 

Artículo 86. Los sistemas de internamiento en los comple-
jos y centros penitenciarios federales atendiendo al nivel de
custodia tendrán al menos las siguientes características: 

I. Nivel I, mínimo:

a) Observación y supervisión periódicas en el centro
penitenciario federal y dentro de la poligonal exter-
na;

b) Movimiento de día sin restricciones dentro del
centro penitenciario federal y dentro de la poligonal
externa;

c) Movimiento por la tarde sin restricciones dentro
del centro penitenciario federal y dentro de la poli-
gonal externa;

d) Movimiento de noche únicamente autorizado por
la autoridad competente;

e) Acceso a todos los trabajos establecidos en el cen-
tro penitenciario federal y dentro de la poligonal ex-
terna, con aprobación;

f) Acceso a la Atención Técnica Interdisciplinaria al
interior del centro penitenciario federal y dentro de la
poligonal externa, y

g) Visitas de contacto, supervisadas al interior y den-
tro de la poligonal externa del centro penitenciario
federal, con previa lista aprobada.

II. Nivel II, mínimo restrictivo:

a) Observación y supervisión periódicas en el centro
penitenciario federal y dentro de la poligonal exter-
na;

b) Movimiento de día sin restricciones dentro del
centro penitenciario federal y dentro de la poligonal
externa;

c) Movimiento por la tarde sin restricciones dentro
del centro penitenciario federal, sólo previa autoriza-
ción de la autoridad competente y bajo las condicio-
nes que se establezcan para tal efecto;

d) Movimiento de noche únicamente autorizado por
la autoridad competente;

e) Acceso a todos los trabajos establecidos en el cen-
tro penitenciario federal, con aprobación de la auto-
ridad competente;

f) Acceso a la Atención Técnica Interdisciplinaria al
interior del centro penitenciario federal y dentro de la
poligonal externa, y
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g) Visitas de contacto, supervisadas al interior y den-
tro de la poligonal externa del centro penitenciario
federal, con previa lista aprobada.

III. Nivel III, medio:

a) Observación y supervisión frecuente y directa den-
tro del centro penitenciario federal;

b) Movimiento de día sin restricciones únicamente
dentro del centro penitenciario federal;

c) Movimiento por la tarde sin restricciones dentro
de las actividades del centro penitenciario federal;

d) Movimiento de noche únicamente autorizado por
el Órgano;

e) Acceso al trabajo limitado al interior del centro pe-
nitenciario federal;

f) Acceso a la Atención Técnica Interdisciplinaria al
interior del centro penitenciario federal, y

g) Visitas de contacto, supervisadas al interior del
centro penitenciario federal, con previa lista aproba-
da.

IV. Nivel IV, alto:

a) Observación y supervisión directa y frecuente fue-
ra de su estancia. 

b) Movimiento de día limitado con tiempo estructu-
rado y programado autorizado por el Órgano ; 

c) Movimiento por la tarde esporádico, únicamente
con tiempo estructurado y programado autorizado el
Órgano ;

d) Movimiento de noche únicamente autorizado por
el Órgano;

e) Acceso al trabajo limitado al interior del centro pe-
nitenciario federal;

f) Acceso a la Atención Técnica Interdisciplinaria,
previa selección de los programas, al interior del cen-
tro penitenciario federal, con aprobación, y

g) Visitas de contacto al interior del centro peniten-
ciario federal con previa lista aprobada.

V. Nivel V, máximo:

a)  Observación y supervisión directa, constante y es-
trecha en su estancia y fuera de ella; 

b)  Movimiento de día limitado con tiempo estructu-
rado;

c) Movimiento por la noche únicamente en emergen-
cias o por orden del Órgano ;

d) Actividades laborales restringidas;

e) Atención Técnica Interdisciplinaria a través de he-
rramientas tecnológicas.

f) Visitas solo a través de herramientas tecnológicas
con previa lista aprobada.

VI. Nivel VI, súper máximo: 

a) Observación y supervisión directa, constante y es-
trecha en su estancia y fuera de ella; 

b) Movimiento de día limitado con tiempo estructu-
rado;

c) Movimiento por la tarde y noche únicamente en
emergencias o por orden del Órgano ;

d) Actividades laborales restringidas;

e) Atención Técnica Interdisciplinaria a través de he-
rramientas tecnológicas, y

f) Visitas solo a través de herramientas tecnológicas
con previa lista aprobada.

Artículo 87. El Órgano establecerá un esquema de estímu-
los que se otorgarán a los Internos por la participación en la
Atención Técnica Interdisciplinaria que se le asigna, así co-
mo a su conducta intrainstitucional, lo que les permitirá ob-
tener un nivel de seguridad, custodia e intervención distin-
to y con ello el acceso a otra categoría de estímulos. 
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Sección Primera
De la Evaluación Inicial, 

Clasificación y Reclasificación

Artículo 88. El sistema de reinserción comprende los si-
guientes procedimientos: 

I. Evaluación inicial:

a) Evaluación, consiste en la determinación de los
niveles de intervención mediante la aplicación de las
valoraciones técnicas por los especialistas de las
áreas de salud mental, médica, educativa y laboral.

b) Nivel de seguridad y custodia, es el análisis del
historial delictivo del Interno donde el programador
en clasificación, a través del expediente único con el
cual fue remitido el interno al complejo o centro pe-
nitenciario federal, procede al llenado del instrumen-
to de clasificación.

II. Clasificación: 

a) Clasificación, con la obtención de los niveles de
intervención y el nivel de custodia se realiza la pro-
puesta de clasificación.

La información será verificada por el comité de cla-
sificación para enviar el resultado a través del siste-
ma electrónico al área responsable de la evaluación,
clasificación y reclasificación para su autorización.

b) Asignación de complejo o centro penitenciario fe-
deral, la determina el área encargada de la clasifica-
ción y reinserción, en relación al nivel de custodia
del Interno y los niveles de intervención.

III. Atención Técnica Interdisciplinaria:

Las áreas técnicas responsables en los complejos o
centros penitenciarios federales ingresarán los datos
que se generen periódicamente sobre los programas
de reinserción y tratamiento al Sistema de Informa-
ción Penitenciaria. La información se integrará en el
resumen de evaluación de progreso.

IV. Seguimiento y reclasificación:

Procedimiento que se realizará por el Órgano perió-
dicamente al Interno o, cuando resulte necesario, a

través del instrumento de reclasificación, para propo-
ner la permanencia, disminución o aumento del nivel
de custodia asignado, será revisado por un comité de
reclasificación y aprobado por el área responsable de
clasificación y reinserción. 

El cambio de nivel de custodia dependerá de la con-
ducta intrainstitucional mostrada por el Interno, su
participación en los programas, el tiempo compurga-
do y el cambio de situación jurídica.

V. Programas de preliberación y reincorporación:

a) Programa de preliberación, dirigido a los senten-
ciados próximos a obtener su libertad, con la finali-
dad de orientarlos en su transición a la comunidad. 

b) Programa de reincorporación, dirigido a los libe-
rados por un beneficio de libertad, sustitutivo penal;
o compurgados, mediante la asistencia social que se
establezca. 

VI. Libertad vigilada:

Procedimiento a través del cual se establecerá el plan
de supervisión de conformidad con el nivel de riesgo
determinado al sentenciado federal en libertad. 

Sección Segunda
De los Ejes

Artículo 89. Los ejes de la reinserción son los mecanismos
utilizados por el Sistema Penitenciario para procurar la rein-
serción de los sentenciados; siendo éstos: el trabajo, la ca-
pacitación para el mismo, la educación, la salud y el depor-
te.

Los ejes son elementos esenciales del Programa de Rein-
serción, por lo que para efectos del mismo se atenderá a los
conceptos establecidos en la presente Sección.

Apartado A
Del Trabajo Penitenciario

Artículo 90. La organización de las actividades del trabajo
penitenciario tendrá como finalidad procurar la reinserción
de los Internos.

Artículo 91. Para todos los efectos normativos, la naturale-
za del trabajo penitenciario que contempla el artículo 18 de
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la Constitución es considerada en el complejo, centro e ins-
talaciones penitenciarias Federales como una actividad con
fines terapéuticos y ocupacionales, y es un elemento funda-
mental para la Atención Técnica Interdisciplinaria, mismo
que se aplicará tomando como referente lo indicado en el
nivel de seguridad, custodia e intervención del Interno.

Artículo 92. Los programas y las normas para establecer el
trabajo penitenciario serán previstos por el Órgano y ten-
drán como propósito planificar, regular, organizar y estable-
cer métodos, horarios y medidas preventivas de ingreso y
seguridad.

Artículo 93. El trabajo penitenciario se desarrollará en dis-
tintas áreas de los sectores productivos.

Artículo 94. El trabajo penitenciario se sujetará a las si-
guientes bases mínimas:

I. No tendrá carácter aflictivo, ni será aplicado como me-
dida correctiva;

II. No atentará contra la dignidad del Interno;

III. Tendrá carácter formativo, creador o conservador de
hábitos laborales, productivos o terapéuticos, con el fin
de preparar al Interno para las condiciones normales del
trabajo en libertad, procurando la certificación de ofi-
cios;

IV. Se organizará y planificará atendiendo a las aptitudes
y calificación profesional o técnica, de manera que satis-
faga las aspiraciones laborales de los Internos;

V. No creará derechos ni prestaciones adicionales a las
determinadas por el programa correspondiente;

VI. Se realizará bajo condiciones de seguridad e higiene,
y

VII. Se crearán mecanismos de participación del sector
privado para la generación de trabajo que permita lograr
los fines de la reinserción y otorgar oportunidades de
empleo a los sentenciados reintegrados.

Artículo 95. Las modalidades bajo las cuales se desarrolla-
rá el trabajo penitenciario que realicen los Internos estarán
comprendidas en el Reglamento.

Artículo 96. Para los fines del sistema de reinserción serán
consideradas las actividades que los Internos desarrollen en
los programas productivos, de servicios generales, de man-
tenimiento, de enseñanza y cualesquiera otras de carácter
intelectual, artístico o material. 

Artículo 97. Las actividades del trabajo penitenciario que
desarrollen los Internos deben ser definidas de conformidad
a su nivel de seguridad, custodia e intervención.

Artículo 98. La participación de los Internos en los progra-
mas de trabajo penitenciario será independiente de las acti-
vidades educativas, artísticas, culturales, deportivas, cívi-
cas, sociales y de recreación, indispensables para su
reinserción.

Apartado B
De la Capacitación para el Trabajo

Artículo 99. La capacitación para el trabajo se define como
un proceso formativo que utiliza un procedimiento planea-
do, sistemático y organizado, mediante el cual los Internos
adquieren los conocimientos y habilidades técnicas necesa-
rias para realizar actividades productivas durante su reclu-
sión, y la posibilidad de seguir desarrollándolas en libertad. 

Artículo 100. Las bases de la capacitación son:

I. El adiestramiento y los conocimientos del propio ofi-
cio o actividad;

II. La vocación del Interno por lo que realiza, y

III. La protección al medio ambiente.

Artículo 101. Los tipos de capacitación estarán estipulados
en el reglamento respectivo.

Artículo 102. Para lograr la impartición de la capacitación,
se planificará, regulará, organizará y establecerán métodos,
horarios y medidas preventivas de ingreso y seguridad para
la instrucción del trabajo penitenciario.

Artículo 103. La capacitación para el trabajo de los Inter-
nos tendrá una secuencia ordenada para el desarrollo de las
aptitudes y habilidades propias, la metodología será basada
en la participación, repetición, pertinencia, transferencia y
retroalimentación.
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Apartado C
De la Educación

Artículo 104. La educación es el conjunto de actividades de
orientación, enseñanza y aprendizaje, contenidas en planes
y programas educativos, otorgadas por instituciones públi-
cas o privadas que permitan a los Internos alcanzar niveles
de conocimientos para su desarrollo personal.

Artículo 105. Los Internos tendrán derecho a realizar estu-
dios de enseñanza básica en forma gratuita. Asimismo, el
Órgano incentivará la enseñanza media superior y superior
para procurar la reinserción, mediante convenios con insti-
tuciones educativas del sector público.

Artículo 106. Los programas educativos serán conforme a
los planes y programas oficiales que autorice la Secretaría
de Educación Pública. 

La educación que se imparta a los Internos en los comple-
jos o centros penitenciarios federales será considerada un
elemento esencial para la reinserción, por lo que no tendrá
sólo carácter académico, sino también cívico, lúdico, artís-
tico, físico, ético y ecológico.

Artículo 107. Los complejos o centros penitenciarios fede-
rales contarán con una biblioteca acorde a los programas de
educación. 

Artículo 108. Para la impartición de la educación a los In-
ternos, se planificará, organizará y establecerán métodos,
horarios y medidas necesarias de seguridad y custodia.

Artículo 109. La participación y aprobación de los Internos
en los programas de educación les permitirá obtener estí-
mulos en los casos previstos en el reglamento, que incluso
les puede otorgar un diferente nivel de seguridad, custodia
e intervención.

Artículo 110. Los Internos podrán solicitar los servicios de
educación privada para cursar estudios de licenciatura y
posgrado siempre que el nivel de seguridad, custodia e in-
tervención se lo permita. Los gastos estarán a cargo de la
persona que legalmente los represente. 

Apartado D
De la Salud

Artículo 111. Todo Interno será sometido a un examen psi-
cofísico a su ingreso al complejo o centro penitenciario fe-

deral, observando especialmente si hay señales de que ha si-
do sometido a malos tratos o tortura, de existir éstos, se de-
berá hacer del conocimiento de las autoridades competen-
tes.

Artículo 112. Los servicios médicos de los complejos o
centros penitenciarios federales tendrán por objeto la aten-
ción médica de los Internos desde su ingreso y durante su
permanencia, acorde a los términos establecidos en las si-
guientes fracciones:

I. Realizar campañas permanentes de prevención de en-
fermedades;

II. Otorgar el tratamiento adecuado mediante el diagnós-
tico oportuno de enfermedades agudas, crónicas y cróni-
co-degenerativas, incluyendo las enfermedades menta-
les;

III. Coadyuvar en la elaboración de las dietas nutriciona-
les, a fin de que los menús sean variados y equilibrados,
y

IV. Suministrar los medicamentos necesarios para la
atención médica de los Internos.

Artículo 113. Los servicios de atención médica serán gra-
tuitos y obligatorios para el Interno, como medio para pro-
teger, promover y restaurar su salud. Éstos contemplarán
actividades de prevención, curación y rehabilitación, en es-
tricto apego a las disposiciones legales aplicables en mate-
ria de servicios de salud.

Artículo 114. En cada uno de los complejos o centros peni-
tenciarios federales existirá un médico general, encargado
de cuidar la salud física y mental de los Internos y vigilar
las condiciones de higiene y salubridad. Asimismo, habrá
por lo menos un auxiliar técnico-sanitario y un odontólogo.

Artículo 115. Cuando del diagnóstico del área de servicios
médicos se desprenda la necesidad de aplicar medidas tera-
péuticas que impliquen riesgo para la vida o la integridad fí-
sica del Interno, se requerirá del consentimiento por escrito
del mismo, salvo en los casos de emergencia y en los que
atente contra su integridad, podrá determinarlo el área com-
petente.

Si el Interno no se encuentra en condiciones de otorgar su
consentimiento, éste podrá requerirse a su cónyuge, familiar
ascendiente o descendiente, o a la persona previamente de-
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signada por él. En caso de no contar con ningún consenti-
miento, será responsabilidad de la autoridad penitenciaria
competente determinar lo conducente.

Artículo 116. Se podrán celebrar convenios con institucio-
nes públicas del sector salud, a efecto de atender las urgen-
cias médico quirúrgicas cuya intervención no se pueda lle-
var a cabo en los complejos o centros penitenciarios
federales.

Artículo 117. El Órgano podrá autorizar y supervisar la
asistencia de servicios médicos privados ajenos a los servi-
cios que otorgue el complejo o centro penitenciario federal,
bajo las modalidades que establezca el reglamento respecti-
vo siempre que el nivel de seguridad y custodia lo permitan.

Los gastos estarán a cargo de la persona que legalmente re-
presente al Interno. 

Artículo 118. El área médica efectuará valoraciones perió-
dicas e integrará los resultados en el expediente clínico del
Interno. 

Apartado E
Del Deporte

Artículo 119. Como parte de la Atención Técnica Interdis-
ciplinaria se deberá participar en actividades físicas y de-
portivas, siempre y cuando el nivel de seguridad, custodia y
estado físico del Interno se lo permita.

Artículo 120. Para la instrumentación de las actividades fí-
sicas y deportivas se planificará, organizará y establecerán
métodos, horarios y medidas necesarias de seguridad y cus-
todia para la práctica de esas actividades, las cuales estarán
reguladas en el reglamento respectivo. 

Capítulo V
De la Industria Penitenciaria

Artículo 121. La industria penitenciaria es el mecanismo
mediante el cual se busca consolidar actividades producti-
vas e industriales en los complejos o centros penitenciarios
federales y tiene la finalidad degenerar oportunidades de
empleo para los Internos, coadyuvar en la capacitación pa-
ra el trabajo, y desarrollar sus habilidades laborales, de mo-
do tal que puedan reparar el daño ocasionado a la sociedad,
contribuir a la manutención de sus familias, a su ahorro y a
estar preparados al momento de su liberación para reincor-
porarse a su comunidad .

Artículo 122. Se procurará la participación de los Internos
en programas de industria o talleres productivos, basada en
estudios previos, considerando las características o las ne-
cesidades de los complejos o centros penitenciarios federa-
les, promoviendo la participación del sector privado.

Los Internos no podrán formar parte de los órganos directi-
vos de las entidades de producción que se constituyan.

Artículo 123. El Órgano autorizará y supervisará a las em-
presas que participen en el programa de industria peniten-
ciaria, previo análisis e investigación de las mismas.

Artículo 124. A los Internos que participen en el programa
de industria penitenciaria se les garantizará la remuneración
por su trabajo a través de la figura del fideicomiso, de con-
formidad con los porcentajes de distribución de pago esta-
blecidos en el Reglamento.

Artículo 125. Las autoridades penitenciarias estarán facul-
tadas para establecer las figuras jurídico-administrativas ne-
cesarias que permitan la comercialización de los productos
generados por la industria penitenciaria de los complejos y
centros penitenciarios federales, mediante el retorno de los
recursos excedentes.

Artículo 126. Las dependencias gubernamentales compe-
tentes instrumentarán programas y acciones a fin de incen-
tivar y fomentar la industria penitenciaria, entre otras, la re-
ducción de las tasas gravables para el producto del trabajo
penitenciario y obtener beneficios fiscales a favor del em-
pleador.

Título Cuarto
De Los Regímenes Especiales}

Capítulo I
De Los Centros Especiales y de las 

Medidas De Vigilancia Especial

Artículo 127. Los complejos o centros penitenciarios fede-
rales de niveles V, máximo, y VI, súper máximo, son los
centros especiales a que se refiere el artículo 18 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos para la
reclusión preventiva y ejecución de sentencias en materia
de delincuencia organizada, así como a otros internos que
requieran medidas especiales de seguridad.

Artículo 128. Los complejos o centros penitenciarios fede-
rales de niveles V, máximo, y VI, súper máximo, restringi-
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rán en su operación los derechos de su población, de la si-
guiente manera:

I. No podrá contratar servicios de atención médica pri-
vada;

II. No podrá contratar servicios de educación privada;

III. La educación que reciba será bajo la modalidad de
programas de educación a distancia;

IV. La visita familiar se realizará a través de medios tec-
nológicos que para tal efecto se determinen, previa lista
aprobada, siempre que su comportamiento al interior del
Complejo o Centro Penitenciario Federal sea el adecua-
do;

V. Visita íntima restringida;

VI. Se sujetará a un régimen estructurado de tiempo en
términos de la presente Ley;

VII. Tendrá derecho a comunicarse con su defensor par-
ticular o público, previamente acreditado, solamente vía
teleconferencia;

VIII. No recibirá correspondencia;

IX. Serán restringidas las actividades laborales, y

X. No tendrán derecho a la reclusión en establecimientos
cercanos a su domicilio.

Artículo 129. La Secretaría podrá imponer a quienes se en-
cuentren Internos en los establecimientos a que se refieren
los artículos 127 y 128, las medidas de vigilancia especial,
que podrán consistir en:

I. Instalación de cámaras de vigilancia en los dormito-
rios, módulos, locutorios, niveles, secciones y estancias;

II. Traslado a módulos especiales para su observación;

III. Cambio de dormitorio, módulo, nivel, sección, es-
tancia y cama;

IV. Supervisión ininterrumpida de los módulos y locuto-
rios;

V. Vigilancia permanente de todas las instalaciones del
centro penitenciario;

VI. El aislamiento temporal;

VII. El traslado a otro centro de reclusión;

VIII. Aplicación de los tratamientos especiales que de-
termine el Órgano con estricto apego a las disposiciones
legales aplicables;

IX. Suspensión de estímulos;

X. La prohibición de comunicación, Internet y radioco-
municación, y

XI. Las demás que establezca el reglamento y las dispo-
siciones legales aplicables.

Sin menoscabo de lo anterior, la Autoridad Penitenciaria
competente podrá decretar en cualquier momento estado de
alerta o, en su caso, alerta máxima cuando exista riesgo o
amenaza inminente que ponga en peligro la seguridad del
Centro Federal, de la población penitenciaria, de su perso-
nal o de las visitas.

Artículo 130. Serán causas para la restricción de comuni-
caciones y la imposición de medidas de vigilancia especial:

I. Que el Interno obstaculice el proceso penal en su con-
tra o el desarrollo de investigaciones a cargo del Minis-
terio Público; cometa o intente cometer probables con-
ductas delictivas, o exista riesgo fundado de que se
evada de la acción de la justicia, o

II. Que el Interno realice o intente realizar actos que pon-
gan en peligro bienes relevantes como la vida, la seguri-
dad de los complejos y centros penitenciarios federales o
la integridad de los Internos, de las visitas, del personal
penitenciario.

Artículo 131. La Secretaría podrá restringir las comunica-
ciones de los inculpados y sentenciados por delincuencia
organizada con terceros, salvo el acceso a su defensor e im-
poner medidas de vigilancia especial a quienes se encuen-
tren Internos. Lo anterior podrá aplicarse a otros Internos
que requieran medidas especiales de seguridad en términos
de la presente Ley. 
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Artículo 132. Las medidas y restricciones establecidas en
el presente capítulo también podrán aplicarse a otros Inter-
nos que requieran medidas especiales de seguridad, en los
siguientes casos:

I. Hayan cometido delitos graves como: terrorismo, se-
cuestro, operaciones con recursos de procedencia ilícita,
tráfico de armas, tráfico de indocumentados, tráfico de
órganos, corrupción de personas menores de dieciocho
años de edad, se les aplique, como resultado del proceso
de clasificación o reclasificación el nivel de custodia V y
VI;

II. Que el Interno cometa conductas presuntamente de-
lictivas en los complejos o centros penitenciarios federa-
les, o que haya indicios de que acuerda o prepara nuevas
conductas delictivas desde éstos;

III. Cuando esté en riesgo la integridad personal o vida
de algún Interno por la eventual acción de otras perso-
nas;

IV. Cuando el Interno pueda poner en riesgo a otras per-
sonas;

V. En aquellos casos en que la Secretaría lo considere in-
dispensable para la seguridad del Interno o de terceros, y

VI. Cuando de la clasificación o reclasificación aplicada
al Interno por el Órgano se determine necesaria su apli-
cación.

Capítulo II
De los Enfermos Mentales

Artículo 133. Las medidas de seguridad en internamiento a
inimputables y enfermos mentales son de carácter médico,
y su finalidad es proveer al Interno el tratamiento médico y
técnico multidisciplinario orientado al padecimiento.

Artículo 134. La Secretaría tendrá a su cargo la administra-
ción de las medidas de seguridad en internamiento a inim-
putables e Internos que padezcan alguna enfermedad men-
tal, asimismo, vigilará que éstas y las medidas de seguridad
en libertad sean acordes a la salud del Interno.

Artículo 135. Para el internamiento y tratamiento médico-
psiquiátrico de procesados en los complejos y centros peni-
tenciarios federales se requerirá la autorización y orden ex-
presa de la autoridad judicial competente.

A los Internos que se encuentren a disposición del Órgano,
el Juez resolverá sobre la modificación o conclusión de la
medida en forma provisional o definitiva, considerando su
evolución, diagnóstico y pronóstico, que al respecto emita
el grupo médico y técnico multidisciplinario.

Artículo 136. El Órgano informará a la autoridad jurisdic-
cional de los Internos que padezcan enfermedad mental de
tipo crónico, continuo e irreversible, previa valoración mé-
dica psiquiátrica, solicitándole que sean remitidos al sector
salud para que se les brinde atención, trato y tratamiento de
tipo asilar. En su caso, se informará al representante legal.

El Órgano informará a la autoridad jurisdiccional los casos
de Internos que estén a su disposición, y que durante el pro-
cedimiento de ejecución padezcan algún trastorno mental
definitivo, para conmutar la pena por una medida de segu-
ridad. 

Título Quinto
De la Duración y Modificación de la Pena

Capítulo I
De la Ejecución de las Sanciones Penales

Artículo 137. La autoridad jurisdiccional remitirá al Juez y
al Órgano, copias certificadas de la sentencia ejecutoriada
para efecto de su cumplimiento. 

La ejecución de sanciones comprenderá la aplicación de las
presentes normas a sentenciados y preliberados del orden
federal. Para tal efecto, el Ejecutivo Federal podrá celebrar
convenios de coordinación con los gobiernos de las entida-
des federativas.

Artículo 138. Corresponde al Juez realizar la modificación
y revisar la duración de las penas y medidas de seguridad,
así como procurar la reparación del daño a la víctima del de-
lito.

Artículo 139. Inmediatamente después de que se reciba co-
pia autorizada de la sentencia firme, el Juez iniciará el pro-
cedimiento correspondiente establecido en esta Ley, reali-
zará las inscripciones y las notificaciones a que haya lugar. 

Artículo 140.Para la ejecución de las penas y medidas de
seguridad la autoridad jurisdiccional, deberá:

I. Tratándose de penas privativas de la libertad:
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a) Cuando esté sujeto a prisión preventiva, poner a
disposición del Juez al sentenciado, remitiéndole el
registro donde conste su resolución, a efecto de inte-
grar el expediente respectivo, dando inicio al proce-
dimiento jurisdiccional de ejecución, para el debido
cumplimiento de la sanción impuesta, o

b) Si estuviere en libertad el sentenciado, ordenar in-
mediatamente su detención y, una vez efectuada, pro-
ceder de conformidad con el inciso anterior, y

II. Tratándose de penas no privativas de la libertad o al-
ternativas, remitirá copia de la sentencia al Juez, a efec-
to de que éste inicie el procedimiento jurisdiccional de
ejecución.

Artículo 141. Durante la ejecución de la sentencia, el sen-
tenciado tendrá derecho a una defensa técnica, por licencia-
do en derecho o abogado, con cédula profesional. El sen-
tenciado podrá nombrar un nuevo defensor, o en su defecto,
se le nombrará un defensor público. 

Artículo 142. El Ministerio Público intervendrá en el pro-
cedimiento de ejecución de la pena de conformidad con la
presente Ley y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 143. El Juez deberá hacer el cómputo de la pena y
abonará el tiempo de la prisión preventiva y, en su caso, del
confinamiento o arresto domiciliario cumplidos por el sen-
tenciado, para determinar con precisión la fecha en la que
finalizará la condena. 

El cómputo podrá ser modificado por el Juez durante el pro-
cedimiento jurisdiccional de ejecución, de conformidad con
lo dispuesto en la legislación aplicable.

Artículo 144. El Juez, para llevar a cabo la audiencia de
ejecución, se sujetará a los principios de contradicción, con-
centración, continuidad e inmediación; conforme a las dis-
posiciones que rigen a las audiencias previstas en el Código
Federal de Procedimientos Penales y a las siguientes reglas: 

I. Si el sentenciado se encontrara detenido, convocará a
la audiencia de ejecución de manera inmediata y, en esa
misma forma notificará previamente a los intervinientes,
entre ellos a la víctima u ofendido. Es imprescindible la
presencia del Agente del Ministerio Público, de un re-
presentante del Órgano que sea designado para tal efec-
to, el sentenciado y su defensor. La presencia de la vícti-

ma u ofendido no será requisito de validez para la cele-
bración de la audiencia, cuando por cualquier circuns-
tancia no pudiere comparecer, o no sea su deseo hacerlo
y quede constancia de ello;

II. Si el sentenciado se encontrara en libertad, lo manda-
rá a citar, apercibiéndolo que en caso de no comparecer
se hará acreedor a una medida de apremio en términos de
lo previsto en el Código Federal de Procedimientos Pe-
nales; asimismo notificará previamente a los intervinien-
tes, entre ellos a la víctima u ofendido, al menos con cin-
co días de anticipación a la celebración de la audiencia;
será aplicables en lo que resulte la regla a que se refiere
la fracción anterior;

III. Si se requiere producción de prueba, la parte oferen-
te deberá anunciarla por escrito con tres días de anticipa-
ción a efecto de dar oportunidad a su contraria, para que
tenga conocimiento de la misma y esté en aptitud de
ofrecer prueba de su parte. Si se realiza el ofrecimiento y
desahogo de una prueba superveniente a juicio del Juez,
dentro de la audiencia, ésta podrá suspenderse y se orde-
nará su continuación dentro de los tres días siguientes;

IV. La rendición de la prueba se llevará a cabo conforme
a los requisitos establecidos para su desahogo de pruebas
previsto en el Código Federal de Procedimientos Pena-
les;

V. Las resoluciones deberán emitirse inmediatamente
después de concluido el debate. Excepcionalmente, en
casos de extrema complejidad, el Juez podrá retirarse a
deliberar su fallo que no podrá exceder de setenta y dos
horas;

VI. El Juez valorará los medios de prueba rendidos en la
audiencia, conforme a las reglas generales establecidas
en el Código Federal de Procedimientos Penales, y

VII. De la resolución pronunciada en la audiencia a que
se refieren los incisos anteriores, deberá entregarse copia
del archivo al Órgano para su conocimiento y efectos. 

Artículo 145.El día y hora fijados para la celebración de la
audiencia, el Juez se constituirá en la sala de audiencias con
la asistencia de los intervinientes. Verificará las condiciones
para que se rinda en su caso la prueba ofrecida. La declara-
rá iniciada e identificará a los intervinientes; dará una breve
explicación de los motivos de la audiencia. 
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Acto seguido, procederá a dar el uso de la palabra a los in-
tervinientes de la siguiente manera: en primer lugar al ofe-
rente de la petición o solicitud respectiva; si es el defensor,
enseguida se dará el uso de la palabra al sentenciado; luego
al Agente del Ministerio Público y si está presente en la au-
diencia a la víctima u ofendido, así como a un representan-
te del Órgano. Al arbitrio del Juez quedará la concesión del
derecho de réplica y dúplica, cuando el debate así lo re-
quiera. A continuación, declarará cerrado el debate y dicta-
rá la resolución procedente. 

Artículo 146. Las resoluciones emitidas por el Juez serán
impugnables ante el Tribunal de apelación competente de
conformidad con la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación y dicho recurso se substanciará de conformidad
con lo previsto en el Código Federal de Procedimientos Pe-
nales.

Las resoluciones que deriven de este medio de impugna-
ción, que tengan como consecuencia la revocación de la
sentencia, la modificación o la disminución de la pena im-
puesta, serán comunicadas a la autoridad administrativa co-
rrespondiente para su ejecución inmediata. Dicha resolu-
ción también se comunicará al Juez, y se notificará al
sentenciado, a su defensor y al Ministerio Público. 

Artículo 147. El inicio, modificación y extinción de la pe-
na, deberá ser notificada de oficio a la víctima u ofendido y
al Ministerio Público, para que manifieste lo que a su dere-
cho convenga.

Las resoluciones que modifiquen o extingan la pena emiti-
das por el Juez, podrán ser impugnadas por el Ministerio
Público o la víctima u ofendido mediante apelación en tér-
minos del artículo que antecede.

Artículo 148. En lo no previsto en el presente capítulo, se
aplicará, en lo conducente el Código Federal de Procedi-
mientos Penales.

Capítulo II
De los Sustitutivos Penales 
y la Condena Condicional

Artículo 149. El juez de la causa penal, al momento de que
se lea la sentencia al condenado, o el Juez, le harán saber al
sentenciado su derecho a acogerse al sustitutivo penal o al
beneficio de la condena condicional que le hubiera otorga-
do la autoridad jurisdiccional en la sentencia definitiva y el
sentenciado deberá expresar verbalmente su decisión.

Artículo 150. El Juez ordenará la ejecución de las condi-
ciones dispuestas en la sentencia para el otorgamiento de
los sustitutivos penales o para el cumplimiento de la conde-
na condicional. 

Si durante la vigencia de los sustitutivos surge algún moti-
vo justificado para revocarlo, el Juez, con audiencia del sen-
tenciado, procederá a decidir sobre la revocación. 

Artículo 151. Son sustitutivos penales para los efectos de
esta Ley: el trabajo a favor de la comunidad, semilibertad,
el tratamiento en libertad, y la multa, a que se refiere el ar-
tículo 70 y demás aplicables del Código Penal Federal.

Artículo 152. Se considerará extinguida la sanción si el
sentenciado no diere lugar a nuevo proceso que concluya
con sentencia condenatoria, durante un lapso igual al térmi-
no de la prisión impuesta, contados a partir del día siguien-
te hábil al que cause ejecutoria la sentencia por la que se
concedió la condena condicional o el sustitutivo penal. 

En caso de que el sentenciado sea detenido en flagrancia o
se emita una orden de aprehensión o comparecencia por un
nuevo delito doloso después de concedido el beneficio, se
hará efectiva la prisión suspendida.

Artículo 153. En caso de incumplimiento injustificado de
las obligaciones fijadas en la sentencia, el Juez resolverá
que se haga efectiva la sanción suspendida, previa solicitud
del Ministerio Público.

Artículo 154.El sentenciado que considere que al dictarse
la sentencia, en la que no hubo pronunciamiento sobre la
sustitución o suspensión de la pena, reunidas las condicio-
nes para su obtención y estando en aptitud de cumplir con
los requisitos para su otorgamiento, podrá solicitarlo ante el
Juez .

Capítulo III
De la Ejecución de la Pena 

Privativa de la Libertad

Artículo 155. Cuando un sentenciado deba compurgar más
de una pena privativa de libertad, proveniente de sentencias
diversas, deben observarse los siguientes criterios:

I. Cuando un sentenciado está compurgando una pena de
prisión impuesta en sentencia ejecutoriada y comete otro
delito, a la pena impuesta por el nuevo delito debe su-
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marse el resto de la pena que tenía pendiente por com-
purgarse, procediendo a la acumulación de penas;

II. Cuando el sentenciado reporte diversas penas por de-
litos cometidos antes de su detención, se procederá a la
acumulación de ellas, tomando en cuenta para la prime-
ra pena impuesta por sentencia ejecutoriada, la del deli-
to cometido el día de su detención y por las restantes, de
acuerdo con el orden cronológico en que vayan causan-
do ejecutorias las sentencias que le imponen otras penas
de prisión, por lo que se estará a lo establecido en el Có-
digo Penal Federal, y

III. Si el sentenciado estuvo sujeto de forma simultánea
a dos o más procesos por la comisión de diversos delitos,
fuera de los supuestos de concurso real o ideal, y en ta-
les casos se haya dictado prisión preventiva y luego sen-
tencia condenatoria, el tiempo que se cumplió con dicha
medida cautelar se computará para el descuento de cada
una de las penas de prisión impuestas.

Artículo 156. La semilibertad comprende la alternancia de
períodos de privación de la libertad y en libertad, con fines
laborales, educativos, de salud o deporte, que conduzcan a
la reinserción y podrá consistir en: 

I. Externamiento durante la semana laboral o educativa
con reclusión de fin de semana;

II. Salida de fin de semana y reclusión durante el resto de
ella, y

III. Salida diurna y reclusión nocturna.

Artículo 157. El Juez resolverá sobre la petición de confi-
namiento, de conformidad con lo dispuesto en el Código
Penal Federal y conforme al procedimiento jurisdiccional
de ejecución. 

Artículo 158. Previo al otorgamiento de algún beneficio
preliberacional, el Órgano, a petición del Interno, elaborará
y aplicará el programa de preliberación respectivo, con la fi-
nalidad de orientarlos en su transición a la comunidad.

El Programa de preliberacional podrá comprender:

I. Información y orientación especiales con el Interno y
sus familiares en relación con los aspectos personales y
prácticos de su vida en libertad;

II. Sesiones en grupo, que fomente la socialización del
Interno;

III. Las demás actividades tendentes a orientar al Interno
en la transición a la sociedad.

Capítulo IV
De los Beneficios Preliberacionales

Artículo 159. El beneficio de libertad anticipada se trami-
tará vía incidental, a petición del sentenciado o a propuesta
del Órgano, notificando al Ministerio Público y a la víctima
u ofendido. 

Artículo 160. Los beneficios de libertad anticipada son: 

I. Libertad preparatoria, y

II. Remisión parcial de la pena.

Artículo 161. La libertad preparatoria se podrá otorgar a los
Internos que por sentencia ejecutoriada hayan sido conde-
nados por delitos que les permitan la concesión de este be-
neficio previo cumplimiento de los siguientes requisitos: 

I. Que hayan cumplido las tres quintas partes de la pena
de prisión impuesta en los delitos dolosos o la mitad de
la pena tratándose de delitos culposos;

II. Mostrar respuestas cuantificables de evolución en la
Atención Técnica Interdisciplinaria que, con base en los
resultados de su participación en los programas y trata-
mientos, pueda determinarse la viabilidad de su reinser-
ción, mismos que serán informados por el Órgano;

III. Que durante el plazo establecido en la resolución del
Juez, acrediten un medio honesto de vivir;

IV. Que haya reparado el daño causado;

V. Ser primodelincuente;

VI. Que haya participado en las actividades deportivas,
educativas, culturales y de trabajo, además de los pro-
gramas establecidos por el Órgano, así como haber ob-
servado durante su internamiento buena conducta, y

VII. No estar sujeto a otro proceso penal en el que se ha-
ya decretado medida cautelar de prisión preventiva.
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Artículo 162. La libertad preparatoria no se concederá al
sentenciado por los delitos establecidos en el artículo 85 del
Código Penal Federal.

Artículo 163. La resolución que conceda la libertad prepa-
ratoria tomará en consideración los informes y conclusiones
que sean recabados por el Órgano. Contendrá las observa-
ciones y antecedentes relacionados con la conducta del sen-
tenciado durante su internamiento, así como los datos que
demuestren que se encuentra en condiciones de ser reinser-
tado a la sociedad. 

Dentro de las condiciones del liberado, se contendrán las
previstas en el artículo 58 de esta Ley, además de informar
el lugar de residencia y de trabajo, así como la de presen-
tarse en la periodicidad y las modalidades que determine el
Juez.

Artículo 164. La remisión parcial de la pena es un benefi-
cio otorgado por el Juez, y consistirá en que por cada dos dí-
as de trabajo remunerado se hará remisión de uno de pri-
sión, siempre que se reúnan previamente los siguientes
requisitos:

I. Que el Interno haya observado durante su estancia en
prisión buena conducta;

II. Que participe regularmente en las actividades educa-
tivas, deportivas o de otra índole que se organicen en el
complejo o centro penitenciario federal, y

III. Que con base en los resultados de su participación en
los programas y tratamientos, pueda determinarse la via-
bilidad de su reinserción.

Este último requisito será, en todo caso, el factor determi-
nante para la concesión o negativa de la remisión parcial de
la pena, que no podrá fundarse exclusivamente en los días
de trabajo y en los señalados en las fracciones I y II de este
artículo. Los requisitos señalados se acreditarán con los in-
formes que rinda el Órgano.

Con estos elementos el Juez resolverá sobre la procedencia
del beneficio.

Los días laborados que se computen para este beneficio po-
drán ser acumulados para el porcentaje que se exige en los
demás beneficios.

Este beneficio no se concederá al sentenciado por los deli-
tos establecidos en el artículo 85 del Código Penal Federal.

Artículo 165. Los Internos que reúnan los requisitos del ar-
tículo anterior y que participen en actividades no remunera-
das, tendrán derecho a la remisión de un día de prisión por
cada día de servicio. 

Artículo 166. En el procedimiento de otorgamiento de be-
neficio de libertad anticipada, el Órgano presentará con la
antelación señalada en el Reglamento, el resumen de eva-
luación de progreso, obtenido de las áreas que brindan la
Atención Técnica Interdisciplinaria, así como el nivel de
riesgo social.

Artículo 167. Una vez otorgada la libertad anticipada, en
cualquiera de las modalidades previstas en la legislación
aplicable, el Órgano dará seguimiento al liberado.

Artículo 168. El Órgano dará seguimiento al programa de
preliberación que se impongan como obligación a los preli-
berados.

Artículo 169. El Órgano dará seguimiento al cumplimiento
de las obligaciones que le fueron impuestas a los sentencia-
dos en libertad e informará al Juez en los términos estable-
cidos en el Reglamento. 

Artículo 170. Cuando del informe que al efecto elabore el
Órgano se acredite plenamente que el sentenciado se en-
cuentra imposibilitado para cumplir alguna de las modali-
dades de la sanción que le fue impuesta por ser incompati-
ble con su edad, salud o constitución física, el Juez podrá
modificar los términos de la sentencia en términos de las
disposiciones aplicables.

Artículo 171. Recibida la solicitud por el Juez, requerirá el
Órgano el dictamen que contenga el resultado de la Aten-
ción Técnica Interdisciplinaria del sentenciado, dentro de
los treinta días siguientes a la recepción de la misma. 

Cuando el Órgano realice la propuesta deberá anexar el dic-
tamen a que hace referencia el párrafo anterior.

Recibido el dictamen, el Juez fijará fecha para que se cele-
bre la audiencia dentro de los cinco días hábiles siguientes,
la que se desarrollará en lo que resulte aplicable, en la for-
ma prevista en los artículos 144 y 145 de esta Ley.
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Artículo 172. En caso de resolución que niegue el benefi-
cio, el sentenciado podrá impugnarlo mediante apelación,
dentro de los tres días siguientes a la notificación de la re-
solución, debiendo formular agravios de los que se notifi-
cará al Ministerio Público y a la víctima u ofendido. 

Para el caso de que la resolución otorgue el beneficio, el
Ministerio Público y la víctima u ofendido podrá impugnar-
lo mediante apelación dentro de los tres días siguientes a la
notificación de la resolución.

El recurso de apelación se sustanciará en los términos pre-
vistos en el Código Federal de Procedimientos Penales.

Artículo 173. Las peticiones que conforme a lo dispuesto
por esta Ley sean notoriamente improcedentes serán resuel-
tas dentro de cinco días hábiles siguientes a la solicitud o
propuesta y deberá ser notificada a las partes. 

Capítulo V
De la Extinción de la Pena

Sección Primera
Del Cumplimiento de la Sentencia

Artículo 174.La libertad definitiva se otorgará al sentencia-
do a pena privativa de libertad que haya cumplido con la
sentencia. 

Ningún funcionario puede, sin causa justificada, aplazar,
demorar u omitir el cumplimiento de lo dispuesto en el pá-
rrafo anterior, de hacerlo, incurrirá en responsabilidad ad-
ministrativa. 

Una vez iniciado el programa de reincorporación aplicado
al sentenciado, el Órgano informará al Juez la fecha de
cumplimiento de compurgación de la pena, a efecto de que
éste determine su extinción.

Sección Segunda
Del Indulto

Artículo 175. Corresponde al Ejecutivo Federal la facultad
de conceder el indulto, en los términos del Capítulo IV, Tí-
tulo QUINTO, del Libro Primero, del Código Penal Fede-
ral. Sólo se concederá respecto de las sanciones impuestas
en sentencia ejecutoriada.

Artículo 176.El sentenciado ocurrirá con su petición de in-
dulto ante el Titular del Ejecutivo Federal, por conducto de

la Secretaría, solicitando que se expidan las constancias res-
pectivas. Previa la investigación que se realice para la veri-
ficación de la procedencia del indulto, el Ejecutivo Federal
emitirá su resolución fundada y motivada. 

Artículo 177.Todas las resoluciones que concedan un in-
dulto se publicarán en el Diario Oficial de la Federación y
se comunicarán a la autoridad judicial que pronunció la sen-
tencia para que haga la anotación correspondiente. 

Capítulo VI
De la Sanción Pecuniaria

Artículo 178. La sanción pecuniaria comprende:

La multa, y

La reparación del daño.

Artículo 179. Lo relativo a la multa se regirá por las dispo-
siciones contenidas en el Código Penal Federal. 

Artículo 180. Al haberse indicado la forma de dar cumpli-
miento al pago de la reparación del daño, se enviará cons-
tancia de la sentencia firme al Juez, para llevar a cabo el
procedimiento correspondiente, conforme a las previsiones
de los artículos 29 al 39 del Código Penal Federal.

Capítulo VII
Medidas De Seguridad

Sección Primera
De la Vigilancia de la Autoridad

Artículo 181. Cuando la autoridad jurisdiccional imponga,
conforme al artículo 24 y 50 Bis del Código Penal Federal,
la aplicación de una medida de seguridad consistente en la
vigilancia personal o monitoreada del sentenciado corres-
ponderá aplicarla a la Secretaría. 

Sección Segunda
Del Tratamiento de Inimputables

Artículo 182.En caso de inimputabilidad, la autoridad ju-
risdiccional dispondrá la medida de tratamiento aplicable,
ya sea en internamiento o en libertad. 

La ejecución del tratamiento de inimputables en interna-
miento o en libertad, se realizará en los términos previstos
en esta Ley.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 17 de abril de 2012199



Artículo 183. El Juez resolverá sobre la modificación o
conclusión de la medida, considerando el dictamen que
contenga el resultado de la Atención Técnica Interdiscipli-
naria a los sentenciados, y en su caso, con las pruebas que
éstos ofrezcan.

El procedimiento jurisdiccional de ejecución, se desarrolla-
rá en los términos de lo previsto en los artículos 144 y 145
de esta Ley y el defensor actuará en nombre y representa-
ción del sentenciado inimputable.

Sección Tercera
Del Tratamiento de Deshabituación 

o Desintoxicación

Artículo 184.Cuando la autoridad jurisdiccional imponga
como medida de seguridad el tratamiento de deshabituación
o desintoxicación, la ejecución de la medida se realizará
conforme a los términos previstos en el artículo 67 del Có-
digo Penal Federal.

Capítulo VIII
De las Medidas Cautelares Impuestas 

por la Autoridad Jurisdiccional

Artículo 185. En la ejecución de las medidas cautelares de
vigilancia personal y de monitoreo electrónico a distancia,
que imponga la autoridad jurisdiccional y que en el ámbito
de su competencia le corresponda aplicar a la Secretaría, en
términos de las disposiciones legales aplicables, se sujetará
a los procedimientos operativos que dicha autoridad deter-
mine.

La aplicación de la medida cautelar de fijación de localiza-
dores electrónicos se regulará por las disposiciones conteni-
das en el reglamento correspondiente.

Título Sexto
Del Desarrollo Profesional Penitenciario

Artículo 186. El Desarrollo Profesional Penitenciario es un
conjunto integral de reglas y procesos debidamente estruc-
turados y enlazados entre sí que comprenden la carrera pe-
nitenciaria, los esquemas de profesionalización, la certifica-
ción y el régimen disciplinario del personal penitenciario y
tiene por objeto garantizar el desarrollo institucional, la es-
tabilidad, la seguridad y la igualdad de oportunidades de los
mismos; elevar la profesionalización, fomentar la vocación
de servicio y el sentido de pertenencia.

Artículo 187. El personal penitenciario será considerado
miembro de una institución policial en términos de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, por lo
que la relación entre el Órgano y dicho Personal se regula-
rá por lo dispuesto en el artículo 123, apartado B, fracción
XIII de la Constitución y demás disposiciones.

El personal podrá ser separado de su cargo si no cumple con
los requisitos y las obligaciones que esta Ley señala para
permanecer en la institución, o removido por incurrir en res-
ponsabilidades en el desempeño de sus funciones, sin que
proceda su reinstalación o restitución, cualquiera que sea el
juicio o medio de defensa para combatir la separación o la
remoción. 

Si la autoridad competente resuelve que la separación, re-
moción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación de
los efectos del nombramiento fuere injustificada, el Órgano
sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás pres-
taciones señaladas en la resolución respectiva, sin que en
ningún caso proceda su reincorporación o reinstalación a la
dependencia. 

Artículo 188. El Personal Penitenciario se regirá por los
principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesiona-
lismo, honradez, y respeto a los derechos humanos recono-
cidos en la Constitución.

Artículo 189. El Personal Penitenciario, tendrá los siguien-
tes derechos:

I. Recibir capacitación inicial y actualización periódica;

II. Recibir el adiestramiento adecuado para el desempe-
ño de sus funciones;

Recibir el uniforme y equipo correspondiente para el de-
sempeño de su función específica;

III. Disfrutar de las prestaciones laborales y de seguridad
social que se establezcan en las disposiciones legales
aplicables;

IV. Ser informado de manera directa e individualizada de
los riesgos específicos de su puesto de trabajo y de las
medidas de protección y prevención de dichos riesgos,
así como de las medidas de emergencia existentes; 

V. Concursar en los programas de promoción, y
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VI. Los demás que le otorguen otras disposiciones lega-
les aplicables.

Aunado a los beneficios señalados en el presente artículo, el
Personal Penitenciario gozará de todos los derechos, presta-
ciones y prerrogativas que la Ley General otorga a las ins-
tituciones policiales.

Artículo 190. El Reglamento establecerá las disposiciones
tendientes a preservar la identidad del personal que admi-
nistra y opera el Sistema Penitenciario, a fin de salvaguar-
dar su integridad, debiendo preverse mecanismos de identi-
ficación confiables, a través de números o claves, a efecto
de garantizar sus derechos.

Artículo 191. El Personal Penitenciario que labora en las
distintas áreas operativas y administrativas del Órgano, po-
drá ser reubicado por necesidades del servicio mediante
cambio de unidad o adscripción en cualquier circunstancia,
o comisionado por el periodo que sea necesario a otros
complejos, centros e instalaciones penitenciarias federales,
conservando en todo momento los derechos adquiridos.

Capítulo I
Del Servicio Profesional de Carrera Penitenciaria

Artículo 192. La Carrera Penitenciaria es el sistema de ca-
rácter obligatorio y permanente, conforme al cual se esta-
blecen los lineamientos que definen los procedimientos de
reclutamiento, selección, ingreso, formación, certificación,
permanencia, evaluación, promoción y reconocimiento; así
como la separación o baja del servicio del Personal Peni-
tenciario.

Artículo 193. Los fines de la Carrera Penitenciaria son:

I. Garantizar el desarrollo institucional y asegurar la es-
tabilidad en el empleo, con base en un esquema propor-
cional y equitativo de remuneraciones y prestaciones pa-
ra Personal Penitenciario;

II. Promover la responsabilidad, honradez, diligencia,
eficiencia y eficacia en el desempeño de las funciones y
en la óptima utilización de los recursos de la Secretaría;

III. Fomentar la vocación de servicio y el sentido de per-
tenencia mediante la motivación y el establecimiento de
un adecuado sistema de promociones que permita satis-
facer las expectativas de desarrollo profesional y reco-
nocimiento del Personal Penitenciario;

IV. Instrumentar e impulsar la capacitación y profesiona-
lización permanente del Personal Penitenciario para ase-
gurar la lealtad institucional en la prestación de los ser-
vicios, y

V. Los demás que establezcan el Reglamento u otras dis-
posiciones legales aplicables.

Artículo 194. Son requisitos del Personal Penitenciario los
siguientes:

A. Para el ingreso:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento en pleno ejer-
cicio de sus derechos políticos y civiles, sin tener otra na-
cionalidad;

II. Ser de notoria buena conducta, no haber sido conde-
nado por sentencia irrevocable por delito doloso, ni estar
sujeto a proceso penal;

III. Acreditar que ha concluido los estudios que se esta-
blezca para cada puesto en la convocatoria respectiva;

IV. Aprobar el concurso de ingreso y los cursos de for-
mación;

V. Contar con los requisitos de edad y el perfil físico, mé-
dico y de personalidad que exijan las disposiciones apli-
cables;

VI. Aprobar los procesos de evaluación de control de
confianza;

VII. Abstenerse de consumir sustancias psicotrópicas,
estupefacientes u otras que produzcan efectos similares;

VIII. No padecer alcoholismo;

IX. Someterse a exámenes para comprobar la ausencia
de alcoholismo o el no uso de sustancias psicotrópicas,
estupefacientes u otras que produzcan efectos similares;

X. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber sido des-
tituido por resolución firme como servidor público;

XI. Cumplir con los deberes establecidos en esta Ley, y
demás disposiciones que deriven de ésta;
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XII. Los demás que establezcan otras disposiciones le-
gales aplicables.

B. Para la Permanencia:

I. Ser de notoria buena conducta, no haber sido conde-
nado por sentencia irrevocable por delito doloso;

II. Mantener actualizado su Certificado Único Policial;

III. No superar la edad máxima de retiro que establezca
el Reglamento de la Ley;

IV. Acreditar que ha concluido los estudios requeridos
para el puesto que corresponda;

V. Aprobar los cursos de formación, capacitación y pro-
fesionalización;

VI. Aprobar los procesos de evaluación de control de
confianza;

VII. Aprobar las evaluaciones del desempeño;

VIII. Participar en los procesos de promoción o ascenso
que se convoquen, conforme a las disposiciones aplica-
bles;

IX. Abstenerse de consumir sustancias psicotrópicas, es-
tupefacientes u otras que produzcan efectos similares;

X. No padecer alcoholismo;

XI. Someterse a exámenes para comprobar la ausencia
de alcoholismo o el no uso de sustancias psicotrópicas,
estupefacientes u otras que produzcan efectos similares;

XII. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber sido
destituido por resolución firme como servidor público;

XIII. No ausentarse del servicio sin causa justificada, por
un periodo de tres días consecutivos o de cinco días den-
tro de un término de treinta días;

XIV. Abstenerse de incurrir en cualquier acto u omisión
que afecte la prestación del servicio;

XV. No incurrir en actos u omisiones que causen la pér-
dida de confianza, y

XVI. Las demás que establezcan las disposiciones lega-
les aplicables.

Capítulo II
De la Profesionalización 

del Personal Penitenciario

Artículo 195. La profesionalización penitenciaria estará
orientada hacia la preparación del personal para lograr
una atención de calidad en los servicios penitenciarios, la
mejora en los niveles de educación sustantiva y educación
formal del personal, y el establecimiento de la carrera pe-
nitenciaria, de tal manera que la combinación de dichas
vertientes permita la formación y el desarrollo de profe-
sionales penitenciarios que mejoren el desempeño institu-
cional.

Artículo 196. La preparación y el desarrollo permanente
del personal penitenciario se guiarán por el Programa Rec-
tor de Profesionalización Penitenciaria que al efecto se
apruebe. 

Artículo 197. El Órgano, con base en el Programa Rector
de Profesionalización Penitenciaria, diseñará y desarrollará
programas en materia de formación inicial, capacitación es-
pecífica, adiestramiento, actualización, educación formal y
especialización, considerando los diferentes perfiles del
Personal Penitenciario.

Artículo 198. El Programa Rector de Profesionalización
Penitenciaria alineará los procesos de formación inicial, ca-
pacitación, adiestramiento y especialización del personal
penitenciario en relación con las ciencias penitenciarias,
mismas que se clasifican al menos en tres vertientes: la Ju-
rídica, la Biopsicosocial y la Operativa, cada una con las
asignaturas que se establezcan en las disposiciones legales
aplicables.

Artículo 199. El Órgano, en el marco de los trabajos de la
Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario, se coordi-
nará con las instancias estatales y municipales correspon-
dientes para realizar acciones orientadas a cumplir con el
Programa Rector de Profesionalización Penitenciaria.

Artículo 200. El Órgano podrá proponer la celebración de
convenios de colaboración o instrumentos similares con
instituciones nacionales e internacionales, del sector públi-
co, privado o social, de educación superior, del ámbito pe-
nitenciario o de cualquier otro ámbito, con la finalidad de
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establecer alianzas orientadas a profesionalizar al personal
del Sistema Penitenciario.

Capítulo III
Del Régimen Disciplinario 
del Personal Penitenciario

Artículo 201. El régimen disciplinario se ajustará a los
principios establecidos en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública, la presente Ley y su Regla-
mento y comprenderá y comprenderá las obligaciones y los
deberes, las correcciones disciplinarias, las sanciones y los
procedimientos para su aplicación.

Artículo 202. El Personal Penitenciario tendrá las siguien-
tes obligaciones y deberes: 

I. Conducirse siempre con dedicación y disciplina, así
como con apego al orden jurídico y respeto a las garan-
tías individuales y derechos humanos reconocidos en la
Constitución;

II. Preservar la secrecía de los asuntos que por razón del
desempeño de su función conozcan, en términos de las
disposiciones aplicables;

III. Cumplir sus funciones con absoluta imparcialidad y
sin discriminación alguna;

IV. Abstenerse en todo momento de infligir o tolerar ac-
tos de tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes,
aún cuando se trate de una orden superior o se argumen-
ten circunstancias especiales, tales como amenaza a la
seguridad pública, urgencia de las investigaciones o
cualquier otra; al conocimiento de ello, podrá denunciar-
lo inmediatamente ante la autoridad competente;

V. Hacer uso de la fuerza pública de manera racional,
congruente, oportuna y con respeto a las garantías indi-
viduales, en términos de las disposiciones legales, nor-
mativas y administrativas que al efecto se emitan;

VI. Observar un trato respetuoso con todas las personas,
debiendo abstenerse de todo acto arbitrario y de limitar
indebidamente las acciones o manifestaciones que en
ejercicio de sus derechos constitucionales y con carácter
pacífico realice la población;

VII. Abstenerse de intervenir en la gestión o tramitación
de asuntos de su empleo, cargo o comisión, en los que tu-
viera interés personal o particular;

VIII. Desempeñar su misión sin solicitar ni aceptar com-
pensaciones, pagos o gratificaciones distintas a las pre-
vistas legalmente y se opondrá a cualquier acto de co-
rrupción y, en caso de tener conocimiento de alguno,
deberán denunciarlo;

IX. Participar en operativos y mecanismos de coordina-
ción con otras instituciones de seguridad pública, así co-
mo brindarles, en su caso, el apoyo que conforme a de-
recho proceda;

X. Preservar en el ámbito de su competencia y conforme
a las disposiciones aplicables, las pruebas e indicios de
probables hechos delictivos o de faltas administrativas
de forma que no pierdan su calidad probatoria y se faci-
lite la correcta tramitación del procedimiento correspon-
diente;

XI. Someterse a evaluaciones periódicas para acreditar el
cumplimiento de sus requisitos de permanencia, así co-
mo obtener y mantener vigente la certificación respecti-
va;

XII. Informar al superior jerárquico, de manera inmedia-
ta, las omisiones, actos indebidos o constitutivos de de-
lito, de sus subordinados o iguales en categoría jerárqui-
ca;

XIII. Cumplir y hacer cumplir con diligencia las órdenes
que reciba con motivo del desempeño de sus funciones,
evitando todo acto u omisión que produzca deficiencia
en su cumplimiento;

XIV. Fomentar la disciplina, responsabilidad, decisión,
integridad, espíritu de cuerpo y profesionalismo, en sí
mismo y en el personal bajo su mando;

XV. Abstenerse de sustraer, ocultar, alterar o dañar infor-
mación o bienes del Sistema Penitenciario;

XVI. Abstenerse, conforme a las disposiciones aplica-
bles, de dar a conocer por cualquier medio a quien no
tenga derecho, documentos, registros, imágenes, cons-
tancias, estadísticas, reportes o cualquier otra informa-
ción reservada o confidencial de la que tenga conoci-
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miento en ejercicio y con motivo de su empleo, cargo o
comisión;

XVII. Atender con diligencia la solicitud de informe,
queja o auxilio de la ciudadanía, o de sus propios subor-
dinados, excepto cuando la petición rebase su competen-
cia, en cuyo caso deberá turnarlo al área que correspon-
da;

XVIII. Abstenerse de introducir a los complejos, centros
e instalaciones penitenciarias federales, bebidas embria-
gantes, sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras
sustancias adictivas de carácter ilegal;

XIX. Abstenerse de consumir, dentro o fuera del servi-
cio, bebidas embriagantes, sustancias psicotrópicas, es-
tupefacientes u otras sustancias adictivas de carácter ile-
gal, prohibido o controlado, salvo los casos en que el
consumo de los medicamentos controlados sea autoriza-
do mediante prescripción médica, avalada por los servi-
cios médicos de las instituciones;

XX. Abstenerse de realizar conductas que desacrediten
su persona o la imagen de la institución penitenciaria,
dentro o fuera del servicio;

XXI. No permitir que personas ajenas a los complejos,
centros e instalaciones penitenciarias federales realicen
actos inherentes a las atribuciones que tenga encomen-
dadas. Asimismo, no podrá hacerse acompañar de dichas
personas al realizar actos del servicio;

XXII. Portar su identificación oficial, así como los uni-
formes, insignias y equipo reglamentario que le ministre
el Órgano, mientras se encuentre en servicio, si las nece-
sidades de éste así lo requieren;

XXIII. Mantener en buen estado el armamento, material,
municiones y equipo que se le asigne con motivo de sus
funciones, haciendo uso racional de ellos sólo en el de-
sempeño del servicio. La portación y uso de las armas se
reservará exclusivamente para actos del servicio que así
lo demanden;

XXIV. Entregar, al superior de quien dependa, un infor-
me escrito de las actividades encomendadas, lo que eje-
cutará en la periodicidad que las instrucciones le señalen;

XXV. Abstenerse de convocar o participar en cualquier
práctica de inconformidad que afecte las actividades del

Órgano, actos de rebeldía o indisciplina contra el mando
o alguna otra autoridad;

XXVI. Resguardar y comprobar, conforme a la normati-
vidad aplicable, los recursos que le hayan sido asignados
para el desempeño de sus funciones, y

XXVII. La demás que establezcan otras disposiciones
normativas aplicables.

Artículo 203. Las sanciones de amonestación, suspensión y
remoción serán impuestas mediante resolución formal que
emita el Consejo de Desarrollo Penitenciario, por infraccio-
nes o faltas a las obligaciones y los deberes establecidos en
la Ley General, la Ley y el reglamento respectivo.

La aplicación de sanciones que en su caso realice la instan-
cia colegiada se realizará sin perjuicio de las que corres-
ponda aplicar por responsabilidad administrativa, civil o pe-
nal.

En todo caso, la sanción deberá registrarse en las bases de
datos del personal penitenciario, así como del sistema de in-
formación de la Secretaría.

Artículo 204. La aplicación de dichas sanciones por el
Consejo de Desarrollo Penitenciario se realizará conside-
rando los factores siguientes:

I. Gravedad de la infracción;

II. Daños causados a la institución;

III. Daños infligidos a la ciudadanía;

IV. Condiciones socioeconómicas del infractor;

V. Cargo, comisión, categoría jerárquica y antigüedad;

VI. Conducta observada con anterioridad al hecho;

VII. Circunstancias de ejecución;

VIII. Intencionalidad o negligencia;

IX. Perjuicios originados al servicio;

X. Daños producidos a otros integrantes;

XI. Daños causados al material y equipo, y
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XII. Grado de instrucción del presunto infractor.

Capítulo IV
De la Conclusión del Servicio

Artículo 205. La conclusión del servicio del Personal Peni-
tenciario es la terminación de su nombramiento o la cesa-
ción de sus efectos legales por las siguientes causas:

I. Separación, por incumplimiento a cualquiera de los re-
quisitos de permanencia, o cuando en los procesos de
promoción concurran las siguientes circunstancias:

a) Si hubiere sido convocado a tres procesos conse-
cutivos de promoción sin que haya participado en los
mismos, o que habiendo participado en dichos proce-
sos no hubiese obtenido el grado inmediato superior
que le correspondería por causas imputables a él;

b) Que haya alcanzado la edad máxima de acuerdo
con lo establecido en el Reglamento, y

c) Que del expediente del integrante no se despren-
dan méritos suficientes a juicio del Consejo para con-
servar permanencia.

II. Remoción, por incurrir en responsabilidad en el de-
sempeño de sus funciones o incumplimiento de sus de-
beres, de conformidad con las disposiciones relativas al
régimen disciplinario, o

III. Baja, por:

a) Renuncia;

b) Muerte, o incapacidad permanente, o

c) Jubilación o retiro.

Al concluir el servicio el integrante deberá entregar
al funcionario designado para tal efecto, toda la in-
formación, documentación, equipo, materiales, iden-
tificaciones, valores u otros recursos que hayan sido
puestos bajo su responsabilidad o custodia mediante
acta de entrega recepción.

Capítulo V
Del Consejo de Desarrollo Penitenciario

Artículo 206. El Consejo de Desarrollo Penitenciario es la
instancia colegiada encargada de normar, conocer y resol-
ver toda controversia que se suscite en relación con los pro-
cedimientos del servicio profesional de carrera penitencia-
ria, el régimen disciplinario y la profesionalización, mismo
que estará integrado por:

I. Un Presidente, que será designado por el titular de la
Secretaría;

II. Un Secretario;

III. Un representante del Órgano Interno de Control, y 

IV. Cuatro consejeros vocales.

Todos los miembros que integran el Consejo tendrán dere-
cho a voz y voto

Los integrantes del Consejo tendrán carácter permanente y
podrán designar un suplente de conformidad con el Regla-
mento.

El Consejo contará para el desempeño de sus funciones, con
el personal necesario, conforme a las disponibilidades pre-
supuestales.

Artículo 207. Son atribuciones del Consejo de Desarrollo
Penitenciaria:

I. Emitir normas relativas al ingreso, selección, perma-
nencia, estímulos, promoción y reconocimiento de los
integrantes;

II. Establecer los lineamientos para los procedimientos
de carrera penitenciaria;

III. Formular normas en materia de previsión social;

IV. Elaborar los planes y programas de profesionaliza-
ción que contendrá los aspectos de formación, capacita-
ción, adiestramiento y actualización;

V. Establecer los procedimientos aplicables a la profe-
sionalización;
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VI. Celebrar los convenios necesarios para la instrumen-
tación de la profesionalización;

VII. Instruir el desarrollo de los programas de investiga-
ción académica en materia penitenciaria;

VIII. Establecer los lineamientos para los procedimien-
tos aplicables al régimen disciplinario;

IX. Emitir acuerdos de observancia general y obligatoria
en materia de desarrollo penitenciario para la exacta apli-
cación de la carrera penitenciaria;

X. Aplicar y resolver los procedimientos relativos al in-
greso, selección, permanencia, promoción y reconoci-
miento de los integrantes;

XI. Verificar el cumplimiento de los requisitos de per-
manencia de los integrantes;

XII. Analizar la formación, capacitación, adiestramiento,
desarrollo, actualización, las sanciones aplicadas y los
méritos de los integrantes a fin de determinar quiénes
cumplen con los requisitos para ser promovidos;

XIII. Sustanciar los procedimientos disciplinarios por in-
cumplimiento a los deberes u obligaciones de los inte-
grantes, preservando el derecho a la garantía de audien-
cia;

XIV. Establecer el régimen homólogo de grados para el
personal de servicios;

XV. Crear las comisiones, comités y grupos de trabajo
del servicio de carrera penitenciaria, régimen disciplina-
rio y demás que resulten necesarias, de acuerdo al tema
o actividad a desarrollar, supervisando su actuación;

XVI. Sancionar a los integrantes por incumplimiento a
los deberes previstos en la presente Ley y demás dispo-
siciones aplicables;

XVII. Resolver los recursos de revisión promovidos con-
tra las sanciones impuestas por violación al régimen dis-
ciplinario;

XVIII. Resolver los recursos de reclamación promovi-
dos contra los acuerdos respecto a la no procedencia del
inicio del procedimiento;

XIX. Dictar las medidas necesarias para el despacho
pronto y expedito de los asuntos de su competencia, y

XX. Las demás que le señalen la presente Ley y demás
disposiciones legales aplicables.

Artículo 208. En los procedimientos que instruya el Con-
sejo de Desarrollo Penitenciario contra los integrantes se
salvaguardará en todo tiempo la garantía de audiencia.

Artículo 209. El Reglamento regulará el funcionamiento
del Consejo, así como los procedimientos correspondientes
para el desarrollo y cumplimiento de sus atribuciones.

Capítulo VI
Del Procedimiento

Artículo 210. El procedimiento que se instaure al Personal
Penitenciario por incumplimiento a los requisitos de perma-
nencia o por infracción al régimen disciplinario ante el Con-
sejo de Desarrollo Penitenciario iniciará por solicitud fun-
dada y motivada del titular de la unidad encargada de los
asuntos internos, dirigida al Presidente del Consejo de De-
sarrollo Penitenciario y remitiendo para tal efecto el expe-
diente del presunto infractor.

El presidente resolverá si ha lugar a iniciar procedimiento
contra el presunto infractor, en caso contrario devolverá el
expediente a la unidad remitente.

En caso procedente, resolverá si el asunto se instruirá por el
Pleno, alguna comisión o comité del propio Consejo de De-
sarrollo Penitenciario.

Artículo 211. El acuerdo que emita el presidente del Con-
sejo de Desarrollo Penitenciario respecto a la no proceden-
cia del inicio del procedimiento, podrá ser impugnado por
el área encargada de la investigación mediante el recurso de
reclamación ante el Consejo de Desarrollo Penitenciario,
dentro del término de cinco días contados a partir de la no-
tificación y recepción del expediente respectivo.

En el escrito de reclamación, la unidad encargada de los
asuntos internos expresará los razonamientos sobre la pro-
cedencia del procedimiento y aportará las pruebas que con-
sidere necesarias. El pleno de dicho Consejo resolverá so-
bre la misma en un término no mayor a cinco días a partir
de la vista del asunto.
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Artículo 212. Resuelto el inicio del procedimiento, el Se-
cretario del Consejo convocará a los miembros de la instan-
cia y citará al presunto infractor a una audiencia haciéndole
saber la infracción que se le imputa, el lugar, el día y la ho-
ra en que tendrá verificativo dicha audiencia y su derecho a
ofrecer pruebas y formular alegatos, por sí o asistido de un
defensor.

La audiencia se celebrará dentro de un plazo no menor de
cinco ni mayor de veinte días naturales posteriores a la re-
cepción del expediente por el Presidente del Consejo, plazo
en el que presunto infractor podrá imponerse de los autos
del expediente.

Artículo 213. La notificación del citatorio se realizará en el
domicilio oficial de la adscripción del presunto infractor, en
el último que hubiera reportado, o en el lugar en que se en-
cuentre físicamente y se le hará saber el lugar donde queda-
rá a disposición en tanto se dicte la resolución definitiva res-
pectiva.

Asimismo, el infractor deberá señalar domicilio para oír y
recibir notificaciones dentro del lugar de residencia del
Consejo de Desarrollo Penitenciario, apercibiéndolo que en
caso de no hacerlo las subsecuentes notificaciones se reali-
zarán en un lugar visible al público dentro de las instalacio-
nes que ocupe el propio Consejo; del mismo modo, en caso
de no ofrecer pruebas y defensas, la imputación se tendrá
por consentida y aceptada.

El Presidente del Consejo de Desarrollo Penitenciario podrá
determinar la suspensión temporal del empleo, cargo o co-
misión del presunto infractor, previo o posteriormente a la
notificación del inicio del procedimiento, si a su juicio es
conveniente para la continuación del procedimiento o de las
investigaciones. Esta medida no prejuzga sobre la respon-
sabilidad que se impute, debiéndose asentar expresamente
esta salvedad. El presunto infractor suspendido podrá im-
pugnar esta determinación en reclamación ante el Pleno del
Consejo.

Artículo 214. El día y hora señalados para la comparecen-
cia del presunto infractor, el Presidente de la instancia cole-
giada declarará formalmente abierta la audiencia y ensegui-
da, el Secretario del Consejo tomará los generales de aquél
y de su defensor, a quien protestará en el cargo y apercibirá
al primero para conducirse con verdad. Acto seguido proce-
derá a dar lectura a las constancias relativas a la imputación
y datos de cargo, con la finalidad de hacer saber al presun-
to infractor los hechos que se le atribuyen.

El Secretario de la instancia colegiada concederá el uso de
la palabra al presunto infractor y a su defensor, los que ex-
pondrán en forma concreta y específica lo que a su derecho
convenga.

Artículo 215. Los integrantes de dicha instancia podrán
formular preguntas al presunto infractor, solicitar informes
u otros elementos de prueba, por conducto del Secretario de
la misma, con la finalidad de allegarse los datos necesarios
para el conocimiento del asunto.

Artículo 216. Las pruebas que sean presentadas por las par-
tes, serán debidamente analizadas y ponderadas, resolvien-
do cuáles se admiten y cuáles son desechadas dentro de la
misma audiencia.

Son admisibles como medio de prueba:

I. Los documentos públicos;

II. Los documentos privados;

III. Los testigos;

IV. Las fotografías, escritos y notas taquigráficas y, en
general, todos aquellos elementos aportados por los des-
cubrimientos de la ciencia,

V. Las presunciones, y

VI. Todas aquéllas que sean permitidas por la ley.

No es admisible la confesional a cargo de la autoridad. Las
pruebas se admitirán siempre que guarden relación inme-
diata con los hechos materia de la litis y sólo en cuanto fue-
ren conducentes para el eficaz esclarecimiento de los he-
chos y se encuentren ofrecidas conforme a derecho. Sólo
los hechos están sujetos a prueba.

Si la prueba ofrecida por el integrante es la testimonial, que-
dará a su cargo la presentación de los testigos.

Si el oferente no puede presentar a los testigos, deberá se-
ñalar su domicilio y solicitará a la instancia que los cite. Es-
ta los citará por una solo ocasión, en caso de incompare-
cencia declarará desierta la prueba.

Artículo 217. Si el Secretario de la instancia colegiada lo
considera necesario, por lo extenso o particular de las prue-
bas presentadas, cerrará la audiencia, levantando el acta co-
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rrespondiente, y establecerá un término probatorio de diez
días para su desahogo.

En caso contrario, se procederá a la formulación de alega-
tos y posteriormente al cierre de instrucción del procedi-
miento.

Artículo 218. Una vez desahogadas todas las pruebas y
presentados los alegatos, el Presidente de la instancia cerra-
rá la instrucción.

El Consejo de Desarrollo Penitenciario deberá emitir la re-
solución que conforme a derecho corresponda, dentro del
término de veinte días hábiles contados a partir del cierre de
la instrucción.

La resolución se notificará personalmente al interesado por
conducto del personal que designe el propio Consejo, la co-
misión o comité. Contra la resolución del procedimiento
disciplinario procederá el recurso de revisión que deberá in-
terponerse en término de cinco días hábiles contados a par-
tir de la notificación de la resolución.

Artículo 219. La resolución que dicte el pleno del Consejo
de Desarrollo Penitenciario deberá estar debidamente fun-
dada y motivada, contener una relación sucinta de los he-
chos y una valoración de todas y cada una de las pruebas
aportadas.

Artículo 220. Los acuerdos dictados durante el procedi-
miento, serán firmados por el Presidente del Consejo de De-
sarrollo Penitenciario y autentificados por el Secretario de
dicha instancia.

Artículo 221. Para lo no previsto en el presente capítulo se
aplicará de manera supletoria el Código Federal de Proce-
dimientos Civiles.

Transitorios

Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La ejecución de sanciones penales iniciadas con
antelación a la entrada en vigor del presente Decreto, se re-
girán por las leyes vigentes en su momento; pero el senten-
ciado podrá optar por las disposiciones de la presente Ley. 

Tercero. Para los efectos del artículo 30 de esta Ley, la apli-
cación regirá exclusivamente para los complejos y centros

penitenciarios Federales que se construyan a partir de la en-
trada en vigor del presente ordenamiento.

Cuarto. Dentro de un plazo no mayor a un año a partir de
la entrada en vigor del presente Decreto, el Ejecutivo Fede-
ral deberán expedir las disposiciones reglamentarias respec-
tivas y realizar los cambios necesarios para la adecuación
orgánica de la administración pública y celebrar los conve-
nios que fueren necesarios.

Quinto. Las erogaciones que deriven de la aplicación de la
presente Ley se realizarán mediante movimientos compen-
sados en el presupuesto de la Secretaría de Seguridad Pú-
blica. En tal virtud, no se requerirán recursos adicionales
para tales efectos en el presente ejercicio, ni se incrementa-
rá su presupuesto regularizable.

Sexto. Se abroga la Ley que Establece las Normas Mínimas
sobre Readaptación Social de Sentenciados, publicada en el
Diario Oficial de la Federación del 19 de mayo de 1971.

Séptimo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente Decreto.

Octavo. Las menciones que en otros ordenamientos legales
se haga a la readaptación social, se entenderán referidas a la
reinserción social en términos de la presente Ley.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se adiciona el artículo 50 Quá-
ter de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,
para quedar como sigue:

Artículo 50 Quáter. Los jueces de ejecución federales en
términos de la Ley Federal del Sistema Penitenciario y Eje-
cución de Sanciones conocerán de:

La modificación y duración de las penas;

La substanciación del procedimiento para el cumpli-
miento de la reparación del daño, y

Aquellas que le confiera la ley de la materia. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro; a 10 de abril de 2012. 

La Comisión de Seguridad Pública, diputados: José Luis Ovando
Patrón (rúbrica), Manuel Guillermo Márquez Lizalde (rúbrica), María
de Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica), Manuel Esteban de Esesarte Pes-
queira, J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Sergio González Hernán-
dez (rúbrica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero, Adriana Sarur
Torre (rúbrica), Teresa Rosaura Ochoa Mejía (rúbrica), Miguel Álvarez
Santamaría (rúbrica), Víctor Hugo Círigo, Jaime Fernando Cárdenas
Gracia, Ernesto de Lucas Hopkins, Jorge Fernando Franco Vargas, Lu-
cía del Carmen Gallegos Camarena (rúbrica), Luis Alejandro Guevara
Cobos (rúbrica), Feliciano Rosendo Marín Díaz, Luz Mireya Franco
Hernández (rúbrica), Rosi Orozco (rúbrica), Gustavo Antonio Miguel
Ortega Joaquín (rúbrica), Benigno Quezada Naranjo (rúbrica), Liev
Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica), Francisco Lauro Rojas San Ro-
mán, Arturo Santana Alfaro (rúbrica), Ricardo Sánchez Gálvez (rúbri-
ca), Reyna Araceli Tirado Gálvez (rúbrica), Alma Carolina Viggiano
Austria (rúbrica).

La Comisión de Justicia, diputados: Víctor Humberto Benítez Trevi-
ño (rúbrica), presidente; Sergio Lobato García, Miguel Ernesto Pompa
Corella, Óscar Martín Arce Paniagua (rúbrica), Camilo Ramírez Puen-
te, Olga Luz Espinoza Morales, Eduardo Ledesma Romo, secretarios;
Jaime Aguilar Álvarez y Mazarrasa (rúbrica), María de Jesús Aguirre
Maldonado (rúbrica), Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Nancy
González Ulloa, Leonardo Arturo Guillén Medina, Mercedes del Car-
men Guillén Vicente, Cuauhtémoc Gutiérrez de la Torre, Gregorio Hur-
tado Leija (rúbrica), Israel Madrigal Ceja, Sonia Mendoza Díaz (rúbri-
ca), Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo (rúbrica), María
Antonieta Pérez Reyes, Rodrigo Pérez-Alonso González (rúbrica), Nor-
ma Leticia Salazar Vázquez, Cuauhtémoc Salgado Romero, Miguel
Ángel Terrón Mendoza (rúbrica), Enoé Margarita Uranga Muñoz (rú-
brica), Josué Cirino Valdés Huezo, Alma Carolina Viggiano Austria, Pe-
dro Vázquez González (rúbrica en lo general), J. Eduardo Yáñez Mon-
taño, Arturo Zamora Jiménez (rúbrica).»

«Opinión de impacto presupuestario que emite la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública, con fundamento en la va-
loración que elabora el Centro de Estudios de las Finanzas
Públicas, en relación con la iniciativa que expide la Ley so-
bre Ejecución de Penas y Readaptación Social de Senten-
ciados, presentada por el diputado Alejandro Gertz Manero

Honorable Asamblea:

A esta Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, corres-
pondiente a la LXI Legislatura de la honorable Cámara de
Diputados, le fue turnada para su opinión la Iniciativa que
expide la Ley sobre Ejecución de Penas de Readaptación

Social de Sentenciados, presentada por el Diputado Alejan-
dro Gertz Manero del Grupo Parlamentario de Convergen-
cia.

Esta comisión, con fundamento en los. artículos 39, nume-
rales 1 y 2, fracción XXVIII; 45, numeral 6, incisos e), f) y
g), y 49, numeral 3, de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; así como con base
en los artículos 18, párrafo tercero de la Ley Federal de Pre-
supuesto y Responsabilidad Hacendaria; y los artículos 67,
fracción 11 y 69 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, se abocó al estudio y análisis de la Iniciativa anterior-
mente descrita al tenor de los siguientes:

Antecedentes

I. Con fecha 7 de septiembre de 2010, el diputado Alejan-
dro Gertz Manero del Grupo Parlamentario de Convergen-
cia, integrante de la LXI Legislatura, presentó la Iniciativa
que expide la Ley sobre Ejecución de Penas y Readaptación
Social de Sentenciados.

II. En esa misma fecha el Presidente de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados turnó dicha Iniciativa a la Co-
misión de Seguridad Pública con opinión de la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública, para efectos de su estudio y
dictamen correspondientes.

III. Con base en el tercer párrafo del artículo 18 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y en
el numeral 3 del artículo 49 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se solici-
tó al Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, mediante
oficio de fecha 8 de septiembre de 2010, la valoración del
impacto presupuestario.

IV. Esta Comisión recibió el 16 de marzo del 2011, por par-
te del Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, la men-
cionada valoración de impacto presupuestario de la Iniciati-
va en comento, la cual sirve de fundamento para la presente
opinión.

Objetivo de la iniciativa

El objetivo de la Iniciativa materia de la presente opinión
consiste en crear un ordenamiento jurídico aplicable a los
ámbitos federal y del fuero común, con el objeto de reorga-
nizar el sistema penitenciario en la República Mexicana,
para la ejecución de sanciones penales impuestas por los
tribunales competentes, conforme a las disposiciones cons-
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titucionales y a las leyes aplicables. Establece que el siste-
ma penitenciario se organizará sobre la base del trabajo y la
dignidad humana dentro y fuera del centro de reclusión co-
mo medio fundamental para la rehabilitación, la reparación
de los daños ocasionados a las víctimas, el cumplimiento de
las obligaciones penitenciarias del interno, así como su ca-
pacitación y su educación como medios indispensables pa-
ra la readaptación social. Además, propone que para una
mejor ejecución de las sanciones y una verdadera readapta-
ción social, se clasifiquen las cárceles en máxima, media y
mínima seguridad y a los presos en alta, media y baja peli-
grosidad.

Consideraciones

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con funda-
mento en la valoración de impacto presupuestario emitida
por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, y deri-
vado del análisis realizado a la iniciativa, observa que, por
tratarse de una Iniciativa de Ley cuyos contenidos son de
carácter regulatorio y normativo, toda vez que no contem-
pla la creación de instituciones ni la modificación de es-
tructuras orgánicas y ocupacionales existentes, no implica
un impacto presupuestario, ya que la ley propuesta se li-
mita a fortalecer las atribuciones del órgano Desconcentra-
do Prevención y Readaptación Social de la Secretaría de Se-
guridad Pública qué busca la reinserción social de los
sentenciados mediante la capacitación, la educación y el tra-
bajo.

Por todo lo anterior, es de emitirse la siguiente:

Opinión

Primero. La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
con fundamento en los artículos 39, numeral 1, y 45, nume-
ral 6, incisos e), f) y g), y 49, numeral 3, de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos;
y el artículo 18, párrafo tercero de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria; así como los artícu-
los 67, fracción II, y 69 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados y con base en la valoración realizada por el Centro
de Estudios de las Finanzas Públicas, opina que la iniciati-
va que expide la Ley sobre Ejecución de Penas y Rea-
daptación Social de Sentenciados, presentada por el
diputado Alejandro Gertz Manero del Grupo Parla-
mentario de Convergencia, no implica un impacto pre-
supuestario.

Segundo. La presente opinión se formula, solamente en la
materia de la competencia de esta comisión, tomando como
base la valoración del impacto presupuestario que elaboró
el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, por lo que
el sentido del dictamen que se dicte respecto de la iniciati-
va que expide la Ley sobre Ejecución de Penas de Readap-
tación Social de Sentenciados es de la exclusiva competen-
cia de la Comisión de Seguridad Pública.

Tercero. Remítase la presente opinión a la Comisión de Se-
guridad Pública para los efectos legales a que haya lugar.

Cuarto. Por oficio, comuníquese la presente opinión a la
Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados, para su co-
nocimiento.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de marzo de 2011.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados: Jesús Al-
fonso Navarrete Prida (rúbrica), presidente; Baltazar Manuel Hinojosa
Ochoa (rúbrica), Felipe Enríquez Hernández (rúbrica), Jesús Alberto
Cano Vélez (rúbrica), Mario Moreno Arcos (rúbrica), Rolando Rodrigo
Zapata Bello (rúbrica), Julio Castellanos Ramírez, Alfredo Javier Ro-
dríguez Dávila, Sergio Gutiérrez Villanueva, Vidal Llerenas Morales
(rúbrica), María del Rosario Brindis Álvarez (rúbrica), Pedro Vázquez
González (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, Pedro Jiménez Le-
ón (rúbrica), secretarios; Cruz López Aguilar (rúbrica), David Penchy-
na Grub (rúbrica), Georgina Trujillo Zentella (rúbrica), Héctor Pablo
Ramírez Puga Leyva, Silvio Lagos Galindo, Claudia Ruiz Massieu Sa-
linas (rúbrica), Manuel Guillermo Márquez Lizalde (rúbrica), María Es-
ther Sherman Leaño (rúbrica), Noé Fernando Garza Flores, Óscar Gui-
llermo Levin Coppel (rúbrica), Óscar Javier Lara Aréchiga (rúbrica),
Roberto Albores Gleason, Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias,
Agustín Torres Ibarrola, Gabriela Cuevas Barron, Enrique Octavio Tre-
jo Azuara, Felipe de Jesús Rangel Vargas, Francisco Javier Orduño Val-
dez, J. Guadalupe Vera Hernández, Marcos Pérez Esquer, Mario Alber-
to Becerra Pocoroba, Ovidio Cortazar Ramos, Rigoberto Salgado
Vázquez, Armando Ríos Piter, Claudia Anaya Mota (rúbrica), Emiliano
Velázquez Esquivel (rúbrica), Juanita Arcelia Cruz Cruz (rúbrica), Ra-
fael Pacchiano Alamán (rúbrica).»

«Opinión de impacto presupuestario que emite la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública, con fundamento en la va-
loración que elabora el Centro de Estudios de las Finanzas
Públicas, en relación a la iniciativa de Ley Reglamentaria
del Artículo 18 Constitucional en Materia del Sistema Peni-
tenciario, presentada por la diputada Adriana Sarur Torre 
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Honorable Asamblea: 

A esta Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, corres-
pondiente a la LXI Legislatura de la honorable Cámara de
Diputados, le fue turnada para su opinión la iniciativa de
Ley Reglamentaria del artículo 18 Constitucional en Mate-
ria del Sistema Penitenciario, presentada por la diputada
Adriana Sarur Torre del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México. 

Esta comisión, con fundamento en los artículos 39, nume-
rales 1 y 2 fracción XXVIII; 45, numeral 6, incisos e), f) y
g) y 49, numeral 3, de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; así como con base en
los artículos 18, párrafo tercero de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria; y los artículos 67,
fracción II y 69 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
se abocó al estudio y análisis de la Iniciativa anteriormente
descrita al tenor de los siguientes: 

Antecedentes

I. Con fecha 23 de noviembre de 2010, la Diputada Adria-
na Sarur Torre del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, integrante de la LXI Legislatura,
presentó la Iniciativa de Ley Reglamentaria del artículo 18
Constitucional en Materia del Sistema Penitenciario. 

II. En esa misma fecha el Presidente de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados turnó dicha iniciativa a las Co-
misiones de Seguridad Pública y de Justicia con opinión de
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para efectos
de su estudio y dictamen correspondientes. 

III. Con base en el tercer párrafo del artículo 18 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y en
el numeral 3 del artículo 49 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se solici-
tó al Centro de Estudios de las Finanzas Públicas (CEFP),
mediante oficio de fecha 24 de noviembre de 2010, la valo-
ración del impacto presupuestario. 

IV. Esta comisión recibió el 23 de marzo del 2011, por par-
te del CEFP, la mencionada valoración de impacto presu-
puestario de la Iniciativa en comento, la cual sirve de fun-
damento para la presente opinión.

Objetivo de la iniciativa

El objetivo de la Iniciativa materia de la presente Opinión
consiste en crear un ordenamiento jurídico reglamentario
del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia del sistema penitenciario y
de aplicación en los centros penitenciarios federales. Dicho
reglamento pretende permitir la intervención del sector pri-
vado en la construcción, operación y administración de los
centros penitenciarios dependientes de la Federación, con la
correspondiente rectoría del Estado. Asimismo, al regular el
artículo 18 en materia del Sistema Penitenciario, pretende:

• Crear la figura del Oficial del Caso, como el funciona-
rio penitenciario, dependiente de la Subsecretaría del
Sistema Penitenciario, el cual tendrá entre sus funciones
la de dar seguimiento de las actividades diarias del inter-
no, la concentración de información relacionada con las
áreas en las que conviva el interno, crear un registro de
información referente a incentivos y sanciones para el in-
terno, realizar trabajo de colaboración con el interno en
el cumplimiento del programa de reinserción, así como
la integración del expediente de evaluación semestral del
interno. 

• Crear la figura de Oficial de Vigilancia, quien será el
responsable de supervisar el cumplimiento de las condi-
ciones de libertad establecidas, así como de facilitar y
apoyar al interno durante su proceso de reincorporación
a la sociedad: integrar la información que generen ‘los
distintos actores que convivan con el interno en libertad;
integrar informes periódicos sobre la evolución del in-
terno. Dicha información deberá ser ministrada de forma
mensual al Juez de Ejecuci6n a fin de tener elementos
para la revocación del beneficio; y los demás que el Juez
de Ejecución, con fundamento en la ley respectiva deter-
mine. 

Consideraciones

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con funda-
mento en la valoración de impacto presupuestario emitida
por el CEFP y del análisis realizado a la Iniciativa, observa
que la misma tiene un impacto presupuestario parcial de
156.6 millones de pesos, el cual se deriva de una estimación
realizada, para cubrir la incorporación del Oficial de Caso
(servidor público encargado del seguimiento de las activi-
dades diarias del interno, en cumplimiento al programa de
reinserción) y del Oficial de Vigilancia (persona responsa-
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ble de supervisar el cumplimiento de las condiciones de li-
bertad señaladas por el Juez de Ejecución). 

La evaluación fue calculada tomando en consideración el
supuesto de requerir de un Oficial de Caso por cada 90 in-
ternos, y de un Oficial de Vigilancia por cada 60 personas
acreedoras al beneficio de libertad anticipada, cada uno con
un ingreso anual aproximado de 260,607 pesos. Así, usan-
do una la aproximación del promedio de internos y de los
sentenciados acreedores al beneficio de la libertad anticipa-
da que se registraron en el periodo 2001 a 2009, se obtiene
que se requerirían 546 Oficiales de Caso y 55 Oficiales de
Vigilancia por lo que existe un impacto presupuestario par-
cial necesario para cubrir los sueldos de los nuevos funcio-
narios. 

No obstante, cabe aclarar que dado que la propuesta preten-
de que un privado se encargue de la administración peni-
tenciaria, éste deberá recibir un pago por la prestación de
sus servicios, entonces es necesario incorporar el impacto
por el costo de dichos servicios. 

Por todo lo anterior, es de emitirse la siguiente: 

Opinión

Primero. La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
con fundamento en los artículos, 39 numeral 1 y 45, nume-
ral 6 incisos e), f) y g) y 49, numeral 3 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y
el artículo 18, párrafo tercero de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria; así como los artícu-
los 67, fracción II y 69 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados y con base en la valoración realizada por el Centro
de Estudios de las Finanzas Públicas, opina que la Inicia-
tiva Ley Reglamentaria del artículo 18 Constitucional
en Materia del Sistema Penitenciario, presentada por la
Diputada Adriana Sarur Torre del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México, implica un
impacto presupuestario, el cual no puede ser estimado
exactamente, ya que la Iniciativa no brinda los elemen-
tos suficientes para su cálculo. 

Segundo. La presente Opinión se formula, solamente en la
materia de la competencia de esta Comisión, tomando co-
mo base la valoración del impacto presupuestario que ela-
boró el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, por lo
que el sentido del dictamen que se dicte respecto de la Ini-
ciativa Ley Reglamentaria del artículo 18 Constitucional en

materia del Sistema Penitenciario, es de la exclusiva com-
petencia de las Comisiones de Seguridad Pública y de Jus-
ticia.

Tercero. Remítase la presente Opinión a las Comisiones de
Seguridad Pública y de Justicia para los efectos legales a
que haya lugar.

Cuarto. Por oficio, comuníquese la presente Opinión a la
Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados, para su co-
nocimiento.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de marzo de 2011.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados: Jesús Al-
fonso Navarrete Prida (rúbrica), presidente; Baltazar Manuel Hinojosa
Ochoa (rúbrica), Felipe Enríquez Hernández (rúbrica), Jesús Alberto
Cano Vélez (rúbrica), Mario Moreno Arcos (rúbrica), Rolando Rodrigo
Zapata Bello (rúbrica), Julio Castellanos Ramírez, Alfredo Javier Ro-
dríguez Dávila, Sergio Gutiérrez Villanueva, Vidal Llerenas Morales
(rúbrica), María del Rosario Brindis Álvarez (rúbrica), Pedro Vázquez
González (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, Pedro Jiménez Le-
ón (rúbrica), secretarios; Cruz López Aguilar (rúbrica), David Penchy-
na Grub (rúbrica), Georgina Trujillo Zentella (rúbrica), Héctor Pablo
Ramírez Puga Leyva, Silvio Lagos Galindo, Claudia Ruiz Massieu Sa-
linas (rúbrica), Manuel Guillermo Márquez Lizalde (rúbrica), María Es-
ther Sherman Leaño (rúbrica), Noé Fernando Garza Flores, Óscar Gui-
llermo Levin Coppel (rúbrica), Óscar Javier Lara Aréchiga (rúbrica),
Roberto Albores Gleason, Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias,
Agustín Torres Ibarrola, Gabriela Cuevas Barron, Enrique Octavio Tre-
jo Azuara, Felipe de Jesús Rangel Vargas, Francisco Javier Orduño Val-
dez, J. Guadalupe Vera Hernández, Marcos Pérez Esquer, Mario Alber-
to Becerra Pocoroba, Ovidio Cortazar Ramos, Rigoberto Salgado
Vázquez, Armando Ríos Piter, Claudia Anaya Mota (rúbrica), Emiliano
Velázquez Esquivel (rúbrica), Juanita Arcelia Cruz Cruz (rúbrica), Ra-
fael Pacchiano Alamán (rúbrica).»

«Opinión de impacto presupuestario que emite la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública, con fundamento en la va-
loración que elabora el Centro de Estudios de las Finanzas
Públicas, en relación a la iniciativa  por la que se expide la
Ley Federal de Ejecución de Sanciones Penales; se adicio-
na la fracción IV al artículo 50 y el artículo 50 Quáter de la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; se refor-
ma el artículo 30 Bis, fracción XXIII, de la Ley que Esta-
blece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de
Sentenciados, presentada por el diputado José Luis Ovando
Patrón
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Honorable Asamblea: 

A esta Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, corres-
pondiente a la LXI Legislatura de la honorable Cámara de
Diputados, le fue turnada para su opinión la iniciativa por la
que se expide la Ley Federal de Ejecución de Sanciones Pe-
nales; se adiciona la fracción IV al artículo 50 y el artículo
50 Quáter de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe-
deración; se reforma el artículo 30 Bis, fracción XXIII, de
la Ley que establece las Normas mínimas sobre Readapta-
ción Social de Sentenciados, suscrita por el Diputado José
Luis Ovando Patrón del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Esta comisión, con fundamento en los artículos 39, nume-
rales 1 y 2 fracción XXVIII; 45, numeral 6, incisos e), f) y
g) y 49, numeral 3, de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; así como con base en
los artículos 18, párrafo tercero de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria; y los artículos 67,
fracción II y 69 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
se abocó al estudio y análisis de la Iniciativa anteriormente
descrita al tenor de los siguientes: 

Antecedentes

I. Con fecha 23 de junio 2010, el Diputado José Luis Ovan-
do Patrón del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, integrante de la LXI Legislatura, presentó Iniciativa
por la que se expide la Ley Federal de Ejecución de San-
ciones Penales; se adiciona la fracción IV al artículo 50 y el
artículo 50 Quáter de la Ley Orgánica del Poder Judicial de
la Federación; se reforma el artículo 30 bis, fracción XXIII,
de la Ley que establece las Normas mínimas sobre Readap-
tación Social de Sentenciados. 

II. En esa misma fecha el Presidente de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados turnó dicha Iniciativa a las Co-
misiones Seguridad Pública y Justicia con opinión de la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública, para efectos de su
estudio y dictamen correspondientes. 

III. Con base en el tercer párrafo del artículo 18 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y en
el numeral 3 del artículo 49 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se solici-
tó al Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, mediante
oficio de fecha 2 de diciembre de 2010, la valoración del
impacto presupuestario. 

IV. Esta Comisión recibió el 9 de marzo del 2011, por par-
te del Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, la men-
cionada valoración de impacto presupuestario de la Iniciati-
va en comento, la cual sirve de fundamento para la presente
Opinión. 

Objetivo de la iniciativa 

El objetivo de la Iniciativa materia de la presente Opinión
consiste en crear un ordenamiento jurídico con el objeto de
regular la ejecución de las sanciones penales, sanciones pri-
vativas de la libertad, de las no privativas de libertad y de
las medidas de seguridad, impuestas por juez o tribunal de
juicio oral del fuero común. Establecer que el sistema peni-
tenciario se organizará sobre la base del trabajo, la capaci-
tación para el mismo, la educación, la salud y el deporte co-
mo medios para lograr la reinserción del sentenciado a la
sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando
los beneficios que para él prevé la ley. 

Considerar en la designación del personal penitenciario su
vocación, aptitudes, preparación académica, antecedentes
penales y la convocatoria de las autoridades penales, así co-
mo sujetarlos a la obligación del personal penitenciario a to-
mar cursos de formación y actualización y los exámenes de
selección. Crear en cada reclusorio un Consejo Técnico in-
terdisciplinario, con funciones consultivas necesarias para
la aplicación individual del sistema progresivo, la ejecución
de medidas preliberacionales, la concesión de la remisión y
reducción de la sanción, de la libertad preparatoria, y la
aplicación de la retención. Regular lo relativo a la conmu-
tación, la reducción de sanción o el sobreseimiento. 

Establecer los derechos y obligaciones de los internos du-
rante el tiempo de la ejecución de la sanción. Facultar al
Ejecutivo Federal para expedir el Reglamento de la Ley Fe-
deral de Ejecución de Sanciones Penales y de los Centros
Federales de Reinserción Social. Abrogar la Ley que esta-
blece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de
Sentenciados, publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción del 19 de mayo de 1971. 

Consideraciones

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con funda-
mento en la valoración de impacto presupuestario emitida
por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas y del
análisis realizado a la Iniciativa, observa que, implica un
impacto presupuestario, de aproximadamente 596.1 millo-
nes de. pesos para la creación de los Jueces de Sentencia,
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adscritos al Consejo de la Judicatura Federal, donde el 4.2
por ciento corresponderá a la inversión física y el 95.8 por
ciento para gasto corriente, de esta última cifra, el monto
más importante corresponde a los Servicios Personales con
el 83.4 por ciento. 

La inversión física se estima en 25.1 millones de pesos,
mientras que el gasto corriente equivaldría a 570.9 millones
de pesos, por lo que la Iniciativa en comento sí implica un
impacto presupuestario. 

El Centro de Estudios de las Finanzas Públicas hizo la esti-
mación de impacto presupuestario conforme a la normativi-
dad del Consejo de la Judicatura respecto a la creación de
órganos jurisdiccionales. En el Acuerdo General 10/2008 se
dispone que un Juzgado de Distrito se compone de 10 per-
sonas. 

Por otro lado, el Centro de Estudios señaló que el número
de Jueces de Ejecución para la implementación de la inicia-
tiva serían 50, pues consideró un Juez por entidad federati-
va (32); un Juez adicional a las entidades federativas con
más de mil sentenciados (6), un Juez por cada Centro de
Reinserción Federal (Cefereso) (6) y cuatro jueces para la
inminente entrada de 8 Ceferesos en 2011. 

Por todo lo anterior, es de emitirse la siguiente: 

Opinión

Primero. La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
con fundamento en los artículos, 39 numeral 1- y 45, nu-
meral 6 incisos e), f) y g) y 49, numeral 3 de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos; y el artículo 18, párrafo tercero de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; así como los
artículos 67, fracción II y 69 del Reglamento de la Cámara
de Diputados y con base en la valoración realizada por el
Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, opina que la
Iniciativa por la que se expide la Ley Federal de Ejecución
de Sanciones Penales; se adiciona la fracción IV al artículo
50 y el artículo 50 Quáter de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación; se reforma el artículo 30 bis, frac-
ción XXIII, de la Ley que establece las Normas mínimas so-
bre Readaptación Social de Sentenciados, presentada por el
diputado José Luis Ovando Patrón del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, sí implica impacto presupues-
tario. 

Segundo. La presente Opinión se formula, solamente en la
materia de la competencia de esta Comisión, tomando co-
mo base la valoración del impacto presupuestario que ela-
boró el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, por lo
que el sentido del dictamen que se dicte respecto de la Ini-
ciativa por la que se expide la Ley Federal de Ejecución de
Sanciones Penales; se adiciona la fracción IV al artículo 50
y el artículo 50 Quáter de la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial de la Federación; se reforma el artículo 30 bis, fracción
XXIII, de la Ley que establece las Normas mínimas sobre
Readaptación Social de Sentenciados, es de la exclusiva
competencia de las Comisiones de Seguridad Pública y Jus-
ticia. 

Tercero. Remítase la presente Opinión a las Comisiones de
Seguridad Pública y de Justicia para los efectos legales a
que haya lugar. 

Cuarto. Por oficio, comuníquese la presente Opinión a la
Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados, para su co-
nocimiento. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de marzo de 2011.»

«Opinión de impacto presupuestario que emite la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública, a la iniciativa con pro-
yecto de decreto que expide la Ley Federal de Atención pa-
ra las Mujeres en Reclusión, presentada por las diputadas
Josefina Eugenia Vázquez Mota y Paz Gutiérrez Cortina

Comisión de Seguridad Pública: 

A la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, de la LXI
Legislatura de la Cámara de Diputados, le fue turnada para
su opinión la iniciativa con proyecto de decreto que expide
la Ley Federal de Atención para las Mujeres en Reclusión,
presentada por las diputadas Josefina Eugenia Vázquez Mo-
ta y Paz Gutiérrez Cortina, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Esta comisión, con fundamento en los artículos 39, nume-
rales 1 y 2 fracción XXVIII; 45, numeral 6, incisos e), f) y
g) y 49, numeral 3, de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; así como con base en
los artículos 18, párrafo tercero de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria; y los artículos 67,
fracción II y 69 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
se abocó al estudio y análisis de la iniciativa anteriormente
descrita al tenor de los siguientes
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Antecedentes

I. El 17 de marzo de 2011, las diputadas Josefina Eugenia
Vázquez Mota y Paz Gutiérrez Cortina, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, integrantes de la LXI
Legislatura, presentaron la iniciativa con proyecto de de-
creto que expide la Ley Federal de Atención para las Muje-
res en Reclusión.

II. En esa misma fecha el Presidente de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados turnó dicha Iniciativa a la Co-
misión de Seguridad Pública con opinión de la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública, para efectos de su estudio y
dictamen correspondientes. 

Contenido de la iniciativa

El objetivo de la Iniciativa materia de la presente opinión
consiste en crear un ordenamiento jurídico con el objeto de
establecer la organización, operación y administración del
sistema penitenciario, respecto de las mujeres en reclusión,
para garantizar sus derechos humanos en condiciones de
igualdad y no discriminación, seguridad, disciplina, y or-
den. 

Establecer que las medidas como la capacitación para el tra-
bajo, la educación, salud y deporte, procurarán el trata-
miento, la reinserción social y la prevención de la comisión
de delitos de las mujeres en reclusión.

Asimismo, todos los centros femeniles de reinserción social
deberán contemplar en su espacio arquitectónico, estableci-
mientos adecuados para el desarrollo laboral, de capacita-
ción y de educación; así como los espacios recreativos, de-
portivos y de salud idóneos para las mujeres en reclusión,
sus hijas e hijos. El alojamiento de la mujer en reclusión en
el centro de observación y clasificación será por tiempo de-
terminado, durante el cual se someterá a estudios médicos,
sicológicos y sociales los cuales permitirán a las autorida-
des realizar un diagnóstico para clasificar y en su caso im-
plementar el tratamiento individualizado, realizado el diag-
nóstico integral, se ubicará a la mujer en reclusión en la
estancia que corresponda, procurando integrarla a un grupo
cuyas características sean similares. 

Consideraciones

Para la elaboración de la presente opinión, con fundamento
en el tercer párrafo del artículo 18 de la Ley Federal de Pre-
supuesto y Responsabilidad Hacendaria y en el numeral 3

del artículo 49 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, se solicitó al Centro de Es-
tudios de las Finanzas Públicas, mediante oficio de fecha 22
de marzo de 2011, la valoración del impacto presupues-
tario de la iniciativa con proyecto de decreto que expide
la Ley Federal de Atención para las Mujeres en Reclu-
sión, que esta comisión recibió el 20 de junio de 2011, por
dicho centro, y que sirve de base para este documento.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con funda-
mento en la valoración de impacto presupuestario emitida
por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, y deri-
vado del análisis realizado a la iniciativa, observa que para
la construcción de 34 Centros de Readaptación Social Fe-
menil, con una capacidad de 5 mil 586 lugares se requiere
un monto de inversión por 3 mil 61.7 millones de pesos.

Para obras de remodelación de 110 Ceresos se requieren
437.8 millones de pesos, lo que significa derivar un mil 65
lugares adicionales para mujeres en reclusión. Y por obras
de ampliación de 107 Centros Penitenciaros se requie-
ren 353.1 millones de pesos, con lo cual se habilitaran 859
lugares adicionales. 

Por lo tanto, la suma de estas tres acciones de obra pública
que derivan de la iniciativa generarían un impacto presu-
puestario por 3 mil 852.6 millones de pesos, en caso de
aprobarse en estos términos.

Por lo expuesto y fundado, la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública emite la siguiente

Opinión 

Primero. La iniciativa con proyecto de decreto que expide
la Ley Federal de Atención para las Mujeres en Reclusión,
presentada por las diputadas Josefina Eugenia Vázquez Mo-
ta y Paz Gutiérrez Cortina del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, el 17 de marzo de 2011, sí implica
impacto presupuestario.

Segundo. La presente opinión se formula solamente en la
materia de la competencia de esta comisión. 

Tercero. Remítase la presente opinión a la Comisión de Se-
guridad Pública, para los efectos legales a que haya lugar. 

Cuarto. Por oficio, comuníquese la presente opinión a la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados para su conoci-
miento.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de septiembre de 2011.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados: Jesús Al-
fonso Navarrete Prida (rúbrica), presidente; Baltazar Manuel Hinojosa
Ochoa (rúbrica), Felipe Enríquez Hernández (rúbrica), Jesús Alberto
Cano Vélez (rúbrica), Juan Carlos Lastiri Quirós (rúbrica), Rolando Ro-
drigo Zapata Bello, Julio Castellanos Ramírez, Alfredo Javier Rodrí-
guez Dávila, Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Vidal Llerenas Mo-
rales (rúbrica), María del Rosario Brindis Álvarez (rúbrica), Pedro
Vázquez González (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, Pedro Ji-
ménez León (rúbrica), secretarios; Cruz López Aguilar (rúbrica), David
Penchyna Grub, Georgina Trujillo Zentella (rúbrica), Héctor Pablo Ra-
mírez Puga Leyva, Silvio Lagos Galindo (rúbrica), Claudia Ruiz Mas-
sieu Salinas (rúbrica), Manuel Guillermo Márquez Lizalde (rúbrica),
María Esther Sherman Leaño (rúbrica), Óscar Guillermo Levin Coppel
(rúbrica), Óscar Javier Lara Aréchiga, Roberto Albores Gleason, Sebas-
tián Lerdo de Tejada Covarrubias (rúbrica), Noé Fernando Garza Flores
(rúbrica), Agustín Torres Ibarrola (rúbrica), Gabriela Cuevas Barron
(rúbrica), Enrique Octavio Trejo Azuara (rúbrica), Felipe de Jesús Ran-
gel Vargas (rúbrica), Francisco Javier Orduño Valdez (rúbrica), J. Gua-
dalupe Vera Hernández (rúbrica), Marcos Pérez Esquer (rúbrica), Mario
Alberto Becerra Pocoroba (rúbrica), Ovidio Cortazar Ramos (rúbrica),
Rigoberto Salgado Vázquez, Ángel Aguirre Herrera (rúbrica), Claudia
Anaya Mota (rúbrica), Emiliano Velázquez Esquivel (rúbrica), Juanita
Arcelia Cruz Cruz (rúbrica), Rafael Pacchiano Alamán (rúbrica).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

CODIGO PENAL FEDERAL

El Secretario diputado Mariano Quihuis Fragoso:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona un párrafo tercero al artículo
390 del Código Penal Federal

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia de la LXI Legislatura, le fueron
turnadas para su estudio, análisis y dictamen correspon-
diente, las iniciativas con proyecto de decreto que refor-
man el artículo 390 del Código Penal Federal.

Esta Comisión de Justicia de la LXI Legislatura, de confor-
midad con lo dispuesto en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39,
45 numeral 6 incisos f) y g), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; 80; 157
numeral 1, fracción I; 158 numeral 1, fracción IV y 167 nu-
meral 4 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
ten a la consideración de los integrantes de esta honorable
asamblea el presente dictamen, basándose en los siguientes

Antecedentes

I. En sesión celebrada el 14 de abril de 2011 por la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
la diputada Tomasa Vives Preciado Reyes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, presentó la ini-
ciativa (UNO) con proyecto de decreto que reforma y
adiciona un párrafo tercero al artículo 390 del Códi-
go Penal Federal.

II. En la misma fecha, la Mesa Directiva de la LIX Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, mediante oficio D.G.P.L. 61-II-4-1351
turnó la iniciativa en comento a la Comisión de Justicia,
para efectos de su estudio, análisis y dictamen corres-
pondiente.

III. En sesión permanente celebrada el 21 de diciembre
de 2011 por la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, la diputada María Antonieta Pérez Re-
yes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, presentó la iniciativa (DOS) con proyecto de decreto
que reforma el artículo 390 del Código Penal Federal.

IV. En la misma fecha, la Mesa de la Comisión Perma-
nente de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, mediante oficio
D.G.P.L. 61-II-7-2009 turnó la iniciativa en comento a la
Comisión de Justicia, para efectos de su estudio, análisis
y dictamen correspondiente.

Contenido de la iniciativa

La iniciativa (UNO), expone los siguientes motivos:

Para los efectos de la presente iniciativa, la modalidad
que nos interesa es la que realizan las personas privadas
de su libertad por disposición de las autoridades.

En el pasado se intentaron medidas de contención como
el colocar aparatos inhibidores de señal en los centros
de readaptación social, esto para inutilizar los celulares,
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sin embargo y a la fecha, esto no tuvo impacto alguno,
además de que existen muchas interrogantes al respecto,
ya que no sabemos en qué cárceles se puso en práctica,
los motivos por lo que ya no se habló más de esta medi-
da, o las razones de su fracaso.

El legislador y el poder legislativo están obligados a re-
visar y perfeccionar las figuras delictivas y las leyes pe-
nales cuando se verifica que un delito tipificado ha sido
rebasado en los hechos por conductas nuevas.

De las distintas modalidades de extorsión a que hace-
mos referencia en la presente, la de mayor incidencia es
la cometida desde el interior de los ceresos.

Este delito ha impactado de forma exponencial en la vi-
da de los mexicanos, quien ha recibido una de estas lla-
madas intimidantes, ve transformada su vida, arrebata-
da su paz y su tranquilidad, y en general sufre una
afectación no sólo la víctima en concreto, sino toda su
familia.

Sabedores de que 80 por ciento de las extorsiones te-
lefónicas se cometen desde el interior de los centros de
readaptación social, proponemos una reforma a esta fi-
gura delictiva, en la que se incluye el aumento en la san-
ción que se aplica.

La iniciativa (DOS), expone los siguientes motivos:

El artículo 390 del Código Penal Federal sanciona al
que sin derecho obligue a otro a dar, hacer, dejar de ha-
cer o tolerar algo, obteniendo un lucro para sí o para
otro o causando a alguien un perjuicio patrimonial, con
dos a ocho años de prisión; sin embargo, el texto actual
de ese código no establece sanción alguna para los que
cometen el delito a través de medios de comunicación
electrónica.

De igual forma, no contempla sanciones para los casos
en que la extorsión sea cometida por miembros de cor-
poraciones de seguridad privada. Además, no se esta-
blece que los servidores públicos sean inhabilitados por
el mismo tiempo que dure la pena de prisión.

… esta iniciativa atiende un problema de seguridad pú-
blica con el fin último de inhibir y sancionar la extorsión
que tanto golpea a nuestro país. Finalmente, la presente
propuesta consiste en lo siguiente:

1. Aumentar la pena para que el delito de extorsión se
sancione de 8 a 20 años de prisión.

2. Cuando la extorsión sea cometida por un servidor pú-
blico o ex-servidor público, o por miembro o ex-miem-
bro de alguna corporación de seguridad pública o de las
Fuerzas Armadas Mexicanas, serán inhabilitados por el
mismo tiempo que dure la pena de prisión para desem-
peñar cualquier cargo o comisión público.

3. Cuando la extorsión sea cometida por miembros de
corporaciones de seguridad privada se les aumente la
pena de prisión en dos terceras partes.

4. Las penas se incrementarán en una mitad cuando se
utilice como medio comisivo la vía telefónica, el correo
electrónico o cualquier otro medio de comunicación
electrónica.

Propuesta de las iniciativas

A. Iniciativa de la diputada Tomasa Vives Preciado.

Se reforma y adiciona un párrafo tercero al artículo 390 del
Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Texto actual

Código Penal Federal

Artículo 390. Al que sin derecho obligue a otro a dar,
hacer, dejar de hacer o tolerar algo, obteniendo un lucro
para sí o para otro o causando a alguien un perjuicio pa-
trimonial, se le aplicarán de dos a ocho años de prisión y
de cuarenta a ciento sesenta días multa.

Las penas se aumentarán hasta un tanto más si el cons-
treñimiento se realiza por una asociación delictuoso, o
por servidor público o ex-servidor público, o por miem-
bro o ex-miembro de alguna corporación policial o de las
Fuerzas Armadas Mexicanas.

En este caso, se impondrá además al servidor o ex-servi-
dor público y al miembro o ex-miembro de alguna cor-
poración policial, la destitución del empleo, cargo o co-
misión y la inhabilitación de uno a cinco años para
desempeñar cargo o comisión público, y si se tratare de
un miembro de las Fuerzas Armadas Mexicanas en si-
tuación de retiro, de reserva o en activo, la baja definiti-
va de la Fuerza Armada a que pertenezca y se le inhabi-
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litará de uno a cinco años para desempeñar cargos o co-
misión públicos.

Propuesta de reforma

Artículo 390. Al que sin derecho obligue a otro a dar, ha-
cer, dejar de hacer o tolerar algo, obteniendo un lucro pa-
ra sí o para otro o causando a alguien un perjuicio patri-
monial, se le aplicarán de cuatro a diez años de prisión
y de cuarenta a ciento sesenta días multa.

…

Además de las penas señaladas en el primer párrafo,
se impondrá de tres a nueve años de prisión, cuando
la extorsión sea cometida, por cualquier medio, por
personas que se encuentren en prisión preventiva o
en cumplimiento de una sentencia privativa de la li-
bertad.

...

Iniciativa de la diputada María Antonieta Pérez Reyes.

Se reforma el artículo 390 del Código Penal Federal, para
quedar como sigue:

Texto actual

Código Penal Federal

Artículo 390. Al que sin derecho obligue a otro a dar, ha-
cer, dejar de hacer o tolerar algo, obteniendo un lucro pa-
ra sí o para otro o causando a alguien un perjuicio patri-
monial, se le aplicarán de dos a ocho años de prisión y de
cuarenta a ciento sesenta días multa. 

Las penas se aumentarán hasta un tanto más si el cons-
treñimiento se realiza por una asociación delictuoso, o
por servidor público o ex-servidor público, o por miem-
bro o ex-miembro de alguna corporación policial o de las
Fuerzas Armadas Mexicanas.

En este caso, se impondrá además al servidor o ex-servi-
dor público y al miembro o ex-miembro de alguna cor-
poración policial, la destitución del empleo, cargo o co-
misión y la inhabilitación de uno a cinco años para
desempeñar cargo o comisión público, y si se tratare de
un miembro de las Fuerzas Armadas Mexicanas en si-
tuación de retiro, de reserva o en activo, la baja definiti-

va de la Fuerza Armada a que pertenezca y se le inhabi-
litará de uno a cinco años para desempeñar cargos o co-
misión públicos.

Propuesta de reforma

Artículo 390. Al que sin derecho obligue a otro a dar, ha-
cer, dejar de hacer o tolerar algo, obteniendo un lucro pa-
ra sí o para otro o causando a alguien un perjuicio patri-
monial, se le aplicarán de dos a ocho años de prisión y de
cuarenta a ciento sesenta días multa.

Las penas se aumentarán hasta un tanto más si el cons-
treñimiento se realiza por una asociación delictuosa, o
por servidor público o ex-servidor público, o por miem-
bro o ex-miembro de alguna corporación de seguridad
pública o de las Fuerzas Armadas Mexicanas. En este
caso, se impondrá además al servidor o ex-servidor pú-
blico y al miembro o ex-miembro de alguna corporación
de seguridad pública, la destitución del empleo, cargo
o comisión y la inhabilitación por el mismo tiempo que
dure la pena de prisión impuesta para desempeñar car-
go o comisión público, y si se tratare de un miembro de
las Fuerzas Armadas Mexicanas en situación de retiro,
de reserva o en activo, la baja definitiva de la Fuerza Ar-
mada a que pertenezca y se le inhabilitará por el mismo
tiempo que dure la pena de prisión impuesta para de-
sempeñar cargos o comisión públicos.

Las penas señaladas en el primer párrafo se aumen-
tarán en dos terceras partes cuando la extorsión sea
cometida por miembros de empresas que presten ser-
vicios de seguridad privada.

Asimismo, las penas se incrementarán en una mitad
cuando se utilice como medio comisivo la vía telefóni-
ca, el correo electrónico o cualquier otro medio de co-
municación electrónica.

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los miembros de la Comisión de Justica de la LXI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados, que suscriben el pre-
sente dictamen, exponen las siguientes

Consideraciones

1. Las presentes iniciativas sugieren que se configure el
delito de extorsión vía telefónica, correo electrónico o
cualquier otro medio electrónico, asimismo propone el
aumento de las penas a quienes cometan este delito por

Año III, Segundo Periodo, 17 de abril de 2012 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados218



cualquier conducto, cuando se trate de funcionarios pú-
blicos, ex funcionarios, miembros o ex miembros de cor-
poraciones que tiene como función principal el mante-
ner, salvaguardar la seguridad e integridad de la sociedad
para preservar la paz social.

2. Coincidimos con la iniciativa de la diputada Tomasa
Vives Preciado al proponer un párrafo donde se incluya
un aumento de penas a aquellas personas que se encuen-
tren en prisión preventiva o en cumplimiento de una sen-
tencia privativa de la libertad.

3. De igual manera, la iniciativa de la diputada María
Antonieta Pérez Reyes sugiere cambios en la redacción
del texto original, como es la modificación de “asocia-
ción delictuoso” por asociación delictuosa”. Propone
sustituir el término de “corporación policial” por el de
“corporación de seguridad pública”. 

4. Los integrantes de la comisión coinciden con la pro-
puesta de la diputada (DOS), toda vez que la forma en la
que ha venido evolucionando la comisión del delito en
estudio, ha sobrepasado al tipo actual, por lo que se con-
sidera necesario una reforma para actualizarlo y lograr su
mejor aplicación.

5. No obstante lo antes descrito, se propone una redac-
ción diferente para una mejor comprensión de la misma
iniciativa.

6. Los integrantes de la Comisión de Justicia considera-
mos que el sentido de la propuesta sea positivo, debido a
que en el presente tipo no se incluyen las corporaciones
de seguridad privada, quienes han venido participando
también en la comisión de este delito. Sin embargo no
coincidimos con que se le inhabilite a aquel que cometió
el delito al mismo tiempo que dure la pena de prisión im-
puesta, toda vez que como ya se ha pronunciado esta co-
misión, las penas deben de ser proporcionales, de igual
manera, ya de uno a cinco años, se considera un tiempo
prudente para permanecer en inactividad.

7. Por lo que se refiere a incluir un párrafo que establez-
ca como medio comisivo “la vía telefónica, el correo
electrónico o cualquier otro medio de comunicación
electrónica”, los integrantes de esta comisión considera-
mos que si se establece de esta forma este texto, estaría-
mos dejando afuera otros medios, por tanto considera-
mos sólo incluir la palabra “por cualquier medio” en el
primer párrafo del artículo en estudio. Toda vez que me-

dio de comunicación hace referencia al instrumento o
forma de contenido por el cual se realiza el proceso de
comunicación, asimismo dentro de la clasificación de los
medios de comunicación están los medios electrónicos
(televisión, teléfono entre otros) y los medios digitales
(Internet), por tanto se entiende que los correos electró-
nicos y el teléfono son considerados medios de comuni-
cación.

Por todo lo anterior, se somete a consideración el siguiente:

Proyecto de decreto que el que se reforma el artículo 390
del Código Penal Federal.

Artículo Único. Se reforma el artículo 390 del Código Pe-
nal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 390. Al que sin derecho obligue a otro allegándo-
se de cualquier medio a dar, hacer, dejar de hacer o tolerar
algo, obteniendo un lucro para sí o para otro o causando a
alguien un perjuicio patrimonial, se le aplicarán de dos a
ocho años de prisión y de cuarenta a ciento sesenta días
multa.

Las penas se aumentarán hasta un tanto más si el constreñi-
miento se realiza por una asociación delictuosa, o por ser-
vidor público o ex-servidor público, o por miembro o ex-
miembro de alguna corporación de seguridad pública o
privada o de las Fuerzas Armadas Mexicanas. En este ca-
so, se impondrá además al servidor o ex-servidor público y
al miembro o ex-miembro de alguna corporación de segu-
ridad pública, la destitución del empleo, cargo o comisión
y la inhabilitación de por vida para desempeñar cargo o co-
misión público, y si se tratare de un miembro de las Fuerzas
Armadas Mexicanas en situación de retiro, de reserva o en
activo, la baja definitiva de la Fuerza Armada a que perte-
nezca y se le inhabilitará de uno a cinco años para desem-
peñar cargos o comisión públicos.

Además de las penas señaladas en el primer párrafo, se
impondrá de tres a nueve años de prisión, cuando la ex-
torsión sea cometida, por cualquier medio, por personas
que se encuentren en prisión preventiva o en cumpli-
miento de una sentencia privativa de la libertad.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 15 días del mes de febrero de
2012.

La Comisión de Justicia, diputados: Víctor Humberto Benítez Trevi-
ño (rúbrica), presidente; Sergio Lobato García, Miguel Ernesto Pompa
Corella, Óscar Martín Arce Paniagua (rúbrica), Camilo Ramírez Puen-
te, Ezequiel Rétiz Gutiérrez (rúbrica), Olga Luz Espinosa Morales (rú-
brica), Eduardo Ledesma Romo, secretarios; María de Jesús Aguirre
Maldonado (rúbrica), Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Nancy
González Ulloa (rúbrica), Leonardo Arturo Guillén Medina (rúbrica),
Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Cuauhtémoc Gutiérrez
de la Torre, Gregorio Hurtado Leija, Israel Madrigal Ceja, Sonia Men-
doza Díaz, Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo (rúbrica), María
Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Rodrigo Pérez-Alonso González (rú-
brica), Norma Leticia Salazar Vázquez (rúbrica), Cuauhtémoc Salgado
Romero, Miguel Ángel Terrón Mendoza, Enoé Margarita Uranga Mu-
ñoz, Josué Cirino Valdés Huezo (rúbrica), Alma Carolina Viggiano Aus-
tria, Pedro Vázquez González (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño (rú-
brica), Arturo Zamora Jiménez (licencia).»

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.
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